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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrió, además, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Camila Merino Catalán.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 43ª y 44ª, ambas ordinarias, en 17 y 18 de agosto del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diez de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo sobre Medidas del Estado Rector del Puerto Destinadas a Prevenir, Desalentar y Eliminar la Pesca Ilegal, no Declarada y no Reglamentada, aprobado el 22 de noviembre de 2009, por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) en su 36º período de sesiones” (boletín N° 7.160-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario con el objeto de permitir la existencia de la profesión de optómetra (boletín N° 5.684-11).



2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).


3.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



4.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Tuma, Cantero, Quintana, Navarro y Walker (don Ignacio), en primer trámite constitucional, referido a las personas jurídicas sostenedoras de establecimientos educacionales (boletín N° 7.068-04).


Con los cinco restantes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización (boletín N° 5.083-04).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que sanciona el acoso sexual a menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (boletín N° 5.837-07).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las asociaciones municipales (boletín N° 6.792-06).



5.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Allamand, Chadwick, Larraín y Prokurica, en primer trámite constitucional, relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar sin orden previa las primeras diligencias de investigación de un delito (boletín N° 7.050-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que los Diputados señores Germán Becker y Fuad Chahín reemplazarán a los ex Parlamentarios señores Pablo Galilea y Eduardo Saffirio en la Comisión Mixta que estudia el proyecto modificatorio del artículo 7° de la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de salvaguardias (boletín N° 5.363-03).



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la referida Comisión.



Once del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los diez primeros envía igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 189, letra C), N° 5, del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y 2°, inciso primero, de la ley N° 20.212.


--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el último envía copia autorizada de la sentencia dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 509 del Código de Procedimiento Penal.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



De la señora Contralora General de la República subrogante, con el que contesta un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín, acerca de la investigación realizada por un presunto fraude en el pago de la asignación de pensiones básicas solidarias en la comuna de La Cruz, Región de Valparaíso.



Dos del señor Ministro del Interior:



Con el primero, respondiendo un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Rincón, remite información proporcionada por el señor Gobernador Provincial de Cauquenes respecto a la contratación o el término de contrato de personal de esa repartición.



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, en relación con los requisitos exigidos para obtener beneficios del Programa “Chile Unido Reconstruye Mejor”.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que responde un proyecto de acuerdo aprobado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señor Horvath, señora Pérez (doña Lily) y señores Bianchi, Chahuán, Espina, Girardi, Letelier y Prokurica, para instar a reformar la Comisión Ballenera Internacional y reafirmar una política nacional de protección de cetáceos (boletín N° S 1.256-12).



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la situación de emergencia que afectó a la zona austral del país, y en particular a la Región de Aysén, como consecuencia de las inclemencias climáticas.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la posibilidad de, en favor de las personas y empresas de la Región de Aysén, extender los plazos para celebrar convenios con la Tesorería para el pago de impuestos adeudados.



Con el segundo responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, en relación con la situación que afecta a la Región de Magallanes en materia de desempleo.



De los señores Ministro de Economía, Fomento y Turismo e Intendente de la Región de Aysén, con los cuales contestan un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto a los distintos proyectos, propuestas, inquietudes y problemas del sector pesquero artesanal de la Región de Aysén.



Del señor Ministro de Educación, con el cual da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición del Honorable señor Chahuán, con el fin de solicitar la creación de un sistema de consejeros educacionales, integrado por orientadores familiares, en los establecimientos municipalizados (boletín N° S 1.235-12).



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido a la construcción de un puente bimodal sobre el río Biobío, en la Octava Región.



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Gómez, tocante a problemas sanitarios que afectarían a la población de la ciudad de Antofagasta.



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre de los Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, con el cual solicitan que se estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recoja las ideas contenidas en la moción de su autoría que modifica el régimen legal de las instituciones de salud previsional en lo relativo a preexistencias, extensión de la cobertura de bonificaciones, reajustabilidad de los planes, adecuaciones contractuales, información a los afiliados y tablas de factores, la que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Rincón, referido a la nómina de las viviendas tipo que han sido evaluadas y aprobadas por la División Técnica de Estudio y Fomento Habitacional en las Regiones declaradas zonas de catástrofe.



Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de su Jefe de Gabinete, con los cuales dan respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los Senadores señoras Alvear, Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y señores Bianchi, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés), por el que solicitan denominar “Sala Patricia Verdugo” una de las dependencias que constituyen el Centro Cultural Gabriela Mistral (boletín N° S 1.268-12).


Del señor Subsecretario del Interior, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Kuschel, relativo a la adopción de medidas para prevenir la comisión del delito de abigeato en las provincias de Chiloé, Palena, Osorno, Llanquihue, Ranco y Valdivia.



Dos del señor Subsecretario General de la Presidencia, con los que responde igual número de oficios enviados en nombre de los señores Senadores que se indican a continuación, en los cuales se requiere estudiar la posibilidad de enviar a tramitación legislativa proyectos de ley que contengan las ideas consideradas en las siguientes mociones, declaradas inadmisibles por corresponder, ambas, a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República:


1.- De los Senadores señores Horvath, Bianchi, Orpis, Prokurica y Sabag, relativa al reconocimiento de establecimientos educacionales rurales de determinado ciclo o nivel.



2.- De los Senadores señores Navarro, Quintana y Tuma, sobre aguas subterráneas.



Dos del señor Subsecretario de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Muñoz Aburto para requerir información respecto a las propuestas de Áreas Apropiadas para el Ejercicio para la Acuicultura (A.A.A.), que deben ser remitidas por la Intendencia de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, en relación con el fallecimiento de un tripulante a bordo de la nave Toyita, de la armadora Pesquera Bahía Coronel, ocurrido en aguas internacionales.



Del señor Subsecretario de Previsión Social y de la señora Jefa de la División de Educación General del Ministerio de Educación, con los que contestan un oficio enviado en nombre del Senador señor Escalona, referido a la extensión hasta después de los 24 años de edad de la subvención para los niños que padecen autismo.



Del señor Subsecretario de Transportes y Telecomunicaciones, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de planteamientos formulados por la Coordinadora de Transporte Público y Privado de la Región de Aysén.



De la señora Subsecretaria de Salud Pública, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, en cuanto a la irrupción en la zona austral del alga denominada “Didymosphenia geminata”.



Del señor Director Nacional del Instituto Nacional de Deportes, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la posibilidad de proporcionar financiamiento para habilitar el Centro de Esquí El Fraile, en la Región de Aysén.



Del señor Gobernador Provincial del Biobío, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referente a los efectos que han producido en los sectores pehuenches de la comuna de Alto Biobío las inclemencias climáticas ocurridas recientemente.



De la señora Alcaldesa de Caldera, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Prokurica, relacionado con información acerca de los fondos provenientes de las patentes mineras.



Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, en relación con los cobros de conexión al suministro eléctrico que se estarían efectuando a las viviendas de emergencia instaladas en la Región del Biobío.



Del señor Director General de Aguas, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la situación en que se encuentran los decretos dictados por el Gobierno anterior en materia de reserva de aguas.



Del señor Director del Trabajo de Atacama, con el que contesta un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Allende, concerniente al funcionamiento de la mina San José, de la Tercera Región.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario con el objeto de permitir la existencia de la profesión de optómetra (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 5.684-11) (Véase en los Anexos, documento 2).


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre recuperación y continuidad en condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 7.029-15) (Véase en los Anexos, documento 3).


Informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un organismo administrador para la implementación de la portabilidad numérica (boletín N° 6.964-15) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.

Moción



Del Senador señor Orpis, con la que da inicio a un proyecto de ley sobre porcentaje de generación de electricidad mediante energías renovables no convencionales (boletín N° 7.163-08) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Chahuán, señora Pérez San Martín y señores Lagos y Walker (don Ignacio), con el que instan por un acuerdo, de alcance nacional, en materia de probidad y transparencia (boletín N° S 1.291-12) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Comunicación



Del Senador señor Horvath, con la que solicita el desarchivo del proyecto de ley, iniciado en moción de autoría de él y de los Honorables señores Bianchi, Girardi, Kuschel y Navarro, sobre protección de glaciares (boletín N° 4.205-12).


--Se accede a lo solicitado.
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada hoy, resolvieron, por unanimidad, lo siguiente:



1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre regulación de las farmacias y los medicamentos (boletín N° 6.523-11): hasta las 5 de esta tarde.



2.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto relativo a protección de ecosistemas marinos (boletín N° 6.485-03): hasta las 12 del lunes 27 de septiembre.



3.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales (boletín N° 6.041-8): hasta las 12 del 15 de octubre venidero.



4.- Recordarles a Sus Señorías que el miércoles 8 de septiembre próximo, de 11 a 14, habrá una sesión especial donde el Consejo del Banco Central presentará la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, y también, el informe sobre las proposiciones para el año calendario siguiente. 

V. ORDEN DEL DÍA

TRANSFERENCIA POR PERSONAS JURÍDICAS DE CALIDAD DE SOSTENEDORAS DE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Tuma, Cantero, Navarro, Quintana e Ignacio Walker, en primer trámite constitucional, referido a las personas jurídicas sostenedoras de establecimientos educacionales, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7068-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los Senadores señores Tuma, Cantero, Quintana, Navarro y Walker, don Ignacio).

En primer trámite, sesión 35ª, en 14 de julio de 2010.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, sesión 44ª, en 18 de agosto de 2010.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa es posibilitar que las personas jurídicas sostenedoras de establecimientos educacionales con reconocimiento oficial a la fecha de publicación de la Ley General de Educación transfieran su condición de sostenedoras para adecuarse a la exigencia legal que prescribe que “Serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público” (...) “y las personas jurídicas de derecho privado cuyo objeto social único sea la educación”. 



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto tanto en general cuanto en particular, por ser de artículo único, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Navarro, Tuma e Ignacio Walker. 



En cuanto a la discusión en particular, dicho órgano técnico efectuó enmiendas al texto original de la moción, todas las cuales fueron acordadas también unánimemente. Por tanto, propone para la aprobación de la Sala el proyecto consignado en el boletín comparado. 



Cabe, por último, tener presente que para aprobar esta iniciativa se requieren 22 votos conformes.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular a la vez. 



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto apunta a resolver los graves inconvenientes que, para cumplir con la Ley General de Educación, se les han presentado a todas las personas jurídicas de giro múltiple que ofician como sostenedoras de establecimientos de educación básica, media y parvularia.



En efecto, el artículo 46 de dicho cuerpo legal dispone que para ser sostenedor en los niveles señalados reconocido por el Ministerio de Educación es menester revestir la calidad de persona jurídica de derecho público -por ejemplo, las municipalidades y otras entidades creadas por ley- o la de persona jurídica de derecho privado que tengan como objeto social único la educación.



A los fines de cumplir esa disposición, los sostenedores constituidos como personas naturales deben realizar la transformación a personas jurídicas. Para iniciar los trámites, se fijó un plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la ley -vence el 12 de septiembre próximo-; además, se consignó la obligación de informar de esa gestión al Ministerio de Educación. Y se estableció un año adicional para finiquitar el proceso de regularización del objeto social único.



Sin embargo, la ley nada dice acerca de cómo pueden efectuar los trámites las personas jurídicas de giro múltiple. Solo se reguló lo concerniente a las personas naturales. 



Ello ha provocado serios inconvenientes a entidades de bien público, como organizaciones de beneficencia; órdenes y congregaciones religiosas de distintos credos. Es el caso de la Iglesia Metodista de Chile, que, a través de la Corporación Metodista, es sostenedora de decenas de establecimientos educacionales destinados a brindar acogida y dar formación académica a alumnos provenientes de sectores vulnerables, entre ellos muchos niños y jóvenes mapuches de la Región de La Araucanía. 



Por tal razón, los profesores de la referida Corporación se acercaron a los Senadores que firmamos este proyecto para hacernos ver la necesidad de modificar la mencionada ley al objeto de que ellos también puedan cumplir sus disposiciones y continuar con la calidad de sostenedores.



La exigencia de objeto social único -esta no se halla en discusión- a las personas jurídicas de derecho privado con objeto múltiple significa que ya no podrán seguir desarrollando otros giros, como la atención a menores en situación irregular, la capacitación, la atención en salud, la mantención de diversas obras pías, etcétera. Ello ocasionará trastornos evidentes al funcionamiento de instituciones con gran tradición y experiencia en la atención de necesidades públicas, las cuales, de conformidad con la ley, deberán efectuar las adecuaciones estatutarias conducentes a limitar su giro social actual o constituir una nueva persona jurídica sin fines de lucro con objeto social único.



En el inciso primero del artículo 1º transitorio, la Ley General de Educación regula el proceso de adecuación a las nuevas normas que deben cumplir los sostenedores de establecimientos educacionales que impartan enseñanza en los niveles de educación parvularia, básica y media y que cuenten con reconocimiento oficial a la fecha de la publicación de la ley Nº 20.370. Por una parte, los obliga a acreditar ante el Ministerio de Educación el inicio de trámites para ajustarse a lo prescrito en la letra a) del artículo 46 en el plazo de un año, contado desde la fecha de la entrada en vigencia de dicho cuerpo normativo. Y por otra, establece que el proceso de adecuación debe culminar en el plazo máximo de dos años.



Hasta ahí no existe ningún problema. La dificultad se presenta a raíz de una grave imprecisión en la parte final del referido inciso, cuando expresa que “Durante este período, la calidad de sostenedor no podrá transferirse a ningún título ni transmitirse, salvo que la transferencia sea necesaria para la constitución de la persona jurídica sucesora de la persona natural.”. Con ello no se deja espacio para realizar el trámite de transferencia de la calidad de sostenedor también en el caso de personas jurídicas que requieren crear una nueva o transferir aquella condición a alguna que tenga giro único.



Esta última parte de la norma transcrita obedece sin duda a un error del legislador, quien no se puso en el caso de un sostenedor que pasa de persona jurídica de objeto múltiple a una con giro único. Y ello causa serias dificultades a instituciones como la ya individualizada.



La situación descrita solo puede ser superada por la vía legislativa. Por eso, tratamos de corregirla en la Comisión. En definitiva, lo que comenzó con una indicación que agregaba a las personas jurídicas se transformó en una que perfecciona la totalidad del inciso primero del artículo transitorio, donde se permite la transferencia de la calidad de sostenedor en el lapso que se contempla y se elimina el primer período de un año.



Porque, en verdad, se estableció originalmente un año para notificar al Ministerio el inicio del trámite y otro año para terminarlo. Ello lo hemos suprimido, porque el vencimiento era el 12 de septiembre próximo. Lo más probable es que la modificación en debate esté vigente después de esa fecha, y entonces no se justificaría mantener un plazo que no se va a poder cumplir y que carece de sentido, por lo demás, sobre la base del análisis de la aplicación de la legislación.



Quiero agradecer el respaldo que la Cartera de Educación ha dado a los parlamentarios con una indicación sustitutiva que ha mejorado el proyecto y, asimismo, por la urgencia “suma” que le asignó a este, a fin de resolver las adecuaciones a la ley de tantas instituciones que se hallan sumamente preocupadas de cómo ceñirse a ella.



Por tanto, señor Presidente, solicito y recomiendo a la Sala la aprobación unánime de la iniciativa, tal como se hizo en la Comisión.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se tocarán los timbres para llamar a los señores Senadores, pues se precisan 22 pronunciamientos favorables para reunir el quórum necesario.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 22 señores Senadores se pronuncian a favor.


Votaron las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de que los Honorables señores Ruiz-Esquide y Rossi no alcanzaron a emitir su voto favorable.
ACUERDO MARCO DE COOPERACIÓN FINANCIERA CON BANCO EUROPEO DE INVERSIONES
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Chile y el Banco Europeo de Inversiones”, suscrito en Luxemburgo el 9 de marzo de 2010, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6963-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 34ª, en 13 de julio de 2010.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores , sesión 43ª, en 17 de agosto de 2010.


Hacienda, sesión 43ª, en 17 de agosto de 2010.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal propósito que se persigue es autorizar al Banco Europeo de Inversiones para realizar sus actividades en nuestro país. Esta entidad, cuyos dueños son los países miembros de la Comunidad Europea, podrá desarrollar sus operaciones en iguales condiciones a las que Chile otorga a otros organismos financieros internacionales.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus integrantes: Honorables señores Larraín, Kuschel, Letelier, Tuma y Walker, don Ignacio, en los mismo términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



La Comisión de Hacienda lo acogió también por la unanimidad de sus integrantes: Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei (don Eduardo), García y Lagos, con el mismo texto despachado por el otro órgano técnico.



Cabe tener presente que la iniciativa requiere, para su aprobación, 22 votos favorables, en atención a que la aplicación del artículo 4 del Convenio incide en las facultades del Banco Central.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la aprobación que se busca reviste la mayor importancia e interés, a juicio de la Comisión de Relaciones Exteriores, por el significado de contar con un marco de cooperación financiera con la institución de que se trata.



El Banco Europeo de Inversiones fue creado en 1958 por el Tratado de Roma, y si bien sus operaciones de financiamiento de largo plazo se dirigían inicialmente a la Unión Europea, con el tiempo se ha abierto a financiar a países no miembros de esta última. Ello lo realiza a través del otorgamiento de préstamos a mediano y largo plazos, de la adquisición de deudas u obligaciones o de la concesión de garantías.



Lo anterior apunta a distintos objetivos.



Por una parte, se apoya la presencia de la Unión Europea en la Región, para lo cual se financian proyectos que realizan filiales de empresas de esa comunidad de países o empresas mixtas en que participan sus empresas o que involucran una transferencia sustancial de tecnología y conocimiento originarios de ese ámbito.



Por la otra, se financian proyectos relativos a la sustentabilidad ambiental, incluida la mitigación del cambio climático, aunque no participen empresas de la Unión Europea.



Por último, se financian proyectos relacionados con la seguridad del abastecimiento energético, también aunque no participen dichas empresas.



Vale decir, estamos abriendo las posibilidades de nuestro mercado financiero -y, particularmente, a través de empresas ligadas a la Unión Europea- de una manera amplia, no solamente en lo que dice relación a recursos, sino asimismo a otros instrumentos, los cuales incluyen, entre otras cosas, la adquisición de tecnología y know how originarios de la comunidad política a que hago referencia.



Es cierto que Chile, por sus características, ha desarrollado en el último tiempo el acceso a muchos mercados y, por lo tanto, a mecanismos que ayudan en dicha operación, pero les ha parecido tanto al Gobierno actual como al anterior que esta es una oportunidad que corresponde aprovechar.



Los propios responsables de la Unión Europea lo han hecho presente. Así lo expusieron en un encuentro que sostuvimos no hace mucho en Sevilla, cuando se reunieron las comisiones de las dos partes respecto de la aplicación del Tratado de Libre Comercio que las une, ocasión en que se nos instó a darle curso a la aprobación de las actividades del Banco, porque, ciertamente, iba a potenciar y estrechar las relaciones en el ámbito financiero y de inversiones.



Como dicho instrumento no solo busca el desarrollo del intercambio, sino también potenciar la cooperación en distintas áreas, incluida la de inversiones, consideramos que la acogida del Convenio que nos ocupa ciertamente va a ayudar a estrechar nuestros vínculos, a acentuar el interés comercial y financiero en las actividades de ambas Partes, y, al final, servirá para el progreso de nuestro país.



Por los motivos expuestos, la Comisión recomienda aprobar el proyecto de acuerdo, tal como ella lo hizo por unanimidad.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 25 señores Senadores se pronuncian a favor.



Votaron las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

AMPLIACIÓN DE PLAZO PARA CANDIDATURA POR PARTIDO POLÍTICO O COMO INDEPENDIENTE

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Honorables señores Zaldívar (don Andrés), Escalona, Gómez, Lagos y Longueira, relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6974-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican: (moción de los Senadores señores Zaldívar, don Andrés, Escalona, Gómez, Lagos y Longueira).


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 24ª, en 8 de junio de 2010.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesión 44ª, en 18 de agosto de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es ampliar a nueve meses el plazo tanto de afiliación a un partido político para declarar una candidatura como para desafiliarse de uno en caso de que el postulante quiera presentarse en calidad de independiente.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular a la vez, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar (don Andrés). El texto pertinente puede consultarse en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus pupitres.



Es preciso consignar que el Senador señor Bianchi dejó constancia en el informe de que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 18 de la Carta Fundamental, debe resguardarse siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la declaración de candidaturas como en su participación en los procesos electorales.



Finalmente, cabe tener presente que la iniciativa requiere los votos conformes de 22 señores Senadores para su aprobación.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, hace un tiempo, junto con otros señores Senadores que se encuentran en la Sala, presentamos un proyecto tendiente a que perdiera el cargo quien se cambiase de partido después de ser elegido parlamentario, alcalde o concejal por una colectividad determinada. Ello nos pareció lo más lógico y natural para poder contar con un sistema político estable, razonable y que no se preste para lo que todos hemos visto en los últimos años.



Sobre la base de lo que ha acontecido, no cabe ninguna duda de que no resulta adecuado el funcionamiento del mecanismo actual.



Soy decidido partidario de los candidatos independientes. Uno de nosotros ha exhibido esta última condición en forma permanente, ha declarado asumirla, ha actuado en consonancia y la sigue manteniendo.

El señor NAVARRO.- ¡Por lo menos, hasta ahora...!
El señor RUIZ-ESQUIDE.- Sin embargo, todos sabemos por lo que ha pasado cada partido debido a la situación mencionada en primer término.



Soy contrario al “transfuguismo”, como se llama el hecho a que me refiero, por lo que estimé lamentable que no se hubiera apoyado dicha iniciativa. Nos hubiésemos librado de muchos dolores de cabeza.



No obstante, el proyecto en análisis apunta en otro sentido, si bien busca lo mismo. Aumentar de dos a nueve meses el plazo para que una persona, de ser necesario para la declaración de una candidatura, renuncie a un partido determinado o registre independencia previa constituye un avance en una dirección. Mas ello resulta completamente inútil, porque es cuestión de que lo decida antes, pero no existe una sanción, y el parlamentario seguirá gozando de todas las garantías, ventajas y conveniencias de pertenecer a una institución como el Senado, por ejemplo -lo que ya es bastante-, sin enfrentar ninguna obligación especial y sin haber dado explicación alguna a quienes lo eligieron.



En esas condiciones, voy a abstenerme por respeto a los autores de la moción. Pero, con franqueza, el proyecto no agrega nada, no resuelve los problemas planteados, y me parece que se pierde una oportunidad.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite una interrupción, Honorable colega?
El señor RUIZ-ESQUIDE.- Intervengo porque el señor Presidente me ofreció la palabra, pero si el Senador señor Zaldívar desea que calle, terminaré expresando, por la amistad que le tengo y su mayor edad, que la iniciativa en debate no me parece buena y que me abstendré -reitero- solo por consideración a los autores. En caso contrario, la habría rechazado con toda mi fuerza.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡La Mesa considerará la eliminación de la referencia a la edad, para que la ignominia no se agregue al infundio...!


Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, comparto el principio general y los fundamentos del proyecto, porque la militancia en un partido político tiene que ver con ciertas convicciones. Sin embargo, en numerosas oportunidades ha ocurrido que, con motivo de la definición de un candidato de una colectividad a través de algún procedimiento convenido colectivamente, el interesado descontento decide al final retirarse y presentarse por su cuenta.



En esta ocasión me abstendré, porque creo que el tipo de iniciativa que nos ocupa adquiere sentido en la medida que rijan reglas claras, conocidas y respetadas por todos -existe un proyecto sobre el particular- para seleccionar en cada partido a los candidatos participantes en elecciones de distinta índole.



A mi juicio, es imprescindible contar con un sistema de primarias abiertas, con participación amplia, procedimiento que, al ser legal, obviamente será vinculante, lo que tampoco ocurre en la actualidad. Porque mientras una normativa no le otorgue dicho valor al resultado, los postulantes que no acepten el hecho de no ser favorecidos en cualquier mecanismo que defina el partido para seleccionar a sus candidatos también pueden retirarse finalmente y presentarse de todas maneras.



Entonces, creo que iniciativas como esta tienen sentido -repito- en la medida en que vayan acompañadas de reglas claras, conocidas, respetadas por todos; de un procedimiento democrático.


Además, al menos en la Concertación, ha ido cobrando fuerza la idea de que en cada elección, ya sea de concejales o alcaldes, parlamentaria o -con mayor razón- presidencial, debe existir un mecanismo de primarias abierto, participativo, democrático, que involucre a la ciudadanía, a la sociedad (que, por cierto, se sienta identificada con el partido o la coalición pertinentes) en el procedimiento de definición del candidato o la candidata.



En virtud de los argumentos expuestos, señor Presidente, anuncio que me abstendré.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Senador señor Ruiz-Esquide asuma como Presidente accidental.



--Así se acuerda.


--Pasa a presidir la sesión el Honorable señor Ruiz-Esquide, en calidad de Presidente accidental.
El señor RUIZ-ESQUIDE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, probablemente llame algo la atención que cuando este proyecto se analizó en la Comisión de Gobierno yo lo haya votado favorablemente, pese a no haber tenido jamás, hasta el día de hoy, una militancia.



Debo decir que me pronuncié a favor porque, con sinceridad, aun cuando no me encuentro dentro de las estructuras de los partidos políticos, creo en ellos y en su fortalecimiento para mantener una sana democracia en el país. Pero, obviamente, con el transcurso de los años uno se percata de cómo se van dando las situaciones al interior de dichas colectividades.



Deseo valorar, una vez más, el respeto con que en estos cinco años he sido tratado en mi calidad de Senador independiente. Y le agradezco, señor Presidente, por lo que usted ha hecho en el sentido de honrar tal condición.



Así es. He procurado actuar con consecuencia. Y probablemente de igual forma debe proceder quien milita en un partido político, en cuanto a que una vez que se presenta como candidato por esa colectividad y resulta electo, tiene que mantenerse en ella o, de lo contrario, dejar el cargo.



Comparto tal criterio. 



Aquí los independientes nos hemos ido abriendo espacios de a poco. El Senado de la República -reitero- ha respetado esta condición y nos ha permitido integrar Comités, con las mismas características de los existentes, lo que antes no era posible.



Por ello, hoy nos asiste el legítimo derecho a pedir segunda discusión en los diversos asuntos y a contar con espacios físicos y políticos.



Hay un aspecto, señor Presidente, que no se aborda en el proyecto -como comentaba con uno de sus autores-, el cual aprobé en la Comisión, no obstante considerar que efectivamente no resuelve el problema y quizá su texto no sea el mejor, como una señal que nos permita entrar en la discusión acerca de lo que se debe avanzar el día de mañana en las estructuras partidarias.



Me explico.



Conversé hace algunos instantes con el recientemente electo Presidente de la Democracia Cristiana -le tengo profundo respeto y admiración por el trabajo público que ha desarrollado durante toda su vida; y, de paso, le deseo el mayor de los éxitos en su desempeño- acerca de una situación que no se debe dejar pasar: la cantidad de personas que ha participado en estos procesos eleccionarios democráticos es mínima. 



Si bien puede existir una justificación en el caso del proceso llevado a cabo últimamente, donde sufragaron poco más de 20 mil afiliados -se estimaba que lo harían alrededor de 15 mil-, de un padrón que, según entiendo, supera los 100 mil, esto demuestra que no existe ánimo de participación.



Además, si a quienes militan en los partidos políticos se les pretende imponer obligaciones como las contempladas en la iniciativa que nos ocupa, francamente, creo que se desincentivará aún más esa participación democrática.



Reitero: mi idea es que se fortalezca en mayor grado a las colectividades políticas; que aumente la participación al interior de ellas. Pero, también, que se valore y respete la condición de quienes tenemos un carácter más regionalista y absolutamente independiente. 



Señalo lo anterior porque los independientes somos muy respetuosos de los militantes de partidos. Sin embargo, al mismo tiempo exigimos que en este proyecto de ley -como lo planteé a uno de sus autores- se acate lo establecido en el artículo 18 de la Constitución: la igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos.



¿Y qué significa eso? La posibilidad de que los independientes puedan suscribir un pacto electoral, al igual que los integrantes de las colectividades políticas.



Existe una espantosa desventaja. A mí me ha honrado la vida y el destino al haber logrado romper el sistema binominal, por primera vez desde la vuelta a la democracia, y ser electo Senador como independiente. Y me he mantenido en tal calidad. 



En esta Alta Cámara creamos un Comité Independiente. Y he solicitado, en reiteradas ocasiones, que puedan integrarlo quienes hemos sido elegidos en esa misma condición de independencia, de manera que aquellos que el día de mañana se vayan de la colectividad a través de la cual fueron elegidos dispongan de otra instancia que no sea la del Comité Independiente. Así lo hicieron algunos Senadores que se fueron a los de otros partidos políticos.



En ese aspecto, yo al menos he actuado con consecuencia hasta la fecha, y espero no alterarla: me mantengo en la condición original de independiente en la que fui electo gracias a la votación de los ciudadanos de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Insisto en que la presente iniciativa no resuelve el punto. Solo se limita a atajar a quienes se inclinan por la opción legítima de representar, a veces, aspectos distintos al interior de un partido político.



En consecuencia, si bien en la Comisión voté favorablemente el proyecto con el propósito de abrir el debate hoy en la Sala, en esta oportunidad me abstendré.

El señor RUIZ-ESQUIDE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, seguramente este proyecto de ley es humilde en cuanto a su contenido y no tiene la misma trascendencia del que señaló Su Señoría, relativo a los parlamentarios que renuncian al partido por el cual fueron elegidos y siguen ocupando dicho cargo de representación popular.



Pienso que ese asunto puede y debe discutirse. Yo no integraba el Senado cuando se presentó tal iniciativa. Y si me hubiera tocado votarla, probablemente me habría pronunciado a favor. 



El texto en debate se refiere a una materia distinta y tiene por objeto, ante todo, establecer coherencia entre la responsabilidad del que milita en un partido y la de quienes en las últimas elecciones y en la experiencia de las llevadas a cabo en el período transcurrido desde la recuperación de la democracia en Chile han sido llamados “candidatos descolgados”.



¿Qué ha sucedido en todos los partidos políticos? Que viene el proceso de nominación de candidatos y, dado que no existe un sistema de elecciones primarias -a lo mejor esto podría solucionar el problema-, la persona que siente que no va a ser designada por su partido o que no está en condiciones de serlo se retira antes de la declaración de la candidatura y se presenta por fuera, provocándole un daño inmenso a esa colectividad al dividir su votación debido al sistema electoral vigente.



Y tal decisión no se toma por convicción. Porque es perfectamente legítimo que algún militante llegue al convencimiento de que no quiere continuar en un partido político y de que, incluso, desea ser parlamentario.



En consecuencia, la iniciativa busca que esa determinación se adopte con la debida antelación.



En efecto, de acuerdo con el proyecto -iniciado en moción de los Senadores señores Longueira, Escalona, Gómez y Lagos, y de quien habla; anteriormente se presentó uno en la Cámara Baja, suscrito, entre otros Diputados, por el hoy Senador señor Quintana, en el mismo sentido-, se pretende que la persona referida tome la respectiva decisión con al menos un año de anticipación a la fecha de la elección.



Y eso es legítimo: un año antes se retira, si toma conciencia de que no quiere seguir en la colectividad, y decide declarar su candidatura como independiente o afiliarse a otra. La idea es evitar que, cuando no sea nominado candidato o corra el riesgo de no serlo, se “descuelgue” a fin de presentarse por fuera del partido, para lo cual no existe restricción alguna, conforme a la ley.



Por lo demás, eso guarda concordancia con las inhabilidades que actualmente tienen los Ministros de Estado y los Subsecretarios, en el sentido de que deben renunciar aproximadamente un año antes de la fecha en la cual pueden ser elegidos como representantes populares.



Ese es el objeto del proyecto que nos ocupa, que, a mi modo de ver, es ordenador. No es contrario a nadie. Sencillamente, apunta a que, cuando una persona tome ese tipo de decisiones, lo haga en forma consciente y no realizando cálculos políticos en favor o en contra de alguien.



Entonces, la razón de haber presentado esta iniciativa fue provocar un ordenamiento político, que considero positivo para el conjunto de los partidos, pues todos han experimentado el mismo problema. 



Además, el proyecto es muy respetuoso de las candidaturas de los independientes. Porque también debemos preocuparnos de que estos puedan celebrar pactos y disponer de otros elementos, como lo hemos mencionado.



Y la unanimidad de la Comisión lo aprobó por considerar que existían motivos lógicos para proceder de este modo.



Muchas veces, cuando se incurre en actitudes o conductas que se traducen en cierto tipo de acciones, como la de separarse de un partido en el momento en que se va a efectuar la declaración de una candidatura, se produce como consecuencia el desprestigio de la política.



Por eso, señor Presidente, creo que esta iniciativa es positiva y que va en el sentido correcto. Seguramente no tiene la trascendencia de otros proyectos -como lo señalaba el Senador señor Ruiz-Esquide-; pero sí constituye un paso para potenciar que las decisiones que adopten las personas sean realmente coherentes con la militancia que hayan tenido en un partido político.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha solicitado cerrar el debate y abrir la votación. 



¿Habría acuerdo para ello?

El señor HORVATH.- Siempre que se respete el tiempo para intervenir.

El señor CANTERO.- Sí, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien. Se procederá en tal sentido.



Acordado.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, me parece que se han dado suficientes argumentos.



Efectivamente, no le hace bien a la democracia que existan personas que, si no son postuladas como candidatos, igualmente se presenten en esa calidad.



La verdad es que muchos partidos cuentan con mecanismos para definir a sus representantes. Nosotros, como Democracia Cristiana, hemos acordado que sean elegidos a través de primarias. Nos encantaría que estas fueran vinculantes, abiertas, transparentes, reguladas por ley. Pero mientras ello no ocurra, resulta importante aprobar la iniciativa que hoy nos ocupa.



No existe nada más perjudicial para la democracia, para los partidos políticos, que el hecho de que sus integrantes que no sean designados candidatos se presenten como independientes o en representación de otras colectividades.



Lamentablemente, el “travestismo” político le ha hecho mucho daño a nuestra democracia.



La diferencia entre el populismo y las democracias estables pasa, en lo fundamental, por la existencia de partidos sólidos, fuertes. Cuando los caudillos, los populistas manejan la política, la calidad de la democracia se ve afectada de manera notable.



Por eso, es muy distinto para un Gobierno entenderse con bancadas, con partidos políticos, que hacerlo con personas que actúan como si estuvieran en una especie de mercado persa.



Y, en tal sentido, me parece muy importante la aprobación de esta iniciativa.



Resulta muy diferente que los partidos estén supeditados a proyectos personales, a intereses individuales, de que estos intereses se encuentren al servicio de una decisión colectiva respetada por todos.



Yo quiero -tal vez fue lo que me motivó a pedir la palabra- felicitar al Senador señor Bianchi por su intervención. Porque él, siendo independiente, y habiendo sido coherente en mantenerse como tal -opción absolutamente legítima-, señaló que los partidos políticos son relevantes.

El señor BIANCHI.- Así es.

El señor WALKER (don Patricio).- Y, en esa perspectiva, señor Presidente, valoro su participación, que estimo significativa para este debate.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que esta iniciativa legal posee una orientación clara: tratar de recuperar el prestigio de los partidos políticos, que hoy día son una de las instituciones más desprestigiadas del país.

El señor NAVARRO.- ¡Y los empresarios!

El señor SABAG.- Así lo indican de manera permanente las encuestas.



¿Por qué? Porque en casi todos los actos electorales en que intervienen de forma interna dichas colectividades se generan verdaderos escándalos.



Sin embargo, el día domingo realizamos una elección en mi partido, y a las siete de la tarde todo el mundo ya sabía quién había sido elegido. El contrincante felicitó al ganador y se celebró.



¡Ojalá todos los procesos fueran así! A veces pasa una semana y todavía no se sabe quién gana, a pesar de haber votado 8 mil o 9 mil personas.



De ahí surge el desprestigio constante de la política: se formulan denuncias de que votan personas muertas, de que hay firmas vinculadas con esto o con lo otro. Y se genera todo un escándalo.



¿Y qué dice la ciudadanía? “¡Señores, ahí están los políticos, viendo cómo se hacen trampa entre ellos!”. Pues, cuando somos mal catalogados, nosotros, en las distintas instancias, observamos los hechos.



¡Y para qué hablar del nombramiento de candidatos a alcaldes, concejales o parlamentarios! Se producen luchas internas en las que se da por ganador a un postulante y después se designa a otro. Y, muchas veces, el que pierde renuncia y se va como independiente por fuera o ingresa a otro partido.



¡Pero qué está pasando ahí!



¡Esa es una chacota!



Por tal motivo, el 27 de mayo de 2008 el Gobierno de la Presidenta Bachelet presentó un proyecto para establecer una nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos, donde se regulaba toda esta materia.



En la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización celebramos muchas sesiones e invitamos a destacadas personas relacionadas con la política. Y avanzamos bastante. Pero llegó el cambio de Administración.



Por eso, en mi calidad de Presidente del referido órgano técnico, le extendí una invitación al Ministro Secretario General de la Presidencia para preguntarle qué vamos a hacer con esa iniciativa legal.



Creo que debemos sacarla adelante porque es conveniente prestigiar a las instituciones públicas. 



¡Los partidos políticos constituyen la base del sistema democrático! ¡Sin ellos no hay democracia! ¡De ellos surgen los concejales, los alcaldes, los Diputados, los Senadores y los Presidentes de la República!



Por lo tanto, tenemos que darles solidez, cierta claridad.



¿Cómo se financian los partidos políticos? Siendo estos la base del sistema democrático, debemos procurar que su financiamiento sea claro y público. No me cabe ninguna duda de que también debiéramos avanzar en ese aspecto.



Y frente a nuestra inquietud, el Ministro respondió: “¿Por qué no me dan un tiempo? Deseamos sacar adelante esa iniciativa de ley; aunque, naturalmente, queremos hacerle adecuaciones de acuerdo con nuestros puntos de vista.”.



Pero en muchas materias respecto a las cuales hemos conversado, él ha manifestado su absoluto acuerdo. Y espero que pueda remitir esa normativa porque luego habrá que discutir el sistema que regula la dirección de los partidos políticos en lo administrativo, la elección de sus autoridades, la presentación de candidatos en primarias abiertas. Y, por cierto, quien participe en estas y pierda, sencillamente tendrá que irse para la casa o esperar otra elección, ¡pero no seguir en la actual!



Por eso, señor Presidente, ese proyecto se orienta, en parte, a suplir aquel punto, que todavía no figura en la ley. Y tengo la esperanza -porque a eso se comprometió el Ministro señor Larroulet- de que será presentado lo antes posible y de que la Comisión de Gobierno liderará seminarios y muchos actos, con el fin de sacar una normativa que realmente les dé prestigio a la política y a los partidos y permita que las reglas del juego sean conocidas por todos. De esta forma, empezaremos a honrar la noble función del servicio público, partiendo por tales colectividades.



En tal virtud, valoro la iniciativa que nos ocupa, ya que por lo menos dispone que los candidatos deberán estar inscritos aproximadamente un año antes en los respectivos partidos. Y si alguien no desea ir por determinada tienda política, tendrá que renunciar con antelación. Pero nadie podrá postular a un cargo tres o cuatro meses antes de una elección si perdió en una primaria o si el partido al que pertenecía no lo eligió para ser candidato a cualquiera de las instituciones públicas que existen en nuestro país.



Algo ayuda.



Por eso, voy a votar a favor de la iniciativa, al igual que lo hice en la Comisión. Y ojalá, en el transcurso de su tramitación, el Ejecutivo envíe el proyecto sobre una nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos y se dé una estructura seria a las tiendas políticas, a fin de que tengan una adecuada conducción y sean el prestigio y la base del desarrollo democrático de Chile.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas:



La experiencia práctica que hemos vivido estos años apunta a que no suceda lo  siguiente: que muchos de quienes se inscribieron como candidatos independientes para las elecciones municipales -en ellas se vio con mayor frecuencia, tanto en las de alcaldes como de concejales- y, en menor medida, parlamentarias, iban en esa calidad o integrando la lista de partidos pero como independientes, teniendo otra militancia histórica. Y desarrollaron la práctica de cierto oportunismo electoral, sea por haber faltado cupo o por otro concepto. No quiero descalificar en exceso.



Lo cierto es que esa práctica -de la cual son responsables las personas, pero también los partidos, pues acogen en sus filas a los recién renunciados de otra colectividad política- ha debilitado, a mi juicio, las instituciones democráticas.



Yo suscribo la reflexión del Senador señor Ruiz-Esquide relativa a que, si uno postula por un partido, cuando renuncia a él también debe hacerlo al cargo para el cual fue elegido, pues a tal colectividad le pertenece parte del mismo.



Eso ocurre, yo diría, en la abrumadora mayoría de los países con democracias parlamentarias. Entiendo que nosotros carecemos de ese sistema. En todo caso, me declaro partidario de una norma semejante en nuestra legislación.



La moción del Honorable señor Zaldívar y de otros señores Senadores, a mi parecer, va en la dirección correcta. Favorecerá el desarrollo de las primarias, mecanismo que nuestro país necesita para la designación de candidatos -algo de esto mencionó el Presidente Piñera en su discurso del 21 de mayo-, y dice relación al perfeccionamiento de ciertas instituciones democráticas.



En tal sentido, valoro que esta iniciativa se tome como un avance.



Por momentos he escuchado las opiniones de ciertos Senadores que manifiestan su abstención. Mi duda es por qué lo hacen.



No entiendo por qué no aprueban una normativa que permita poner fin a una práctica tan nociva como la de quienes se dan vuelta la chaqueta en forma oportunista cuando su partido no los lleva como candidatos, por carecer de aceptación mayoritaria dentro de su colectividad, a la cual se afiliaron en forma voluntaria.



Considero que, en ese caso, a las personas que participan voluntariamente en una organización política y no aceptan las reglas del juego no hay que facilitarles, a través del ordenamiento jurídico nacional, que puedan trampear cuando son minoría en sus partidos y aprovecharse de los sistemas electorales -en particular, el parlamentario binominal- de la forma en que lo hacen.



Votaré a favor, señor Presidente, en el entendido de que esta iniciativa apunta en una dirección que hace bien a las instituciones más permanentes del Estado, una de las cuales son los partidos políticos, que constituyen un instrumento de canalización de los diferentes puntos de vista ideológicos, políticos, culturales y sociales de nuestra sociedad.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, cuando hablamos de cupos electorales, estamos pensando en una designación bastante privilegiada en el caso de una elección parlamentaria, ya que en ella cada partido o coalición puede llevar hasta dos candidatos. 



Naturalmente, a menudo sucede que en cada circunscripción hay más postulantes que cupos.



Y, en gran medida, la iniciativa del Senador señor Zaldívar y de otros autores, viene a resolver los conflictos suscitados con estos cupos en el sentido de ver cómo los llenan en armonía los partidos.



Comparto la idea de que el proyecto va a mejorar el procedimiento para sancionar o castigar a quienes de modo desleal renuncian a su partido, por no haber obtenido un cupo de candidato. 



Pero soy más partidario de que, en ese tipo de elecciones, se abra el número de postulantes y, si hay dos cargos por ocupar se puedan llevar 4, 5 ó 6 candidatos. No veo por qué eso no lo podemos implementar.



No obstante, me parece que la resolución de los problemas en elecciones de todo tipo tiene que ver con una legislación a la cual todos se han referido en sus intervenciones y que dice relación a primarias vinculantes y abiertas, donde la importancia de la participación ciudadana sea cada vez más alta en la elección de las candidaturas y de las autoridades. 



De modo que deberíamos avanzar cuanto antes en la aprobación de una ley sobre primarias para todo tipo de elección de cargos populares, que sean vinculantes respecto de todos los aspirantes a candidatos y que impida a quienes no salgan victoriosos en la primaria postular en la elección posterior.



Estimo que deberíamos incentivar al Presidente de la República para que, de acuerdo a su compromiso y lo antes posible, haga llegar un proyecto de ley relativo a primarias abiertas, vinculantes e informadas. Con eso resolveríamos de mejor manera la falta de representatividad que varias veces se produce cuando se presentan candidatos elegidos entre gallos y medianoche o que renuncian a sus partidos para presentarse a una elección por fuera.



Votaré a favor del proyecto en debate, porque entiendo que constituye un avance. Pero señalo también que quedamos a la espera de un perfeccionamiento integral del mecanismo de elección popular en el sistema electoral.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en realidad, no quiero repetir muchos de  los argumentos -que comparto- de los Senadores que han manifestado su voto a favor de la iniciativa en discusión.



Quiero agradecer la invitación del Honorable señor Zaldívar a suscribir un proyecto al que, aunque parece insignificante o menor, le asigno una relevancia enorme, pues creo que con esta pequeña enmienda modificaremos muchas prácticas que, a mi parecer, han desprestigiado la democracia y los partidos políticos. 



Aquellos que hemos destinado gran parte de nuestra vida a fortalecer las colectividades políticas, a crearlas, y que hemos tenido la responsabilidad de conducirlas, cada vez que hemos enfrentado elecciones  decimos: “Que no se me olvide presentar este proyecto para modificar tal fecha”. Porque, si hay algo de lo que se abusa es precisamente de que, cuando nos aproximamos a la inscripción de candidaturas, muchos empiezan a condicionar su respaldo o apoyo a la proclamación. Y si el resultado les es contrario, dejan la colectividad.



Ello muchas veces obliga a los conductores de los partidos o a las instancias que deciden, según lo acordado por cada colectividad, a ceder a presiones que en ocasiones no son legítimas. Porque una tienda política, frente a la decisión individual de dejar de pertenecer a ella, puede perder un puesto en una elección popular. Y, de acuerdo con el proyecto, esas prácticas se resuelven claramente. 



Me parece muy bien extender el plazo a un año, porque son normas que también se aplican a los miembros de una colectividad que ocupan cargos en el Estado y que desean asumir una candidatura, ya que deben hacerlo con un año de anticipación a la elección.



Creo que esa exigencia de militar o no con la misma voluntariedad con que una persona ingresó a un partido político tiene que efectuarse con el debido tiempo. Pero lo cierto es que el breve plazo existente estaba usándose mal y llevando a prácticas que han desprestigiado a las colectividades políticas y, por último, a la democracia.



No quiero minimizar el efecto que va a tener una moción de esta naturaleza. Pienso también que va a contribuir a que aquellas figuras o personas que han tenido una trayectoria política con independencia de los partidos puedan efectivamente hacerlo en ese carácter. 



Muchas veces algunas personas se han visto beneficiadas por el hecho de pertenecer a una colectividad política: se han hecho de un nombre, de una plataforma, de un prestigio. Por cierto, también ha ayudado su experiencia personal. Pero la institución que lo acogió le ha permitido el privilegio de servir en cualquiera de los cargos de elección popular. Y, finalmente, de la noche a la mañana, dejan de ser independientes -entre comillas-, porque su trayectoria ha sido mucho más partidista y de más larga data como militante que como una persona independiente que alcanzó un lugar ante la opinión pública o un liderazgo que se ganó en forma individual.



En mi concepto, la iniciativa en debate va a contribuir a sanear la conducta de los partidos políticos. Creo que esta es una modificación que efectivamente los fortalecerá y no los debilitará.



 Por lo tanto, quienes hemos dedicado parte de nuestras vidas a formar una colectividad política no podríamos estar en contra. Por esa razón, cuando se me invitó a suscribirla, lo hice con el mayor agrado, porque pienso, sinceramente, que con lo propuesto se va a terminar con prácticas que han dañado la convivencia de los partidos. 



Mucha gente se ha aprovechado de situaciones que obligan a las colectividades, frente a este “chantaje”, a volver a nominarlos. Son numerosos los que desean competir dentro de un partido, pero  algunas personas, cuando las nominaciones se harán en fechas próximas, al no ser ratificadas o confirmadas como lo esperaban, finalmente amenazan con retirarse de aquel.



Pienso que este es un proyecto importante. Debiéramos vencer el temor que muchas veces sentimos de legislar a favor de las colectividades políticas. Muy por el contrario, si hoy ellas no gozan de una buena evaluación ante la opinión pública, no podemos dejar de tener presente la importancia que tienen para la democracia, como lo he sostenido siempre. 



Todos los quiebres institucionales de los países son antecedidos por crisis de los partidos políticos. Por eso, cualquier moción o proyecto que contribuya a perfeccionar la vida partidista fortalecerá en forma directa nuestra democracia. 



Si bien el cambio para algunos puede ser menor, para quienes hemos tenido la responsabilidad de conducir una colectividad política, es una modificación importante, que evitará prácticas que han causado daño y que va a contribuir a fortalecer a los partidos y a la democracia.



Por esas razones, votaré a favor de la iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad la idea de fortalecer la representación ciudadana a través de las tiendas políticas, en mi opinión, no consiste sino en dar más poder a los ciudadanos y no potenciar a los partidos.



Por lo tanto, considero que el proyecto está bien inspirado. Porque, en definitiva, me parece justo que haya claridad y transparencia respecto de quienes desean ser candidatos y se declaran independientes.



Aun cuando pienso que la iniciativa es insuficiente, ella nos permite abrir cierto tipo de debate. Aquí no se trata de ampliar el plazo para afiliarse o desafiliarse entre los dos y los nueve meses. Porque, como le comentaba al Senador señor Andrés Zaldívar, los postulantes van a renunciar nueve meses antes. Y todo va a quedar absolutamente igual.



Creo que debemos realizar un debate sobre la situación de los independientes. Más allá de lo obrado por el Honorable señor Bianchi, este sistema político vigente está pensado en favor de los partidos políticos mayoritariamente dominantes y en contra de los independientes.



El artículo 18 de la Constitución señala claramente que la ley electoral debe garantizar la plena igualdad. ¿Alguien en esta Sala puede aseverar que la hay entre un candidato independiente y uno de partido? Creo que las interrogantes que se abren son muchas. 



A los candidatos independientes se les exige reunir miles de firmas: el 0,5 por ciento de los que hubieren sufragado en el distrito, circunscripción o territorio nacional, según sea el caso, las que deben ser autorizadas ante notario, con los gastos que ello implica. Se deben comprar las bases de datos en el SERVEL, que son carísimas, con el riesgo de que las firmas se repitan o sean falsas.



¿Existe igualdad de la ley cuando a las candidaturas independientes se les exige que los patrocinantes no puedan ser miembros de un partido político? También se coarta la libertad de los militantes. Y peor aún: si los patrocinantes afiliados a colectividades políticas superan el 5 por ciento, se cae la candidatura “independiente”.



En cuanto a la propaganda electoral, la verdad es que esto ya supera todo lo posible. La UDI -el partido más grande de Chile; aunque a algunos no les guste, así es- puede disponer de hasta 15 minutos en la franja electoral, pero el independiente solo tiene la suma de la franja electoral basada en la votación del partido que menos votos obtuvo en los últimos comicios. Todos recordarán lo que sucedió con una candidata a Diputada, que solo alcanzaba a decir: “Rosa, de Arica”.



La ley respectiva señala que en las elecciones parlamentarias el Tribunal Electoral proclamará electos a los candidatos a Senadores o Diputados de una misma lista cuando esta doble el número de votos de  la nómina que le siga en número de sufragios. Sin embargo, los independientes no pueden ir en listas. Deben ir solitos y competir contra dos poderosos candidatos que suman votos a la lista.



Por tanto, estimo que el hecho de que los postulantes independientes no puedan sumar por sí solos votos a la lista constituye un grave impedimento.



Quiero que los ciudadanos sean capaces de elegir a los líderes, a los Senadores, a los Diputados que deseen y que el mecanismo que se emplee no favorezca a algunos en perjuicio de otros y menos, por cierto, solo a los partidos políticos.



Yo defiendo la participación ciudadana. Me declaro político a mucha honra -como lo he defendido-, pero creo que un sistema que excluye a los independientes es perverso.



Otra clara diferencia entre candidatos independientes y los de partidos la constituyen también los pactos electorales. Aquellos no pueden integrar la lista con otros dos candidatos ni tampoco hacer pactos electorales. Por lo tanto, ello favorece legítimamente a estos últimos, lo cual es bueno porque permite aglutinar fuerzas, pero sin que los independientes puedan acordar pactos electorales.



En mi opinión, con lo propuesto se vuelve a favorecer a los partidos políticos, lo cual, pese a estar bien, va en desmedro de las candidaturas independientes.



Lo relativo al sistema binominal  también corresponde a un debate no realizado en el Parlamento. Los Gobiernos de la Concertación jamás presentaron un proyecto de ley tendiente a cambiar dicho sistema; lo hicieron los parlamentarios. Pero, durante los veinte años que duraron sus cuatro Gobiernos sucesivos, jamás presentaron una iniciativa con ese objetivo.



En mi concepto, eso está destruyendo la política, está haciendo competir a los partidos internamente y, en definitiva, está coartando la libertad para que la ciudadanía tenga mayores opciones.



Hago un llamado al Senado y conmino al Gobierno a revisar el sistema binominal, porque le está haciendo mal a la política. 



Decía al Honorable señor Andrés Zaldívar que el proyecto en debate busca fortalecer los partidos. El Senador señor Sabag señaló que se debe dar mayor dignidad a la política y recuperar el prestigio de ella. El sistema binominal es contrario a todo eso. Es perverso, pues 33 por ciento es igual a 66 por ciento. Y eso no es democrático ni justo. 



Por lo tanto, estimo que la iniciativa, no obstante estar bien inspirada, tiene profundas falencias.



Los Honorables señores Patricio Walker y Tuma hablaron de primarias vinculantes. ¿Qué esperamos, entonces? Presentemos un proyecto sobre primarias que tengan esa característica. El primero de los Senadores mencionados decía que este no es un mercado persa, refiriéndose a la posibilidad de que los candidatos puedan abandonar su colectividad. Pero este es un mercado monopolizado por los partidos. Por eso, comparto la realización de primarias vinculantes y que tal sistema sea consagrado por ley, incluso por la Constitución. Así se garantizaría la participación ciudadana en mejor forma.



Señor Presidente, los independientes deben reunir firmas; comprar las bases de datos del SERVEL -valen 11 millones de pesos-; pagar los gastos notariales que implica inscribir las firmas; en fin, legalizar sus candidaturas. Esto, al igual que crear un partido político en Chile, es extremadamente difícil. A pesar de ello, el MAS logró legalizarse en seis Regiones.



En mi opinión, es bueno que haya mayor diversidad, aunque no tanta, porque, efectivamente, la situación puede convertirse en un caos. Sin embargo, varios países cuentan con muchos partidos políticos y no son un caos. En Chile, esa posibilidad se encuentra absolutamente constreñida.



Por último, quiero que podamos debatir una nueva Constitución: una Constitución votada por todos los chilenos y no la Constitución de Pinochet. Quiero plebiscitos vinculantes a nivel comunal, regional y nacional; que se le consulte a la ciudadanía. Quiero un referéndum revocatorio para que, cuando sea necesario, la gente pueda votar y sacar de su cargo a un Presidente de la República, a un Senador o a un Diputado, aunque se halle a la mitad de su mandato. Quiero iniciativa popular de ley, ver a los ciudadanos presentando leyes. Quiero que los chilenos residentes en el extranjero también puedan votar. Quiero un servicio electoral poderoso que fiscalice cuánto se gasta en las campañas. Hoy la ley fija un monto, pero todos los parlamentarios nos excedemos de lo que exige la ley, y nadie controla. Y, por cierto, quiero un voto proporcional, un sistema donde todos los ciudadanos tengan un voto, entre el rico y el pobre, entre el empresario y el empleado, y no este sistema binominal, donde el 33 por ciento es igual al 66 por ciento.





Algunos critican otras democracias donde todas las alternativas enumeradas anteriormente existen. En Chile no es así.



En definitiva, estoy por hacer un debate en serio. 



Creo que el proyecto en votación está bien intencionado, pero no logra generar un avance sustantivo. Voy a rechazarlo, porque quiero cambios sistemáticos en la institucionalidad democrática electoral. Y esta iniciativa no los promueve, sino que, por el contrario, plantea más restricciones a los independientes y una -entre comillas- mayor fortaleza a los partidos políticos en desmedro de aquellos.



¡Patagonia sin represas! 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, después de oír atentamente el debate, es probable que mi voto sea bastante minoritario. 



Yo estoy en contra del proyecto. Para mí, este es un asunto absolutamente de principios. 



Me parece que el prestigio y la actividad de los partidos políticos no se arreglan ni se regulan mediante una normativa de esta naturaleza. Tales aspectos mejorarán solamente en la medida en que ellos se reinventen; realicen propuestas ciudadanas; conquisten a la gente; hagan que más jóvenes, mujeres, adultos, se sientan convocados por sus aspiraciones, por sus sueños.



Yo, sinceramente, reconociendo la buena intención de los autores de la iniciativa y habiendo sido elegida Secretaria General de mi Partido (Renovación Nacional) durante tres años, estoy convencidísima de que una ley de esta índole no es la que va a generar una mejor democracia ni la que va a hacer mejores a los partidos políticos. Esta tarde he oído que ella será como la panacea, lo cual, a mi juicio, es algo absolutamente irreal.



Creo que la democracia mejora en la medida en que se plantean iniciativas que representan el espíritu de lo que la gente quiere. Ahora tenemos un nuevo Gobierno que escucha a la ciudadanía, como lo ha demostrado en innumerables ocasiones durante estos cinco primeros meses de gestión.



Por eso, atribuirle al proyecto condiciones casi mágicas que no posee es una cuestión que realmente no comparto.



Es efectivo, como dijo recién el Senador Navarro, que a los independientes, en general -salvo casos muy notables, como el del Honorable señor Bianchi, quien posee una trayectoria como tal-, todo se les hace muy cuesta arriba.



Y hay muchas razones por las cuales alguien podría salir de un partido político; no solo, como se ha señalado, la búsqueda de fines tan maquiavélicos como el de usar a una colectividad con afanes electorales. Existen motivos de fondo. A veces una persona, por razones valóricas, puede no compartir una decisión de su partido y decida dejarlo por esa causa.



Además, el Gobierno está impulsando una serie de reformas políticas que fueron anunciadas el miércoles pasado en una ceremonia a la que yo concurrí en el Palacio de La Moneda. Y ellas van en la línea de la participación de la gente, de su libertad, incluso ejerciendo su derecho a voto, de poder elegir y ser elegido, no como una carga del Estado, sino como el uso de un derecho y una libertad.



La iniciativa popular de ley, el voto voluntario, la inscripción automática, el sufragio de los chilenos en el exterior, los plebiscitos comunales vinculantes, son algunas de las materias contenidas en la reforma política anunciada por el Presidente Sebastián Piñera, las cuales -reitero- van en la línea de la búsqueda y promoción de la libertad y la participación ciudadanas.



Si de verdad creemos en la competencia, no veo por qué hay que ponerles tantas cortapisas a los independientes para que puedan competir.



Desde ese punto de vista, señor Presidente, no comparto el contenido de la iniciativa y, por lo tanto, mi voto es negativo. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el problema que se produce en los partidos políticos cuando hay intención de formar coaliciones es que una cantidad importante de personas quiere participar en el proceso político y los cupos disponibles para candidatos son pocos. Ante ello, las colectividades, en general, intentan generar fórmulas de negociación que permitan fortalecer tales coaliciones.



Como en medio de ellas existe gente que ya ocupa un cargo y busca repostularse, se origina un momento de negociación y de discusión al interior de los partidos y con las demás coaliciones. Personas en tal condición -las que ejercen actualmente el puesto-, previo a la elección suelen decir: “Mire, yo voy a negociar personalmente”. Con ello lo que se logra, en definitiva, es evitar la posibilidad de diálogo y de acuerdo entre las distintas colectividades políticas. Porque quien posee el cargo, para obtener de nuevo el cupo, chantajea el resultado final.



El proyecto simplemente propone ampliar el plazo. ¿Para qué? Para que la persona que no desee pertenecer a un partido o a una coalición y quiera ser independiente se desafilie con anticipación y no dos meses antes de declararse candidato.



Al final eso, más que perjudicar al independiente, lo favorece. Porque, ¿qué pasa hoy cuando se aproxima el plazo para inscribir las candidaturas? Se tiene que retirar de su partido y le es mucho más difícil ser independiente y participar como tal. Y se genera la misma conflictividad en los partidos afectados. 



En consecuencia, respecto de la alternativa de salirse de una tienda política en un plazo mayor, opino exactamente al revés de los colegas que rechazan el proyecto. Pienso que ello permitirá que la persona que quiera ser independiente resuelva con anticipación si sigue formando parte de su partido o no. En las condiciones actuales, en cambio, se hace mucho más difícil trabajar políticamente, establecer criterios de coalición y resolver problemas en conjunto, pues, como dije anteriormente, los partidos y las coaliciones se ven chantajeados por el militante que les dice: “O me dan el cupo para tal cargo o me desafilio y postulo por fuera”, con lo cual se genera una conflictividad que no es lógica dentro del sistema político.



Por supuesto que resulta necesaria una modificación legal mucho mayor. En mi opinión, no hay mejor forma de resolver este asunto que la de realizar primarias al interior de las coaliciones, con resultados vinculantes que impidan a quienes participen en el proceso levantar después candidaturas por fuera. Eso permite que quienes intervienen en el sistema político tengan reglas claras.



En ese sentido, la iniciativa que nos ocupa establece un criterio preciso: el que no desee ser parte de un partido o de una coalición debe retirarse con anticipación, lo cual, sin ninguna duda, le permitirá participar más directa y rápidamente y con mayor preparación y tiempo como independiente.



Algunos consideran que ese camino afecta a quienes no pertenecen a un partido, pero yo creo que es exactamente al revés, señor Presidente, y por eso voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, creo que contamos con experiencia suficiente para considerar que no hay ninguna alternativa que sea perfecta o que resuelva todos los problemas que plantea el sistema político.



Hace pocos momentos la Senadora Lily Pérez hizo mención del paquete de reformas que se anunció en el Palacio de La Moneda -pero que todavía no conocemos- con motivo del reciente aniversario del Acuerdo Nacional suscrito hace 25 años con el propósito de crear condiciones para el retorno a la democracia.



Ese paquete, a mi juicio, adolece de un grave defecto, de una gran ausencia, que tiene que ver con un tema en el cual se registró acuerdo en el Congreso Nacional. Me refiero a la elección directa de los consejeros regionales, materia que incluso motivó una reforma constitucional orientada justamente a dicha finalidad, dados los numerosos vicios que había originado la vía indirecta, que consistía en una reunión de concejales de diferentes municipios para elegir a esos personeros. Ello había provocado prácticas negativas, espurias, de acuerdos que, por un mero interés local, traspasaban las barreras no solo de los partidos, sino también de las coaliciones políticas. En muchos casos una coalición con mayoría de concejales quedó con minoría de consejeros, y al revés. Esto ocurrió sin distingo de partido político o de coalición. En varias oportunidades se comentó incluso acerca de la compra de votos para la elección de consejeros, situación que se vio facilitada por el sistema de elección indirecta.



A mi juicio, el Presidente Piñera haría una buena contribución a la transparencia y al mejoramiento del sistema político del país si en el paquete de medidas anunciadas incluyera la elección directa de los consejeros regionales.



Sobre el particular, ayer me permití enviar una nota al Ministro Secretario General de la Presidencia, don Cristián Larroulet, solicitándole, en su condición de titular de la Cartera responsable de la vinculación con el Parlamento, que tal materia fuera tomada en cuenta. 



Y aludo a la ausencia de este tema en la proposición que se hizo la semana pasada a fin de manifestar que si uno mira una propuesta u otra siempre va a encontrar un defecto, porque en la sociedad moderna no hay solución para los enormes problemas que enfrenta el sistema político. La democracia actual tiene desafíos sin precedentes, en particular aquellos que arrancan del vertiginoso desarrollo de la sociedad de la información. Por ejemplo, en este momento en nuestros escritorios tenemos acceso a Internet, que nos permite informarnos de manera automática acerca de lo que está ocurriendo en todo el mundo, cuestión que era completamente inimaginable hace seis o siete años. ¡Para qué decir de cuando se reinstaló el Congreso en 1990, de vuelta del largo período autoritario! 



También tenemos el impacto de la televisión en los hábitos, en las costumbres. 



Sin duda, el proceso de construcción democrática es una tarea permanente. La renovación del sistema político es una labor de todos y cada uno de los días. Por eso parece más bien propagandístico que real que alguien de repente anuncie: “¡Ahora sí que va a haber renovación!”. Porque, como digo, el proceso de renovación es una cosa de todos los días. 



Un sistema político, para poder dar gobierno y estabilidad a la sociedad, para poder garantizar la participación de las personas, tiene que ser capaz de responder todos y cada uno de los días a los problemas que está enfrentando.



Y, a mi juicio, uno de los problemas que tiene el sistema político chileno es la constante desautorización de los partidos a raíz de, entre otros motivos, la facilidad con que una persona puede desafiliarse de una colectividad para presentarse como candidato independiente. 



Naturalmente, eso genera una desautorización del sistema político en su conjunto: aumenta la desconfianza de los ciudadanos; separa a las personas de la política, porque es la comprobación de que un día alguien puede ser de un partido político equis, mañana no pertenecer a él y, con fines de figuración mediática y de competencia electoral, proferir unas descalificaciones tremendas y terribles en contra de la tienda en la que participaba pocas horas antes.



En consecuencia, resulta razonable solicitar que para la designación de nada más ni nada menos que las autoridades del Estado -sean estas municipales, regionales, parlamentarias, etcétera- el período para que una persona pueda ser considerada independiente deba ser mayor, con el objeto de que cuando los partidos políticos enfrenten ese proceso designen a las personas que los van a representar de entre aquellas figuras o personalidades que efectivamente pertenecen a sus filas, independiente de si después son elegidos o no como candidatos. De lo contrario, la participación en un partido político comenzará a asemejarse a la que se da en cualquier otro organismo de la sociedad, los cuales pueden ser muy legítimos, pero cumplen funciones diferentes. Por ejemplo, los clubes deportivos. Y una persona no puede pensar que la actividad deportiva es igual que la actividad política. Son, por naturaleza, distintas. 



Por lo tanto, la práctica -que se ha venido haciendo recurrente y habitual- del cambio de camiseta política simplemente con el fin de responder a la aspiración personal de ser candidato a algún puesto de figuración, no corresponde. Ello debilita el sistema político y también la democracia. 



En el fondo, señor Presidente, lo que pretende la iniciativa en votación es generar reglas del juego más claras, más exigentes, más precisas, más definidas y que, en consecuencia, permitan mejorar, robustecer, renovar y enriquecer la actividad política con el propósito de dar mayor garantía y confianza a los ciudadanos, pues, en definitiva, de ella depende ni más ni menos que la conducción del Estado. Y un Estado en manos poco confiables es, por cierto, un Estado más débil.



Por consiguiente, lo que hagamos para darle más autoridad, más confianza y más transparencia va a fortalecer al sistema político, a la democracia y al mismo Estado.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor, 6 en contra y 5 abstenciones) y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite, dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional exigido. 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Rincón y los señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa las señoras Matthei y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Cantero, Kuschel y Navarro.



Se abstuvieron los señores García, Girardi, Horvath, Rossi y Ruiz-Esquide.  

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminado el Orden del Día. 
)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, la Comisión de Salud solicita un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que regula los derechos y deberes de las personas respecto de sus atenciones de salud, hasta el mediodía del lunes 6 de septiembre.



--Se acoge la solicitud.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Asimismo, han llegado a la Mesa dos oficios de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que declara feriado obligatorio e irrenunciable el 19 de septiembre de 2010, para los trabajadores dependientes del comercio (boletín N° 7.066-13) (Véase en los Anexos, documento 7).


2.- Proyecto de ley que establece, por una sola vez, como feriados obligatorios e irrenunciables, los días 19 y 20 de septiembre de 2010, para todos los trabajadores dependientes del comercio (boletín N° 7.082-13) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SUSPENSIÓN DE IMPUESTO ESPECÍFICO A COMBUSTIBLES EN REGIONES SEXTA, SÉPTIMA Y OCTAVA. PROYECTO DE ACUERDO 

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por la Senadora señora Allende.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1226-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 6ª, en 6 de abril de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se suspenda la aplicación del impuesto específico a los combustibles, por el período de un año, en las Regiones del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Maule y del Biobío, medida que beneficiaría a una población que se encuentra en situación de gran menoscabo económico.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



Les solicito a los Senadores presentes en la Sala que emitan su voto.



Senadora Lily Pérez.



Senador Chadwick.



Senadora Matthei.



¡O’Higginianos, Carreristas, Rodriguistas...!



Senador Prokurica, la Tercera Región también participó en la libertad del país.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Varios no lo han hecho. Al parecer no quieren votar.



Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: por aprobar el proyecto de acuerdo, 10 votos y una abstención.



Votaron por la afirmativa los señores Chahuán, Escalona, Gómez, Lagos, Letelier, Pizarro, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Se abstuvo el señor Cantero.

El señor PIZARRO (Presidente).- Queda rechazado el proyecto, por no existir quórum para adoptar acuerdos.





No habiendo quórum para adoptar acuerdos, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío anunció el señor Presidente son los siguientes:



Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro de Economía, Fomento y  Turismo, solicitándole CONFIRMACIÓN DE PROGRAMAS CHILE EMPRENDE Y COSTA VALDIVIANA EMPRENDE EN LEY DE PRESUPUESTOS PARA 2011. Al señor Ministro de Educación, pidiéndole asegurar REMUNERACIONES A TRABAJADORAS DE SINDICATO NACIONAL INTEREMPRESA DE MANIPULADORAS DE ALIMENTOS DE VALDIVIA. Y al señor Ministro de Salud, requiriéndole SOLUCIÓN A SITUACIÓN QUE AFECTA A FAMILIA DE SORAYA SÁEZ CORREA, y dándole a conocer PETICIONES DE AGRUPACIÓN DE VÍCTIMAS DE TALIDOMIDA EN CHILE.


Del señor HORVATH:



A los señores Ministro de Hacienda y Presidente del BancoEstado, pidiéndoles INSTALACIÓN DE SUCURSAL DE BANCOESTADO EN COMUNA DE CISNES, y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole ELIMINACIÓN DE BARRERA DE VAPOR EN REVESTIMIENTO INTERIOR DE VIVIENDAS SOCIALES EN REGIÓN DE AYSÉN.


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Educación,  en cuanto a adopción de medidas para REALIZACIÓN DE TRÁMITES EN SITIO WEB DEMRE.CL MEDIANTE DISTINTOS NAVEGADORES. Al señor Ministro de Justicia, para que informe sobre ESTADÍSTICAS DE ATENCIÓN DE OFICINA DE DEFENSA LABORAL DE REGIÓN DEL BIOBÍO. Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole información respecto a REPOSICIÓN DE PASARELAS EN ZONAS CONCESIONADAS DE RUTA 5 SUR. A los señores Ministro de Salud, Alcalde de Coronel y Director Ejecutivo (S) de CONAMA, requiriéndoles antecedentes acerca de SITUACIÓN DE VERTEDERO PROVISORIO EN COMUNA DE CORONEL. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo,  pidiéndole información sobre ESTADO DE AVANCE DE ACUERDO ENTRE MINVU Y COMITÉ DE DAMNIFICADOS VILLA LA PAZ, COMUNA DE PENCO. A la señora Ministra de Bienes Nacionales, consultándole respecto a GRADO DE APLICACIÓN E IMPLEMENTACIÓN DE LEY N° 20.062 ANTES Y DESPUÉS DE TERREMOTO.  A los señores General Director de Carabineros, Director General de la PDI, Director Nacional del SAG y Director Nacional de Aduanas, solicitándoles información en cuanto a PERROS INSTITUCIONALES ENTRENADOS PARA DETECCIÓN DE DROGAS U OTRAS SUSTANCIAS EN ZONAS FRONTERIZAS. Al señor Director Nacional de SERNAPESCA, demandándole antecedentes referente a CONTAMINACIÓN DE LAGOS Y RÍOS DE SUR DE CHILE CON ALGA DIDYMO. Al señor Director Ejecutivo de CONAF, para que informe sobre RECLAMACIONES DE CONAF ANTE CORTE DE APELACIONES DE PUERTO MONTT POR CESIÓN DE DERECHOS DE AGUAS PARA CONSTRUCCIÓN DE CENTRALES HIDROELÉCTRICAS (Región de Los Lagos).



De la señora RINCÓN:



Al señor Contralor General de la República, remitiéndole RESPUESTA DE MINISTRO DE HACIENDA SOBRE GASTOS EN PROVINCIAS DE LINARES Y CAUQUENES A RAÍZ DE TERREMOTO (Séptima Región).
)----------------(



--Se levantó la sesión a las 17:56.









 Manuel Ocaña Vergara,







   

    Jefe de la Redacción 
A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL ACUERDO SOBRE MEDIDAS DEL ESTADO RECTOR DEL PUERTO DESTINADAS A PREVENIR, DESALENTAR Y ELIMINAR LA PESCA ILEGAL, NO DECLARADA Y NO REGLAMENTADA

(7160-10)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo sobre Medidas del Estado Rector del Puerto Destinadas a Prevenir, Desalentar y Eliminar la Pesca Ilegal, no Declarada y no Reglamentada, aprobado el 22 de noviembre de 2009, por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) en su 36º período de sesiones.

I.
ANTECEDENTES
El sistema de Naciones Unidas, incluyendo la Asamblea General de las Naciones Unidas y el Comité de Pesca de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación “FAO”, solicitó en el año 2007 que se elaborara un instrumento jurídicamente vinculante sobre normas mínimas para ser aplicadas en los puertos, destinadas a combatir la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada (INDNR).
Este Acuerdo fue el resultado de ese proceso, que se realizó sobre la base del plan de acción internacional para prevenir la pesca INDNR (2001), así como en el Modelo de sistema diseñado por la FAO para este mismo fin.

Además, el referido instrumento genera los incentivos necesarios para que los Estados compartan un estándar internacional con medidas mínimas en pos de asegurar que las actividades que se desarrollan en sus puertos por parte de naves extranjeras no socaven las medidas de conservación y ordenamiento que se hayan adoptado conforme con las prácticas recomendadas por la Comunidad Internacional, y, en particular, con las disposiciones de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, del Acuerdo de las Naciones Unidas relativo a la Conservación y Ordenación de las Poblaciones de Peces Transzonales y las Poblaciones de Peces Altamente Migratorios y del Acuerdo para Promover el Cumplimiento de las Medidas Internacionales de Conservación y Ordenación.

Contribuirá, asimismo este instrumento, a una adecuada gestión pesquera en alta mar, de especial importancia para Chile, con miras a la celebración de acuerdos regionales de regulación pesquera para la adopción de medidas de ordenación y conservación de las pesquerías en el Pacífico Sur y frente a las pretensiones de Estados de aguas distantes, en la medida en que permite condicionar la entrada y uso de nuestros puertos al cumplimiento de un conjunto de  normas cuya fiscalización será fundamental para Chile.

La adopción de este Acuerdo representa, igualmente, una importante ventaja para nuestro país: la de reforzar las potestades de los Estados para combatir la pesca INDNR, lo que refleja una clara voluntad de la FAO y de la Comunidad Internacional por terminar con prácticas pesqueras que sólo contribuyen a elevar a niveles inaceptables el riesgo de conservación de los recursos pesqueros y sus ecosistemas marinos.

Este Acuerdo debe convertirse en una forma esencial de cooperación, buscando con ello asegurar que los puertos se transformen en instancias de control efectivas para garantizar que la obtención de las capturas a bordo de las naves que desean utilizar sus instalaciones portuarias  para fines de desembarque, transbordo o apoyo logístico, se lleve a cabo de manera compatible con la conservación. 

A este fin contribuye en particular el hecho que los Estados rectores de los Puertos, además son Estados Ribereños, y, por lo tanto, tienen un doble compromiso con la conservación, en especial respecto de los recursos que califican como transzonales o altamente migratorios.
Finalmente, es importante destacar que para Chile las normas que contendrá este nuevo Acuerdo deben ser siempre entendidas como un conjunto mínimo de acciones, y, por lo mismo, no serán un impedimento para que sean complementadas por otras medidas más estrictas.
II.
PROPÓSITO DEL ACUERDO
Este instrumento internacional tiene por objeto establecer un conjunto mínimo de medidas que deben aplicar los Estados en sus puertos (de ahí la categoría “Estado rector del puerto”) para combatir la INDNR, reconociendo que tales medidas ofrecen medios eficaces y rentables para contribuir a ese fin.
El Estado rector del puerto queda obligado a adoptar una serie de medidas de control para velar que en sus puertos sólo puedan entrar y utilizar sus instalaciones y servicios portuarios aquellas naves que no siendo de su pabellón, cumplan con las medidas de conservación y ordenamiento pesquero que le son aplicables.

El Acuerdo establece en sus disposiciones que estas medidas deben ser consideradas como “medidas mínimas”, entendiendo que en el ejercicio de su soberanía sobre los puertos situados en su territorio los Estados pueden adoptar medidas más estrictas, de conformidad al Derecho Internacional.

Se trata, en consecuencia, de que estas medidas ofrezcan una base de regulación que constituya un estándar internacional aplicable por los denominados “Estados rectores del puerto”.

III.
CONTENIDO
El Acuerdo consta de un Preámbulo, en el cual las Partes consignan los motivos que los determinaron a adoptarlo, 37 Artículos, distribuidos en 10 Partes, y 5 Anexos (A, B, C, D y E). Su contenido esencial en el ámbito técnico es el siguiente:

1. Términos Empleados
El Acuerdo en su Artículo 1º, establece ciertas definiciones relativas a los términos empleados en él para la aplicación del mismo, entre ello lo que ha de entenderse por: “medidas de conservación y ordenación”, “peces” o “pescado”, “pesca”, “actividades relacionadas con la pesca”, “pesca ilegal, no declarada y no reglamentada”, “Parte”, “puerto”, “organización regional de integración económica”, “organización regional de ordenación pesquera”, y “buque”.

2.
Aplicación del Acuerdo

a. El Acuerdo, como ya se ha señalado, tiene como objetivo combatir la pesca INDNR, concepto cuyo alcance se consigna en el Artículo 1 letra e) del mismo Acuerdo, haciéndose referencia a las actividades mencionadas en el párrafo 3 del Plan de acción internacional (PAI) de la FAO del año 2001, para prevenir, desalentar y eliminar la pesca INDNR. Por lo tanto, la definición precisa del concepto de pesca INDNR que está contenida en el PAI de la FAO es la siguiente:
“3.1 Por pesca ilegal se entiende las actividades pesqueras:

3.1.1 realizadas por embarcaciones nacionales o extranjeras en aguas bajo la jurisdicción de un Estado, sin el permiso de éste, o contraviniendo sus leyes y reglamentos;
3.1.2 realizadas por embarcaciones que enarbolan el pabellón de Estados que son partes de una organización regional de ordenación pesquera competente, pero faenan contraviniendo las medidas de conservación y ordenación adoptadas por dicha organización y en virtud de las cuales están obligados los Estados, o las disposiciones pertinentes del derecho internacional aplicable; o

3.1.3 en violación de leyes nacionales u obligaciones internacionales, inclusive las contraídas por los Estados cooperantes con respecto a una organización regional de ordenación pesquera competente.

3.2 Por pesca no declarada se entiende las actividades pesqueras:

3.2.1 que no han sido declaradas, o han sido declaradas de modo inexacto, a la autoridad nacional competente, en contravención de leyes y reglamentos nacionales; o

3.2.2 llevadas a cabo en la zona de competencia de una organización regional de ordenación pesquera competente, que no han sido declaradas o han sido declaradas de modo inexacto, en contravención de los procedimientos de declaración de dicha organización.

3.3 Por pesca no reglamentada se entiende las actividades pesqueras:

3.3.1 en la zona de aplicación de una organización regional de ordenación pesquera competente que son realizadas por embarcaciones sin nacionalidad, o por embarcaciones que enarbolan el pabellón de un Estado que no es parte de esa organización, o por una entidad pesquera, de una manera que no está en consonancia con las medidas de conservación y ordenación de dicha organización, o que las contraviene; o
3.3.2 en zonas o en relación con poblaciones de peces respecto de las cuales no existen medidas aplicables de conservación u ordenación y en las que dichas actividades pesqueras se llevan a cabo de una manera que no está en consonancia con las responsabilidades relativas a la conservación de los recursos marinos vivos que incumben al Estado en virtud del derecho internacional.”

Al considerar esta definición, en la que se hace referencia explícita a los 3 tipos de actividades que deben ser combatidas como son la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada,  el Acuerdo está contribuyendo a reforzar un concepto que ha recibido amplio respaldo de la comunidad internacional pero que igualmente necesita seguir reafirmándose. Cabe hacer presente que este es un tema altamente complejo y llegar a un consenso sobre su definición demandó años de negociaciones que culminaron con la adopción del PAI-INDNR el año 2001.

b. Por otra parte, en cuanto al ámbito de aplicación, este Acuerdo regula a buques pesqueros y a aquellas embarcaciones que prestan apoyo a tales actividades para lo cual se ha definido el concepto de “actividades relacionadas con la pesca” las cuáles quedan incluidas en la definición de “buque” . Esta definición se alinea con la tendencia observada en las organizaciones regionales de ordenamiento pesquero en las cuáles se han estado adoptando regulaciones que también consideran a embarcaciones que prestan servicios a las naves pesqueras, todo esto con la finalidad de dar mayor eficacia a las medidas de conservación y ordenamiento pesquero. En ese sentido el Acuerdo recoge y refuerza esta tendencia lo que constituye un aporte del mismo.

c. Un tercer elemento relevante es que el Acuerdo debe ser aplicado por los Estados Puerto a TODO barco que entre a sus puertos que NO SEAN de su pabellón, estableciéndose 2 excepciones: a) buques de países limítrofes que realicen pesca artesanal de subsistencia, siempre que haya cooperación entre ambos Estados para que dichos buques no incurran en pesca INDNR ni con actividades que la apoyen, y b) buques porta contenedores que no transporten pescado o que aún cuando lo lleven éste se haya desembarcado en forma previa, siempre que no existan motivos fundados para sospechar que dichas naves han apoyado actividades de pesca INDNR.

Al respecto el Acuerdo al dejar expresamente señaladas las excepciones respecto a su aplicación, despeja las dudas que podrían debilitar su eficacia.
Finalmente, en este punto debe destacarse que por ser este Acuerdo uno de carácter mundial aplicable a todos los puertos, se llama a otras entidades a manifestar su compromiso de actuar de manera consistente con sus disposiciones.

3.
Atribuciones de los Estados Rectores del Puerto
a. En su Artículo 4 se establece que este Acuerdo no afecta la soberanía de las Partes sobre sus aguas jurisdiccionales ni el ejercicio de soberanía sobre sus puertos, incluida la denegatoria de entrada o el adoptar medidas más estrictas que las del Acuerdo.

b. Además, en el Artículo 5 se hace mención a que las medidas del Acuerdo deben ser coordinadas con un sistema más amplio de controles y con otras medidas destinadas a combatir la pesca INDNR teniendo en cuenta el PAI 2001.

c. Se dispone, además, que se deben adoptar medidas para el intercambio de información entre organismos nacionales competentes y para la coordinación de actividades, al ejecutar el Acuerdo. En el mismo sentido, el Artículo 6 señala la obligación de intercambiar información entre los Estados, con FAO y con otras organizaciones internacionales y organizaciones regionales de ordenación pesquera en relación con el objetivo del Acuerdo.
Estas normas, están encaminadas a darle sustentabilidad al Acuerdo mediante su inserción en un sistema que garantice eficacia y transparencia en su aplicación.
4.
Sistema de acceso y uso de puerto
Los Artículos 8, 9, 10 y 11 contienen las disposiciones específicas asociadas a la entrada y al uso de los puertos. En ellos se establece un conjunto de obligaciones de los Estados para que éstos ejerzan su rol fiscalizador del cumplimiento de las medidas de conservación y ordenamiento que les son aplicables a las naves de pabellón extranjero que desean recalar a sus puertos para utilizar sus servicios e instalaciones portuarias.
Para cumplir con tal propósito, los Estados deben designar y dar publicidad a los puertos que quedarán habilitados para la entrada de buques, los que en la mayor medida posible, deberán contar con capacidad suficiente para realizar las inspecciones, en virtud del presente Acuerdo.

Las obligaciones para los Estados del puerto se dan en dos etapas, antes de que la nave recale a sus puertos y luego cuando ya se encuentra en sus puertos. En ambas etapas el Estado Rector del puerto debe cumplir las disposiciones contenidas en el Acuerdo, siendo las principales de ellas las siguientes:
a. Antes de la recalada debe existir una solicitud de entrada a puerto. Para estos efectos, cada buque debe solicitar autorización previa para entrar a los puertos habilitados entregando con antelación, al menos, la  información consignada en el anexo A del acuerdo, el cual contiene un listado de información relativa a:

- Identificación de la nave, fechas previstas de entrada y lugar (puerto);
- Identificación de armador y capitán o patrón del buque;
- Detalles de las autorizaciones de pesca pertinentes;
- Detalles de las autorizaciones pertinentes de transbordo y de operaciones; y
- Capturas a bordo y a desembarcar.
Cada Parte, una vez recibida la información pertinente decidirá si autoriza o deniega la entrada a puerto en función de si el buque que solicita la entrada ha incurrido o no en actividades de pesca INDNR.
En caso de denegarse el acceso, debe ser comunicado al Estado del Pabellón y en la medida de lo posible a Estados Ribereños interesados, organizaciones regionales de ordenación pesquera y otras organizaciones internacionales. No se autorizará la entrada a puerto a buques cuando su nombre figure en las listas de aquellos que han incurrido en actividades INDNR elaboradas por una organización regional de ordenamiento pesquero de conformidad al Derecho Internacional.
Con todo, las naves pueden ser autorizadas a ingresar a puertos sólo para efectos de inspeccionarlas y para adoptar medidas apropiadas de conformidad al Derecho Internacional, tan eficaces como la denegación de entrada a puerto.

Si uno de esos buques entra a puerto, se debe denegar el uso de instalaciones portuarias a efecto de desembarque, transbordo, empaquetado y procesamiento de pescado, así como otros servicios incluidos, el repostaje, reabastecimiento, mantenimiento y entrada a dique seco.

En el Artículo 8 se salvaguarda la entrada a puerto en caso de fuerza mayor o dificultad grave y se deja constancia que no se podrá impedir la entrada a puerto a un buque exclusivamente con la finalidad de prestar auxilio a personas, embarcaciones o aeronaves en situación de peligro o dificultad grave.
Estas disposiciones son compatibles con los procedimientos actualmente utilizados en nuestro país respecto a la pesca no regulada que se desarrolla en alta mar sobre especies transzonales y altamente migratorias, y que se derivan de la aplicación de la política de uso de puertos por naves pesqueras extranjeras que pescan en el alta mar adyacente a nuestro país (DS. Nº 123, del año 2004).
b. Una vez en puerto. El Acuerdo establece en su Artículo 11 que cuando un buque haya entrado en uno de sus puertos, la Parte denegará a dicho buque, el uso del puerto para el desembarque, transbordo, empaquetado o procesamiento de pescado que no haya sido desembarcado previamente así como otros servicios portuarios, incluidos, entre otros,  el repostaje, el reabastecimiento, el mantenimiento y la entrada en dique seco, cuando se dan algunas de las condiciones señaladas en el artículo 9, entre las que destacan las siguientes:
- el buque no cuenta con la autorización válida y pertinente;

- se reciban evidencias fundadas que el pescado que se encuentra a bordo ha sido  capturado contraviniendo los requisitos que le son aplicables;
- el Estado del pabellón no confirme dentro de un plazo razonable, a petición del Estado rector del puerto, que el pescado que se encuentra a bordo se ha capturado de conformidad con los requisitos aplicables;
- existan motivos razonables para considerar que el buque ha incurrido de algún modo actividades de pesca INDNR o actividades relacionadas con la pesca en apoyo de la pesca INDNR.
Las denegatorias deberán informarse y también pueden revocarse cuando haya evidencia que los motivos que la fundaron fueron erróneos, inadecuados o ya no existen.
Queda salvaguardado el caso de fuerza mayor, pues no se denegará el uso de los servicios portuarios esenciales para la seguridad o la salud de la tripulación o para la seguridad del buque, siempre que dichas necesidades estén debidamente probadas o, para el desguace del buque.
5.
Deberes del Estado con relación a las inspecciones en puerto
Los Artículos 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 19 conforman la Parte 4 del Acuerdo, la cual se denomina “Inspecciones y Acciones de Seguimiento”.

a. Las inspecciones. El Artículo 12 establece el compromiso de los Estados a ejecutar un número de inspecciones en puerto que permitan alcanzar el objetivo del Acuerdo y fija criterios para priorizar naves que deberán inspeccionarse. Por su parte, el Artículo 13 prevé un conjunto de normas a las que deben atenerse las inspecciones con el objetivo de garantizar que éstas se desarrollen de manera que no constituyan un obstáculo arbitrario.  Al respecto el Anexo B contiene los elementos esenciales del procedimiento de inspección del Estado Rector del Puerto. Finalmente, los Artículos 14 y 15 señalan la obligación de generar un informe de las inspecciones y de difundirlo entre un conjunto de interesados, destacando siempre el Estado del Pabellón de la nave inspeccionada. Para estos efectos, el Anexo C contiene un formato del informe de inspección que deberá elaborarse.
b. Los inspectores. El Artículo 17 precisa que los Estados deben velar por que sus inspectores estén debidamente capacitados, para lo cual el Anexo E contiene las directrices a considerar en los programas de capacitación, entre los que se incluyen materias como ética; aspectos de salud, protección y seguridad; normativa nacional aplicable, ámbitos de competencia y medidas de conservación y gestión de las OROP pertinentes, así como el Derecho Internacional aplicable; recopilación, evaluación y conservación de pruebas; procedimientos generales de inspección, como la redacción de informes y las técnicas de entrevista; embarque e inspección de buques, en particular las inspecciones de carga y el cálculo de los volúmenes de carga del buque; y medidas que deben tomarse después de una inspección, entre otras.
c. Intercambio de información. El Artículo 16 establece la obligación de las Partes de contar con un mecanismo de comunicaciones, para el intercambio electrónico directo de información relativa a la aplicación de este Acuerdo. Esta disposición es fundamental pues la eficacia de muchas inspecciones en puerto depende de contar oportunamente con información. Para estos efectos, cada Parte debe designar un “punto de contacto” que debe ser notificado a FAO, y se obliga a los Estados a que sus “sistemas de información sobre medidas del Estado rector del puerto” consideren los criterios contenidos en el Anexo D, relativos principalmente al uso del sistema internacional de codificación.

d. Medidas tras la inspección. El Artículo 18 dispone que en aquellos casos en que, tras realizar una inspección, existan motivos fundados para considerar que un buque ha incurrido en actividades de pesca INDNR o actividades relacionadas con la pesca en apoyo de la pesca INDNR, la Parte que realiza la inspección denegará el uso de su puerto al buque con fines de desembarque, transbordo, empaquetado y procesamiento de pescado que no haya sido desembarcado previamente, así como para los otros servicios portuarios, incluidos, entre otros, el repostaje, el reabastecimiento, el mantenimiento y la entrada en dique seco. Esta medida deberá informarla a distintos interesados destacando el Estado del Pabellón del buque al que se le ha denegado uso de puertos.

Se salvaguarda el uso de los servicios portuarios esenciales para la seguridad o la salud de la tripulación o para la seguridad del buque y además se señala que ninguna disposición del presente Acuerdo impedirá a una Parte que adopte medidas que sean conformes con el Derecho internacional, además de las referidas en el Artículo 18.

En general las disposiciones de esta Parte 4 del Acuerdo, dejan claramente establecido que la sanción que deben aplicar los Estados Rectores del Puerto se relaciona con la denegatoria ya sea de entrada a su puerto o de uso de sus puertos cuando existan motivos fundados para considerar que un buque ha incurrido en actividades de pesca INDNR o actividades relacionadas con la pesca en apoyo de la pesca INDNR.
e. Recursos en contra de los Estados Rectores del Puerto. Se establece la obligación de que cada Parte mantenga a disposición del público y proporcione al propietario, operador, capitán, patrón o representante de un buque, que lo soliciten por escrito, la información pertinente sobre los distintos recursos a los que ellos pueden recurrir cuando se adopten decisiones que ellos consideren que les ha causado daños y perjuicios con relación a la aplicación de los Artículos 9, 11, 13 y 18 del Acuerdo, incluyendo la información sobre los servicios públicos o instituciones judiciales disponibles para ese fin, así como sobre si existe derecho a solicitar indemnización, de conformidad con su leyes y reglamentos nacionales.

En relación a esta disposición se entiende que el mismo principio jurídico rige en Chile, según lo establecido en la Ley de Bases de Procedimiento Administrativo (inciso 4 Artículo 41).

6.
Obligaciones de los Estados del Pabellón
El Artículo 20 dispone que los Estados del Pabellón deben exigir a los buques que enarbolen su pabellón a que cooperen con el Estado Rector del Puerto en las inspecciones que se llevan a cargo según este Acuerdo y los alentará a que desembarquen, transborden, empaqueten y procesen pescado y utilicen otros servicios portuarios, en los puertos de Estados que actúen de manera conforme a este Acuerdo o compatible con él.
Complementariamente, los Estados del Pabellón cuando tengan motivos para suponer que uno de sus buques ha incurrido en pesca INDNR o en actividades de apoyo a pesca INDNR, debe solicitar al Estado Rector del Puerto que lo inspeccione. Asimismo, si el Estado del Pabellón recibe un informe tras una inspección, en el que se indique la existencia de motivos para considerar que un buque de su pabellón ha incurrido en actividades de pesca INDNR o en actividades de apoyo a pesca INDNR, debe iniciar una investigación completa sin demora y cuando tenga evidencias suficiente, debe aplicar medidas coercitivas según su legislación interna. Las acciones adoptadas, que debieran ser efectivas, serán informadas a  los Estados rectores del puerto que corresponda y, según proceda, a otros Estados y organizaciones regionales de ordenación pesquera que corresponda, así como a la FAO.

Estas disposiciones son necesarias toda vez que la efectividad de las medidas del presente Acuerdo no sólo se relacionan con no dar acceso o uso de puertos sino también con la aplicación de sanciones cuando se han detectado incumplimientos, las que de acuerdo al Derecho Internacional, deben ser aplicadas por los Estados del Pabellón.

7.
Deber de cooperación con países en desarrollo
El Artículo 20 contiene disposiciones orientadas a incrementar las capacidades de los países en desarrollo para que puedan aplicar las medidas que les corresponda como Estado Rector del Puerto. Este artículo tiene un completo desarrollo para darle la eficacia que requiere.
Estas disposiciones  del Acuerdo son necesarias toda vez que la pesca INDNR utiliza frecuentemente áreas geográficas en las que las probabilidades de detectarlos son escasas y esas condiciones suelen darse en Estados con bajas capacidades para aplicar las medidas que propone este Acuerdo.

8.
Solución de controversias
El Acuerdo contempla en el Artículo 22, las instancias y normas a las que deben someterse las Partes en caso de controversias acerca de su interpretación o aplicación.

Las reglas que se contemplan tienden a impedir, una vez que se hayan agotado las consultas previas entre las Partes en conflicto y las instancias judiciales de la Corte Internacional de Justicia, el Tribunal Internacional del Derecho del Mar y el arbitraje, que una controversia quede sin solución, porque en el supuesto indicado, las Partes deberán siempre continuar sus consultas y cooperar a fin de llegar a solucionar la controversia de conformidad con los principios que informan el Derecho Internacional, relativo a la conservación de los recursos marinos vivos.

9. Otras Disposiciones
El Artículo 24 establece que debe haber una evaluación regular y sistemática de la aplicación del Acuerdo y se fija una reunión con este propósito luego de transcurridos cuatro años de su entrada en vigor.

Finalmente, los últimos artículos del Acuerdo regulan la aceptación, adhesión, participación de las organizaciones regionales de integración económica, entrada en vigor, reservas, declaraciones, aplicación provisional, enmiendas, anexos denuncia y depositario.

En mérito de lo expuesto, y dada las ventajas que tiene este instrumento internacional para nuestro país, solicito a Vuestras Señorías aprobar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Acuerdo sobre Medidas del Estado Rector del Puerto Destinadas a Prevenir, Desalentar y Eliminar la Pesca Ilegal, no Declarada y no Reglamentada, aprobado, el 22 de noviembre de 2009, por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO) en su 36º período de sesiones.”.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Alfredo Moreno Charme, Ministro de Relaciones Exteriores.- Juan Andrés Fontaine Talavera, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.- 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO CON EL OBJETO DE PERMITIR LA EXISTENCIA DE LA PROFESIÓN DE OPTÓMETRA

(5684-11)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de las Honorables Diputadas señoras María Angélica Cristi y Karla Rubilar y Honorables Diputados señores Juan Lobos y  Marco Antonio Núñez y de la ex Diputada señora Ximena Valcarce y ex Diputados señores Jaime Mulet, Carlos Olivares, Fulvio Rossi, actual Senador, y Roberto Sepúlveda.

Cabe señalar que para el despacho de esta iniciativa legal, el Ejecutivo hizo presente la urgencia calificada de “suma”.

El proyecto ingresó a tramitación en el Senado con fecha 12 de diciembre de 2008, disponiéndose su estudio por la Comisión de Salud.

Con fecha 19 de mayo de 2010, la Sala del Senado autorizó a la Comisión su estudio en general y en particular.

- - -

A una o más sesiones en que se trató esta materia asistieron, además de los integrantes de la Comisión, especialmente invitados los siguientes: 


Por el Ministerio de Salud:  el Ministro, señor Jaime Mañalich; el Asesor, señor Juan Cataldo; el Jefe del Departamento de Asesoría Jurídica, señor Sebastián Pavlovic, y el abogado del Departamento Jurídico, señor Juan Eduardo Díaz Silva.


Por el Colegio Médico de Chile: el Presidente, señor Pablo Rodríguez; el asesor, señor Hugo Rivas, y el abogado, señor Adelio Misseroni.


Por la Universidad de Valparaíso:  el Profesor de la Carrera de Tecnología Médica con mención en Oftalmología, señor Gonzalo Jaque Lara.


Por el Colegio Nacional de Ópticos de Chile: el Presidente, señor Max Schilling; el asesor, señor Francisco Javier Vargas; la Optómetra, señora Camela León, y la asesora, señora Sandra Kem.


Por la Sociedad Chilena de Oftalmología: el Presidente, señor Alejandro Siebert; el Vicepresidente, doctor Cristián Carpentier; el Jefe del Departamento de Salud Visual, doctor Patricio Meza;  la asesora legislativa, señora Maritza Cánobra y el doctor Sergio Morales.


Por el Colegio de Tecnólogos Médicos: la Presidenta, señora Corina Farfán; el Vicepresidente, señor Marcelo Zenteno; el Director del Departamento Gremial de Oftalmología, señor Rodrigo Venegas, y  la Secretaria del Directorio, señora Verónica Rosales.


Por la Universidad de Chile, la Directora de la Carrera Tecnología Médica, señora  Leonor Armanet.


Por el Ministerio de la Secretaría General de la Presidencia: el asesor, señor José Pablo Núñez.


Por la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Eduardo Goldstein.

- - -

CUESTIÓN PREVIA


Es preciso señalar que con ocasión de las modificaciones aprobadas por la Comisión de Salud al presente proyecto, la unanimidad de sus miembros Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, estimaron necesario sustituir el nombre de la iniciativa legal en informe por el siguiente:  “proyecto de ley que modifica el Código Sanitario con el objeto de definir la competencia de los tecnólogos médicos en el campo de la oftalmología”.

- - -

I.-OBJETIVO DEL PROYECTO


Modificar el Código Sanitario a fin de permitir que  profesionales del área de la salud, distintos a los médicos oftalmólogos, puedan efectuar actividades o procedimientos relacionados con la salud visual.

II.- ANTECEDENTES

2.1. De Derecho

· Constitución Política, artículo 19, Nº 9°.

· Código Sanitario, Libro Quinto, Del ejercicio de la medicina y profesiones afines, artículos 112, 113 y 120, y Libro Sexto, De los laboratorios farmacias y otros establecimientos, artículos 124, 128 y 128 bis. 

· Ley N° 20.029, que autoriza la venta de lentes para la presbicia, sin receta médica.

- 
Decreto N° 4, de 1985, del Ministerio de Salud, que aprueba el Reglamento de Establecimiento de Óptica.

II.2. De Hecho

La Moción argumenta en diversos acápites los fundamentos de su propuesta de ley. En su introducción, subraya la importancia de la salud como derecho fundamental y resalta la necesidad de dar respuesta a las crecientes demandas de la población que existen en el ámbito de la salud, específicamente en materias visuales, y orientar las políticas al rol preventivo teniendo como claro objetivo el bienestar de la población. Hace hincapié en que la accesibilidad rápida y oportuna a una solución en salud visual optimiza la realización de las tareas laborales, de tal forma, es primordial formar recursos humanos con profesionales de distintos, niveles de especialización, dirigido a brindar mayores oportunidades y una mejor calidad de vida a la población.

Así, el ejercicio profesional de la optometría corresponde a una respuesta eficiente y probada en el área de la salud primaria, orientada al cuidado de la salud visual y enfocada a la resolución oportuna de los problemas visuales de la población, altamente demandados. 

Agrega que, para el logro de estos objetivos, es necesario contar con una legislación que impulse soluciones modernas, coherentes con la realidad actual en materia de salud, más globalizada y con políticas dinámicas. 


Señala que es el momento de poner término al hecho de que por siete décadas haya permanecido postergada la atención visual en nuestro país, para ello, se deben estrechar las brechas con el mundo desarrollado, con los estándares profesionales y construir programas asistenciales que permitan dar satisfacción a estas necesidades.


En seguida, se refiere a la salud visual en el trabajo y su productividad y calidad de vida. Al efecto, recuerda que en el lugar de trabajo transcurre gran parte del tiempo y que la mayor parte de las informaciones son de tipo visual, el 80% de la información requerida para la ejecución de las tareas se adquiere por la vista. De tal forma, la buena visibilidad es fundamental para un eficiente desempeño laboral y  el acceso rápido y oportuno a una solución en salud visual, optimiza la ejecución del mismo.


En este sentido, es fundamental que los trabajadores sean evaluados para conocer su condición de salud visual, pues los deficientes rendimientos visuales pueden generar manifestaciones tanto de tipo fisiológico como sicológico que merman el cumplimiento de las labores. Agrega que cada actividad o profesión tiene requerimientos visuales específicos los cuales deben ser evaluados según su naturaleza para un mejor desempeño, eficiente y seguro.


Al respecto, la moción subraya el déficit de atención en salud visual en nuestro país por décadas, cuyas listas de espera sin solución, en gran medida, se concentran en los vicios de refracción. Se según estadísticas del Ministerio de Salud, los vicios de refracción,-Miopía, Hipermetropía y Astigmatismo-, junto a la presbicia, representan de 70% de  aquellas listas, pues se ha priorizado la atención de patología ocular.


De esta manera, la optometría surge como una respuesta eficiente, rápida y económica para descargar esta demanda asistencial. La experiencia mundial en países como España, Estados Unidos, Inglaterra y Colombia, demuestra que la optometría ha contribuido en forma cierta y eficaz para resolver problemas visuales primarios de la población. Por tal motivo, es imprescindible que nuestro país acorte la brecha en relación a la experiencia del resto del mundo.



A continuación, la moción se refiere a los vicios de refracción, definido como un desbalance del sistema óptico del ojo, lo cual puede estar dado por una hipermetropía, miopía o astigmatismo (British Orthoptic Society 2001). 


Informa que, según la Encuesta Nacional del Ministerio de Salud y Departamento de Salud Pública PUC, 2003, el 33,8% de las personas de más de 65 años tiene una visión de lejos disminuida; un 14,6% presenta ceguera, y un 91,8% la visión de cerca disminuida. A su vez, en la distribución por sexo, presenta una mayor frecuencia en mujeres, 95,8% versus un 91,5% en los hombres, y el promedio nacional  es e 41,4% que incluye a personas de más de 17 años.


Menciona, además, que en el 2003 se realizó el Proyecto Piloto de Salud Visual en Atención Primaria: Consultorio Tucapel, Cristo Vive, MINSAL, el cual demostró que el 70% de las personas mayores de 75 años tenían alguna alteración de la agudeza visual y, de este total, el 45% correspondía a vicios de refracción.


En seguida, se refiere a la salud visual en el niño. Al efecto, destaca que para los niños la promoción, la prevención, la atención precoz y oportuna así como la rápida resolución deben ser un imperativo dentro del sistema de atención primaria y en los programas de salud para estudiantes. De esta manera, un trabajo conjunto y coordinado que garantice a los niños una atención oportuna en todos sus niveles, favorece el desarrollo de las capacidades, su éxito académico y se proyectan más equitativamente hacia el futuro. Por el contrario, una visión deficiente reduce las posibilidades de su desarrollo.


La optometría, resalta la moción, permite ampliar la cobertura de atención a los preescolares, evaluar y corregir a tiempo anomalías, que de no ser pesquisadas y tratadas, afectarán la salud visual del niño para toda su vida. Más del 85% del aprendizaje de un niño se da a través del sentido de la vista, y sólo entre el 20 y el 30% de las disfunciones oculares son detectadas en las revisiones escolares, cifra importante si se considera que casi todos los problemas visuales detectados entre los 6 y 7 años, pueden superarse con la terapia adecuada.


Plantea, de esta forma, la necesidad de  incorporar a un profesional de la salud visual, con un rol activo en la evaluación, solución y derivación, como parte de un equipo dedicado a la atención de esta área de la salud de la población infantil.


A su vez, informa que el mayor número de ametropías (defecto de refracción en el ojo que impide que las imágenes se formen debidamente en la retina) detectadas en el  país, particularmente, en las zonas sin cobertura asistencial y de precaria condición económica, se deben en la falta de atención oportuna, como consecuencia de las siete décadas sin acciones concretas en salud visual en los niños del país.


Agrega que, si bien en nuestro país existe el programa de evaluación de salud visual APRA escolares, coordinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, que desarrolla programas regionales, éste se ve dificultada su labor por falta de recursos humanos en cobertura y atención.


Informa, a continuación, la cobertura de la población preescolar y  escolar. En efecto, según estadísticas de la JUNAEB, en el 2004, la atención a dicha población en el nivel pre básico, habían 235.132, potenciales beneficiarios y las consultas eran 5.590, en consecuencia, el porcentaje de atención era de 2.4%; en el nivel básico, eran 2.106.240 los potenciales beneficiarios y 138.651 consultas, con lo cual el porcentaje de atención era de 6.6%, y en la educación media, los potenciales beneficiarios eran 585.094, las consultas 9.472, luego el porcentaje de atención era del 1.1%.  Asimismo, explican que en esa misma fecha, habían 94 oftalmólogos a nivel nacional y 36 tecnólogos médicos en esa misma especialidad; no obstante las regiones II, IV X y IX no contaban con dichos recursos.


Explica los requerimientos para el desarrollo visual normal del niño y enfatiza la necesidad de derivar a todo niño a su primer examen de oftalmológico a los cuatro años de edad.


A continuación, se refiere a la optometría y señala que el perfil de este profesional le permite desarrollar acciones dirigidas a la prevención, detección, evaluación y tratamiento de alteraciones de la función visual para lo cual realiza exámenes visuales y oculares, diseña, verifica y adapta sistemas ópticos, y desarrolla programas de entrenamiento visual y propone mejoras ergonómicas.


Informa en detalle las actividades profesionales del optómetra: evaluación, detección y prevención de las disfunciones visuales, así como también a las herramientas y procedimientos del tratamiento.


Identifica los países los que tienen el grado de optómetra, el número de universidades y la duración de la formación académica.


Finalmente, la moción hace presente la situación de la salud visual en Chile, en la que destaca que la legislación actual sólo autoriza a los médicos oftalmólogos para prescribir lentes ópticos, de manera que hay 700 profesionales autorizados en el país para estos efectos para una población de 15.402.000.  En virtud de los antecedentes expuestos y por la importancia que esta situación implica proponen este proyecto de ley que modifica el Código Sanitario con el objeto de permitir la existencia de la profesión de optómetra.

III.- OTROS ANTECEDENTES

Durante la tramitación de esta iniciativa, se acompañaron los siguientes documentos que se consignan a continuación, todos los cuales se encuentran a disposición de Sus Señorías en la Secretaría de la Comisión:

1.- De la Sociedad Chilena de Oftalmología (Sochiof), Salud Visual: cobertura + calidad.

2.- De la Sociedad Nacional de Ópticos A.G, Optometría: la solución real y eficaz a la falta de atención visual en Chile.

3.- Exposición de Gonzalo Jaque Lara, Tecnólogo Médico, Profesor de la Universidad de Valparaíso.

4.- Exposición del Colegio de Tecnólogos Médicos.

DISCUSIÓN GENERAL


A continuación, se consignan las exposiciones de los invitados que concurrieron al análisis de este proyecto de ley, y el debate surgido con ocasión del estudio de la iniciativa. 


Por el Colegio de Ópticos de Chile A.G., intervino su Presidente, el señor Max Schilling, quien señaló que su exposición se dividirá en tres partes y dará a conocer los antecedentes que corresponde tener en cuenta sobre la materia, así como los argumentos que respaldan favorablemente esta iniciativa; manifestando desde ya, su apoyo al proyecto y a la necesidad de hacer algunas indicaciones que podrían mejorarlo.


Ilustró a la Comisión con algunos antecedentes históricos sobre la materia. En Chile, explicó, la optometría se ha estudiado desde una perspectiva normativa desde el año 1931, fecha en que se dictó el decreto N° 549, que modifica el reglamento de la venta de anteojos.  Mientras se establecía la cátedra de la misma, se autorizó la práctica de ciertas acciones propias de dicha disciplina; sin embargo, en 1940 se derogó dicha regulación, sin haberse creado la carrera señalada; no obstante, pocos meses después de haberse dictado el primer decreto citado, se formó la Sociedad Chilena de Oftalmología. Y, sólo, en el año 2005, se vuelve a tratar legislativamente este tema, con ocasión de la ley N° 20.029 que autoriza la venta de lentes para la presbicia, sin receta médica.


Enfatizó que es la oportunidad de cambiar la inequidad existente en temas de salud visual. Argumentó que la población más necesitada no tiene acceso a las acciones de salud por la falta de profesionales y porque la poca atención oftalmológica del sector público, se debe a operativos que no dan solución eficiente al problema. Actualmente, Chile presenta altos índices de baja visión o disminución severa de la visión y también de ceguera, pues no se cuenta con el implemento necesario para su tratamiento, es decir, los lentes. 


Informó que al analizar las cifras de la Encuesta Nacional de Salud del año 2003, puede apreciarse que del 1.192.468 de personas que tiene baja visión, el 47% son evitables; que 6.500.000 de personas deberían usar lentes y sólo los utilizan 3.800.000, es decir, el  42%  no los usa, y de los 282.710 ciegos que arroja la encuesta, 172.603 eran evitables, lo que corresponde al 57,51%.


Explicó que la encuesta se estructura en base a los segmentos de la sociedad, la clase ABC1 es del 1,1%; en cambio, en el grupo E es del 6,5%. Al respecto, hizo presente que no existe ningún componente genético de las clases más altas en desmedro de las más bajas que permita presumir la existencia de menor ceguera en la primera. De ahí que, por ser diferentes las tasas de ceguera, es posible concluir que sólo se debe al menor acceso a la salud visual.


Indicó que el desafío de los oftalmólogos debería  concentrarse en las patologías. A modo de ejemplo, señaló que las cataratas que deberían operarse 136.000 ojos al año, en la realidad sólo se opera un numero cercano a las 48.000 personas. Lo anterior es muy relevante, pues la consecuencia de que no se produzca la cirugía oportunamente es la ceguera.


Puso de manifiesto un concepto denominado “ceguera económica”, el cual corresponde a problemas visuales, especialmente de ceguera, que tienen por causa la falta de acceso a acciones de salud, y que conlleva como efecto que las personas que se encuentran en esta situación no pueden insertarse en el mercado laboral.


Indicó que de acuerdo a las cifras de la propia Sociedad Chilena de Oftalmología (Sochiof), en su revista de septiembre de 2003,  había un oftalmólogo por cada 21.657 habitantes, y en febrero de 2008, un profesional por cada 26.000 habitantes.  En el sector público, es aun mayor el problema, pues sólo atienden un 25% de los oftalmólogos, el resto lo hace en el sector privado.  Recordó que en el 2004, durante la tramitación de la ley de la presbicia, se realizó una encuesta a los oftalmólogos, a fin de conocer sus estrategias para mejorar la situación de la salud visual, en orden a que no se votara dicha iniciativa, pero sus respuestas sólo apuntaron a beneficencia, operativos, y otros, pero no a un traslado permanente al sector público.  En vista de lo anterior, dijo, puede concluirse, que son los optómetras los profesionales que van a dar solución a estos problemas, pues los operativos que se realizan desde hace unos dos años no han sido eficientes.


Hizo presente que los vicios de refracción, no corregidos hasta ahora, reducen el rendimiento escolar, la productividad y situación laboral, y que, en personas de mayor edad, merman su calidad de vida, entre otros efectos negativos.


La segunda parte de la exposición del Colegio de Ópticos, fue realizada por la optómetra colombiana señora Camela León, quien expuso sobre las competencias profesionales del optómetra.


En primer lugar, definió optometría: profesión independiente que pertenece al área de la salud, encargada del cuidado primario y protección de la salud visual. Se practica en todos los continentes e impartida en prestigiosas universidades y reconocida por la Organización Mundial de la Salud, agregó que como profesión cuenta con mas de cien años de trayectoria. En segundo lugar, definió al optómetra: aquel profesional idóneo que debe desarrollar acciones dirigidas a la población, en cuanto a la prevención, promoción, educación, detección, evaluación y tratamiento de las alteraciones de la función visual del ojo sano, por cuanto los vicios de refracción no son enfermedades sino defectos visuales. Por tanto, los optómetras participan de la salud visual primaria, pero no tratan enfermedades.


Así manifestó, los optómetras están capacitados para realizar exámenes visuales y oculares, se completa una ficha clínica optométrica y se realiza un test de agudeza visual.  Luego, se evalúa la situación motriz del paciente, así como también, se toma la medida de la retinoscopía a través de la refracción, se evalúan las estructuras anteriores, a través de una lámpara de hendidura y, finalmente, se hace un fondo de ojo con un oftalmoscopio. Lo que se busca es corregir los defectos o alteraciones visuales del ojo sano, y cuando se presenta alguna enfermedad ocular, cataratas, desprendimiento de retina u otra, se deriva al oftalmólogo. 


Posteriormente, apoyada en documentos que acompañó a la sesión, expuso sobre los profesionales que existen en Chile en la materia: oftalmólogos, tecnólogos médicos con mención en oftalmología y óptico-contactólogo. Realizó una comparación de las funciones y el grado de competencia respecto de cada uno de los profesionales mencionados, además del optómetra, y expresó que este último tiene competencia para colaborar en la salud visual en áreas como detección y compensación de vicios de refracción, prescripción de lentes ópticos, adaptación de lentes, verificación y control de lentes, técnicas de reeducación, prevención e higiene visual, evaluación y detección de disfunciones visuales, uso de fármacos para el diagnóstico, y detectar y derivar patología. Es decir,  todo lo que se contempla en el proyecto en estudio, y que se lograría de mejor forma que los ópticos-contactólogos y tecnólogos médicos. Enfatizó que con el optómetra se solucionaría el problema de falta de profesionales que existe en nuestro país, pues desarrolla las funciones del óptico-contactólogo más las del tecnólogo médico con mención en oftalmología. 


Explicó que la formación de un optómetra se realiza en cinco años de estudios universitarios y que la malla curricular se distribuye en varias áreas, los primeros dos años son de enseñanza básica de la carrera y, en el décimo semestre, la práctica clínica e internado para finalizar en el ámbito profesional. Expresó que las universidades chilenas están capacitadas para impartir la carrera, sin embargo, se encuentran coartadas por la inexistencia de una ley que se lo permita.


Criticó el hecho de que esta profesión aún no exista en Chile; no obstante tener representación a nivel mundial como es el caso de Estados Unidos de Norteamérica, Cuba, Perú, España, Reino Unido, Francia, Bélgica, Suiza, Sudáfrica, Ghana, India, Irán, Filipinas y Singapur, entre otros. Finalmente, puntualizó, todos los miembros de la OCDE tienen optómetras, excepto Chile.


En tercer lugar y, también en representación del Colegio Nacional de Ópticos, intervino el señor Francisco Javier Vargas, quien propuso diversas sugerencias a la iniciativa legal en informe.


Respecto de los artículo 113 y 118 bis, expresó que interpretan claramente los roles del tecnólogo médico como los del optómetra.  


En cuanto al artículo 120 del Código Sanitario, señaló que representa mayor complejidad, y sugirió modificar su inciso final con el objeto de exceptuar, también, a los tecnólogos médicos mención oftalmología y optómetras, de la prohibición señalada en dicha disposición. Argumentó que el rol del optómetra permitirá el acceso a salud primaria a ocho millones de chilenos que necesitan atención. 


Sobre el conflicto de intereses que se da entre el ejercicio de la profesión de optómetra y el dominio de una óptica señaló que si bien existe, ello debe ser materia de otro proyecto de ley.


Respecto al artículo 128 del proyecto, hizo presente una inconsistencia. En efecto, dijo, el inciso primero hace mención a la receta emitida por el profesional facultado para prescribir que corresponda, y, en cambio, el segundo se refiere sólo a la receta médica. De mantenerse esta norma, las ópticas sólo podrían despachar recetas emitidas por médicos y no por optómetras, desvirtuando el contenido y objetivo del proyecto. 


Sugirió, también, incluir un segundo artículo transitorio del siguiente tenor: “Los tecnólogos médicos con mención en oftalmología que deseen prestar los servicios profesionales descritos en el artículo 118 bis, deberán contra con la certificación de competencias de la institución de educación superior que corresponda.


Los ópticos y ópticos contactólogos titulados podrán cursar en las instituciones de educación superior que correspondan las materias para optar al título de optómetra”.


Destacó que esta iniciativa beneficiará a la población en su totalidad, a los profesionales del área de la salud y al Estado, pues contribuirá a disminuir el fracaso escolar, la deserción académica, las tasas de ceguera y las listas de espera en hospitales. Del mismo modo,  respecto de los profesionales, tendrán mayor especialización y mejor campo laboral, y, desde el punto de vista del Estado, existirá una optimización de los recursos profesionales, un uso intensivo de la infraestructura de salud visual y un cumplimiento de garantías AUGE en el área de salud visual.


A continuación expuso el señor Patricio Meza,  Jefe del Departamento de Salud Visual, de la Sociedad Chilena de Oftalmología. 


Al iniciar su exposición, hizo presente que si bien concuerda con muchas de las apreciaciones manifestadas por los representantes de los ópticos, cabe precisar que dicha exposición se basó en datos y encuestas atrasadas,  que son anteriores a la implementación del plan de Garantías Explicitas de Salud.


Enfatizó que desde el año 2006, los cambios han sido categóricos y mencionó un estudio que demostraba que, actualmente, la oftalmología pasó de ocupar el primer lugar en listas de espera al sexto lugar, lo que indica un avance importante.


Desde el año 2003 existen diversas estrategias para mejorar la salud visual. Entre ellas, mencionó los operativos de salud, que corresponden a una forma transitoria de paliar la falta de acceso a acciones en dicha área. Precisó que en las localidades en que aquéllos se han empleado, las listas de espera han llegado en ocasiones a cero. También, señaló, las Unidades de Atención Primaria Oftalmológica (UAPO), en que un equipo médico, compuesto por oftalmólogos, tecnólogos médicos y técnicos paramédicos concurren a los centros de atención primaria para la atención de pacientes. Actualmente, existen 36 UAPO funcionando y se espera llegar a 50 a finales de año. Refirió que según la experiencia vivida en Concepción se atienden 5.000 pacientes por año, con un porcentaje de resolución de 70 u 80%. Subrayó que la mayor eficiencia se lograría si los profesionales que trabajan en estas unidades de atención se desempeñaran, también, en los hospitales, a fin de que ellos mismos deriven a los pacientes que requieren atención mas profunda.  


Indicó que de acuerdo a cifras del Ministerio de Salud, en el 2000 se operaron seis mil pacientes con cataratas; en el 2009, treinta y ocho mil personas fueron objeto de cirugía, además de otras diez mil realizadas en el sector publico por el sistema PAD, (pago asociado a diagnóstico), cifras que son similares a países desarrollados de Europa. 


Respecto de la retinopatía diabética, que puede evitarse, y que está en el plan AUGE, hizo presente que han aumentado las operaciones, así como los tratamientos con láser. Con el tiempo, se ha podido comprobar que desde que se utiliza este tipo de tratamiento, han disminuido considerablemente el número de enfermos crónicos, pues se  ataca más tempranamente las enfermedades. Mencionó, también, que en los últimos cinco años ha aumentado en cinco veces las cirugías en estrabismo para menores de diez años y, en cuanto a los vicios de refracción, se ha incrementado la atención a pacientes mayores de 65 años.


Expresó que en la época correspondiente a los datos aportados en la exposición del Colegio de Ópticos, sólo se hacían cirugías vitro retinales en un hospital público; en cambio, hoy se realizan en más de catorce.


Afirmó que nuestro país cuenta con profesionales adecuados para hacer frente a los problemas que se presentan en esta área. Precisó que en Chile existe la figura del tecnólogo médico, que no se encuentra en otros países, donde sí existe el optómetra. Al sumar los profesionales que hoy existen más los proyectados para algunos años más, se advierte que se superan los índices aportados por los expositores que lo antecedieron. Actualmente, existen 800 oftalmólogos en el país, además, de 60 estudiantes en formación, sin considerar aquellos que se forman en el exterior. Precisó que el número de oftalmólogos no depende de la Sociedad Chilena de Oftalmología, sino de las universidades, que si quieren formar mas profesionales deben aumentar los cupos para dictar las cátedras. De acuerdo a estudios del Ministerio de Salud, faltarían 27 cargos de oftalmólogos por 44 horas y, si se incorpora la participación del tecnólogo médico con especialización en refracción, se podrían alcanzar nuevas metas. Los tecnólogos médicos serán los encargados de prescribir lentes para vicios menores donde el paciente no presente ningún factor de riesgo o bien derivar cuando sea necesario por presentar el paciente alguna enfermedad. 


Manifestó que existe un compromiso institucional tanto del Colegio que representa como del Colegio de Tecnólogos Médicos para hacerse cargo en forma eficiente de la salud visual del sector público. Incluso, agregó, se ha creado una comisión técnica para hacer un seguimiento a las UAPO, con el fin de que procedan de la mejor manera posible. La pregunta que debemos hacernos es ¿Cuánto quiere invertir nuestro Estado en atención oftalmológica?


Llamó la atención respecto de estudios realizados en Estados Unidos que indican que si es un optómetra el que prescribe lentes en niños, el porcentaje es de un 35% de los casos; en cambio, si lo es un oftalmólogo, el porcentaje se reduce a un 5% de ellos, de tal forma, acotó, existe una sobre indicación en aquellos casos, lo cual genera un gran impacto económico.


Hizo presente que la falta de acceso a atenciones oftalmológicas depende, en muchos casos, de la infraestructura hospitalaria que existe en nuestro país y de la capacidad de Fonasa. En consecuencia, sostuvo, si se mejora la infraestructura y Fonasa cumpliera con lo estipulado en el Plan AUGE, las listas de espera se reducirían bastante.


Manifestó su desacuerdo con lo planteado por el Colegio de Ópticos en materia de conflicto de intereses, y precisó que los químico farmacéuticos no pueden prescribir los medicamentos que venden, de manera que no se daría el mismo caso.


Respecto del articulado del proyecto sugirió considerar, entre aquellos que cumplen funciones de colaboración médica, al “tecnólogo médico con mención en oftalmología y optometría”, además, de incorporar un inciso tercero nuevo, del siguiente tenor: “Los tecnólogos médicos con mención en oftalmología y optometría podrán, en los términos señalados en el inciso precedente, realizar funciones de detección y compensación de los vicios de refracción ocular a través de su medida instrumental, no pudiendo diagnosticar, prescribir o usar fármacos, indicar e interpretar exámenes o practicar procedimientos quirúrgicos. Se aplicará a estos profesionales lo dispuesto en el artículo 124”.


A continuación, expuso Gonzalo Jaque, Tecnólogo Médico con mención en Oftalmología, profesor de la carrera en la Universidad de Valparaíso.


Al iniciar su exposición, hizo presente que la carrera de tecnología médica se imparte sólo en universidades y requiere 5 años de estudio. 


Manifestó que el gremio de los tecnólogos médicos apoya el proyecto de optometría; no obstante las presiones de que son objeto por parte de los oftalmólogos.  Recordó que en el 2003, se creó en la Universidad de Valparaíso la carrera de tecnología médica con mención en oftalmología, con inclusión expresa de asignaturas de optometría; sin embargo, éstas se eliminaron y se modificó la malla curricular.


Criticó que la atención se haga a través de las UAPO, por cuanto, dijo, sólo aumentan la demanda de la patología visual, sin incrementar de manera alguna la oferta de resolución de las mismas. Precisó que los tecnólogos no tienen mucha capacidad resolutiva en esas unidades.


Destacó que están capacitados para desarrollar tareas de gran complejidad y que suman un total de 450 profesionales repartidos en todo Chile. Hizo presente, además, que con la capacitación necesaria, pueden desarrollar la optometría y ayudar en la solución de los problemas visuales. Actualmente, están facultados para desarrollar procedimientos invasivos en el ojo, de tal forma que perfectamente podrían tratar los vicios de refracción, que son procedimientos mas sencillos.


Finalmente, expuso, el Presidente del Colegio Médico, Doctor Pablo Rodríguez, quien señaló que el punto es la cobertura para la oportuna atención, lo que se manifiesta en todas las áreas de la salud.  Instó a que no suceda lo mismo que ocurrió con la atención primaria, en que por falta de inversión, actualmente se ha convertido en un pasadizo a los hospitales, con listas de espera sobrecargadas y sin facultades de resolución de profesionales. 


Por otra parte, destacó que el año pasado se hizo el primer examen único profesional en medicina, cuyo resultado arrojó que el 50% de los profesionales egresados de universidades extranjeras no lo aprobaron; en cambio, de los mil egresados de universidades chilenas sólo lo reprobaron siete.


Al ser preguntado por la Honorable Senadora señor Matthei sobre si no creía que un profesional con cinco años de estudio, estaba capacitado para ejercer dichas labores, señaló que reconocía que los tecnólogos sí estaban capacitados para asumir el estudio de los vicios de refracción. 


Por otra parte, expresó que los optómetras tienen un conflicto de interés, pues, por lo general, son dueños de las ópticas, por tanto, venden los mismos productos que recetan. Al respecto, recordó que el Código Sanitario es bastante perfecto en la separación de roles, y al médico le prohíbe tener farmacias, ópticas, etc.


Ante dicha afirmación, la Honorable Senadora señora Matthei replicó que existen médicos que son propietarios de implementos que se utilizan en la toma de exámenes que ellos mismos prescriben. 


A su turno, el doctor Rodríguez manifestó que se debe ser cuidadoso, porque existen datos que indican que en aquellos países donde hay optómetras, la indicación de lentes es muchos mayor que en aquellos donde los prescriben los oftalmólogos.  Instó capacitar a los profesionales que existen en Chile y a no crear una profesión nueva. Ellos, acotó, son los profesionales idóneos para conocer los vicios de refracción.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que la discusión se ha centrado en si existen o no profesionales suficientes para atender los problemas oftalmológicos en Chile, sin embargo, dijo, el punto es que en el país existen diversos profesionales que, con cinco años de estudios, realizan procedimientos relacionados con la salud que no son enfermedades. En consecuencia, cuál sería la razón para negar a un profesional, que estudia el mismo número de años, la posibilidad de ocuparse de estos defectos de refracción.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, preguntó al señor Jaque si es partidario de que se cree la profesión de optometría o que la desarrollen los tecnólogos médicos. 


El señor Jaque respondió que se ha referido a la optometría como una competencia y precisó que se requiere que exista una mayor resolución de los problemas de salud visual, que el tecnólogo médico tenga mayor capacidad resolutiva.  


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, además, consultó a los oftalmólogos presentes en la sesión, si uno de los temores que hay sobre la materia dice relación con que el optómetra no pueda distinguir una patología mas grave al examinar a un paciente por un vicio de refracción; enfermedad que sí puede ser detectada si la hubiera realizado un médico. 


En tercer lugar, preguntó si las personas que en Chile realizan algún tipo de examen optométrico han sido formadas en el extranjero, por cuanto en Chile tal disciplina no existe como carrera universitaria. 


Por último, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide hizo presente que está en contra de cualquier forma de conflicto de intereses y no otorgará su voto para ello. A su juicio, el control del ejercicio médico debe volver a los colegios, y  se debe sancionar a cualquiera que incurra en este conflicto de intereses, incluso con la exclusión del ejercicio de la profesional.


A su turno, el señor Meza, de la Sociedad Chilena de Oftalmología, expresó, en respuesta a lo expresado por el Honorable Senador Ruiz-Esquide, que de aprobarse el ejercicio de la optometría, ésta debe ser entregada a los tecnólogos médicos y no al profesional óptico, pues es peligroso cuando excede la competencia para lo que están preparados. El concepto del ejercicio de la medicina con las profesiones paramédicas debe estar coordinado dentro de un equipo de salud, que es el planteamiento que ha hecho la Sociedad Chilena de Oftalmología, para evitar cualquier riesgo que pueda sufrir el paciente.


Respecto de lo señalado por la Senadora Matthei,  recordó que los tecnólogos médicos por sí solos no pueden realizar procedimientos invasivos, sino que en presencia de una enfermera o de un médico. Afirmación que fue rebatida por el señor Jaque, quien planteó que muchas veces no existen enfermeras en centros de atención y de igual manera se hacen esos procedimientos. 


Por último, indicó que en la Universidad de Chile, la Sociedad chilena de Oftalmología ha dictado algunos seminarios sobre optometría.  Agregó, por otra parte, que el Tribunal Constitucional se ha opuesto al ejercicio de la optometría en el país.


Por su parte, el Presidente del Colegio Nacional de Ópticos, respecto a lo expresado por el señor Vargas, explicó que existe un tratado con Colombia, en que se acuerda que los profesionales que estudiaron en aquel país, pueden ejercer libremente en Chile. Sin embargo, el Seremi de Salud ha negado la autorización para su ejercicio en nuestro país. Agregó que el Tribunal Constitucional ha señalado que dicha profesión no está regulada en Chile.


La Honorable Senadora señora Matthei insistió  en la idea de tener una salud de óptima calidad. Al respecto mencionó, que no debía dudarse de la capacidad que pueda tener un profesional con cinco años de estudios, que además rinde un examen y que se dedica al estudio de problemas de salud de menor dificultad que el médico. Instó a que se debe hacer hincapié en que se le prepare de la mejor manera, para que derive al paciente cada vez que advierta un problema que excede su esfera de competencia.


Señaló que el error humano es un elemento que no puede desconocerse, que está presente en todo orden de cosas, incluso en los médicos. Luego, impedir el ejercicio profesional por temor a ese error es un problema mayor, pues toma mucho tiempo preparar médicos, con lo cual los temas de salud no podrían resolverse. 


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que la mayor preocupación la constituían las listas de espera. Especificó que en los hospitales de la región que él representa, ello es un gran problema y manifestó su desacuerdo con lo señalado por el representante de la Sochiof.


Hizo presente la necesidad de crear espacios para que tecnólogos y optómetras se encarguen de los vicios de refracción, que además corresponde a la mayor solicitud en salud visual.


En seguida, consultó al representante de la Sociedad Chilena de Oftalmología, cuántos oftalmólogos trabajan en el sector público y por el número de becas que existen para estudios oftalmológicos, pues, dijo, si bien ello depende de las universidades, cuánto ha hecho el Colegio de Oftalmólogos para mejorar el sistema de becas.


Hizo presente su experiencia personal en esta materia, y señaló que cuenta con un banco privado para la discapacidad de personas de escasos recursos, a través del cual se entregan sillas de ruedas, lentes, y otros elementos, en donde ha podido constatar que la mayor dificultad que se presenta es el acceso a lentes, pues deben acudir a una consulta oftalmológica y la gran mayoría no cuenta con los recursos suficientes para ello.  


El Honorable Senador señor Girardi señaló que el problema es mas de fondo y que, si bien las listas de esperas se manifiestan en todos los ámbitos de la salud, se debe ser cuidadoso con las soluciones que se adopten.


Indicó que no se trata de un problema de prejuicios, sino de los conceptos de salud que se tiene. En atención primaria, lo que se hizo fue destruir el sistema, se cambió por soluciones sin ningún tipo de resolución. Hoy se ha vuelto a poner la atención en el equipo de salud de familia, para la atención primaria, donde deben existir profesionales que se encarguen de los diversos ámbitos, por ejemplo pediatras, siquiatras, y otros.


El señor Rodríguez manifestó que están encargándose de proveer gente para el sector público. Respecto a los  profesionales extranjeros, precisó que éstos deben dar el examen de medicina para ver si pueden ejercer en Chile; si no lo aprueban, siguen siendo médicos reconocidos por el Estado, pero no pueden ejercer. Agregó, por otra parte, que si los conflictos de intereses existen en el sector médico, es el primero en querer solucionarlos, por lo mismo, ha planteado que la tuición médica debe volver a los colegios respectivos. 


El señor Schilling hizo presente que el proyecto no establece a los ópticos, sino a los optómetras, de ahí que los ópticos deberán prepararse para el ejercicio de la optometría.


El señor Sebastian Pavlovic, Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud, manifestó que el actuar del Ministerio de Salud a través de las Seremis no ha sido una actitud caprichosa, sino que sólo se ha encargado de cumplir la ley.  Agregó que sin perjuicio de que existan tratados sobre reconocimiento de títulos profesionales, ello no quiere decir que se permita su ejercicio sin ningún tipo de regulación. Se debe atender a lo que señala la ley específica que existe al respecto, cual es el Código Sanitario.


En sesión posterior, la Honorable Senadora  señora Matthei informó que se había reunido con los representantes de los Tecnólogos Médicos  y de la Sociedad  chilena de Oftalmología, a petición de éstos, quienes le plantearon que los tecnólogos médicos cumplen con las características apropiadas para el desempeño de la labor de diagnóstico de defectos refractivos y de la receta de lentes, además de derivar a un paciente al médico oftalmólogo en caso de descubrir enfermedades visuales. Y que, a su vez, los oftalmólogos prestarían todo su apoyo a los tecnólogos para el desarrollo de estas funciones. 


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Matthei manifestó su opinión favorable a la alternativa planteada que contribuye a solucionar la falta de profesionales de la salud visual enfocada a los vicios de refracción. Enfatizó que lo primordial debe ser la idoneidad del profesional, la que se manifiesta en los estudios universitarios, en el caso que nos ocupa, los tecnólogos médicos, tienen un plan de estudio de 5 años, de manera que están capacitados para despeñar dichas funciones.  Por tal motivo, agregó, no se justifica que un médico con 10 años de estudio deba hacer aquel diagnóstico; distinto sería si se tratase de una patología, en que sí se requiere la intervención de un especialista.


Aclaró que si bien, en un primer momento estaba de acuerdo con el proyecto que creaba la profesión de optómetra, considera que la solución expuesta es la adecuada que resuelve más apropiada y rápidamente el problema de la falta de profesionales. 


Hizo presente que es posible lograr un acuerdo en este sentido, y que sólo faltaría la autorización legal correspondiente para que pudieran actuar. En este sentido, expresó que deben ceñirse al Código Sanitario al igual que los otros profesionales de la salud, debiendo activarse, principalmente, el estatuto de las incompatibilidades. De esta forma, deberán atender en hospitales o recintos análogos y no en ópticas.


A su turno, el Honorable Senador señor Girardi coincidió con las aprensiones manifestadas al proyecto y expresó su acuerdo con lo planteado por la Honorable Senadora señora Matthei, y sugirió comunicárselo al señor Ministro de Salud con el objeto de adoptar el acuerdo correspondiente y resolver el asunto.


En la sesión siguiente, concurrió el señor Ministro de Salud, don Jaime Mañalich, quien manifestó que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados fue una iniciativa largamente discutida, cuyo objetivo inicial fue permitir la existencia de la profesión de optómetra en Chile. 


Destacó que la necesidad de prestaciones de salud visual, que hasta hoy han sido entregadas casi en su totalidad a médicos cirujanos con mención en oftalmología, ha repercutido considerablemente en la población, dada la escasez de dichos profesionales. Agregó, que aproximadamente el 32% de las patologías del Auge, que se encuentran atrasadas, corresponden a vicios de refracción.


Por otra parte, dijo, debe tenerse en cuenta que la optometría como carrera universitaria no existe en nuestro país; no obstante,  existir un número de optómetras extranjeros, en su mayoría colombianos, que han solicitado su creación, a fin de poder ejercer su profesión.


Previno que de crearse la cátedra, incluyendo la profesión como tal en el Código Sanitario, no se haría frente al problema de falta de atención de pacientes de manera oportuna, a menos que se contratara a profesionales extranjeros, lo que no ofrece garantía de calidad, por cuanto la carrera no está asociada a nuestra historia académica, por no existir en nuestras aulas.


Informó que, luego de analizar esta materia con los miembros de la Comisión y con la Sociedad chilena de Oftalmología, se ha derivado en la conveniencia de que sean los tecnólogos médicos con mención en oftalmología a quienes se les de competencia, por medio de la ley, para el diagnóstico, prevención, prescripción de medicamentos de uso tópico y de lentes para vicios de refracción. Y, en el evento de la detección de enfermedades visuales, deberán derivar al paciente a una atención con un médico oftalmológico. 


En mérito de lo expuesto, S. E. el Presidente de la República formuló indicación al proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, que recoge los argumentos planteados por Sus Señorías y por el señor Ministro de Salud con el objeto de sustituir, en el artículo único, las letras a), b) y c), y de agregar un inciso final al artículo transitorio.



El Abogado del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud, señor Luis Díaz, señaló que la indicación recoge parte de la discusión que se generó en la Cámara de Diputados, durante el primer trámite constitucional, especialmente en el segundo informe.  En dicha oportunidad, se alcanzó consenso, fundado en la utilización del recurso humano que existe en el país, refiriéndose a los tecnólogos médicos con mención en oftalmología, en un ámbito de acción regulado, tanto en atención directa del paciente, como en la prescripción de elementos necesarios para su mejoría.


Asimismo, la indicación agrega un inciso segundo al artículo transitorio por el cual se ordena dictar un reglamento, que regularizará y estandarizará los requisitos que deben cumplirse, en orden a la atención de pacientes, de acuerdo a la modificación legal. 


Posteriormente, la Comisión escuchó a los representantes del Colegio de Tecnólogos Médicos. En primer lugar, expuso su Vicepresidente, don Marcelo Zenteno, quien definió al tecnólogo médico como un profesional de la salud, que obtiene su título académico de licenciado, tras el cuarto año de estudio universitario y, el título profesional, luego del quinto. Explicó que representan el segundo grupo con más profesiones en ciencias de la medicina. Actualmente, en el país, 15 universidades imparten la carrera con 24 sedes a lo largo del territorio nacional, teniendo presente, además, que no existe ningún instituto profesional que la imparta.


En seguida, señaló que los tecnólogos médicos tienen cinco especialidades: a) laboratorio clínico, hematológica y banco de sangre, b) oftalmología, c) radiología y física médica, d) morfo fitopatología y e) otorrino laringología. A su vez, indicó que las especialidades se subdividen en sub especialidades. Precisó que las especialidades se hacen  en el pre grado y, respecto de las sub especialidades, las universidades aportan con una serie de cursos. 


Manifestó su desacuerdo con la denominación que el Código Sanitario hace de los tecnólogos médicos, en cuanto a considerarlos como profesionales auxiliares de las actividades propias de la medicina.  Enfatizó que son profesionales de la salud y que dada su sólida preparación se encuentran capacitados para hacer promoción, prevención, diagnostico, seguimiento y recuperación de la salud visual.  Destacó, además, que son el segundo grupo de profesionales de la salud con mayor trabajo en estudio científico del tema. Incluso, agregó, hoy en día, se desempeñan como directores de hospitales y de laboratorios comunales. 


Señaló que esta iniciativa se presenta como una buena oportunidad para  adquirir la competencia necesaria para actuar con mayor amplitud en la determinación de los vicios de refracción, dado que hasta ahora se encuentran restringidos por el marco jurídico.


En el mismo sentido, la señora Corina Farfán, Presidenta del Colegio de Tecnólogos Médicos expresó que entre el 75 y el 80% de las consultas oftalmológicas en nuestro país son por vicios de refracción. Estos defectos del ojo sano influyen notoriamente en la calidad de vida de las personas lo que constituye un problema de salud pública. Argumento que, aún cuando la solución para este problema no requiere de una gran inversión, además de realizarse a través de procedimientos bastante sencillos, su intervención no está al alcance, dado que no existe el número de profesionales para dar la debida y oportuna atención a los pacientes. Expresó además, que en la legislación comparada es el optómetra el profesional encargado del diagnóstico de los vicios de refracción, a diferencia de lo que ocurre en nuestro país, donde no existe esa carrera profesional, sino la del tecnólogo médico con mención en oftalmología, quien no tiene la facultad de realizar un diagnóstico al respecto, por ser de competencia legal del médico oftalmólogo.


Hizo mención a dos estudios sobre estas materias, uno del Ministerio de Salud y otro de la Pontifica Universidad Católica, que demuestran que los índices de personas con problemas visuales van en aumento y, que de proyectarse en el tiempo las cifras, al año 2011, superarían el millón. 


Explicó que hasta la fecha, la solución para los vicios de refracción han sido los operativos médicos y las UAPO que funcionan en el país; sin embargo, no todas ellas cuentan con médico oftalmólogo. Estas vías de solución no son definitivas y por el hecho de ser programas pueden mantenerse o bien desaparecer.


Manifestó que como tecnólogos médicos son profesionales capacitados para poder hacer frente al retardo existente en el control de los problemas de la salud visual. Respecto a las nuevas competencias legales sobre el tratamiento de los vicios de refracción, deberán realizar un curso complementario de optometría, el que se estima será de unas 350 horas aproximadamente.


Argumentó la inconveniencia de crear la carrera de optometría por diversas razones: primero, sería crear un profesional con las mismas competencias de otro que ya existe, es decir el tecnólogo médico con mención en oftalmología; segundo, el efecto deseado que las listas de espera disminuyan su número, no se cumpliría, dado que habría que esperar por lo menos entre tres y cinco años para obtener a un optómetra desde la implementación de la carrera, y tercero, se generaría un problema de fe publica, pues los puestos laborales que podrían ser usados por tecnólogos médicos, estarían siendo ocupados por los optómetras.  


Por último, argumentó, al permitir al tecnólogo médico atender los vicios de refracción, se disminuirían los costos, incluso a la mitad. 


El Honorable Senador señor Rossi señaló que asume que en la práctica los tecnólogos médicos podrían atender sólo las consultas por problemas oculares, especialmente si se considera que los oftalmólogos son pocos y en su mayoría se encuentran concentrados en la Región Metropolitana. 


El señor Zenteno respondió que ellos son profesionales con cinco años de estudio capacitados para atender estos problemas visuales por sí mismos, sin necesidad de supervisión de un oftalmólogo, aseverando que es un tema que se ha discutido con la autoridad sanitaria. 


Al respecto, el señor Ministro de Salud hizo presente que la indicación presentada al artículo 113 bis, en su inciso final  establece  “con todo, el tecnólogo médico podrá participar junto al médico cirujano en la atención del enfermo.  Por tanto, la expresión “junto” significa “además de” o “sin perjuicio de”. Es decir, no se le quita al oftalmólogo sus facultades; pero sí se le reconoce a los tecnólogos nuevas competencias para actuar. Lo anterior, precisó, tiene su origen en las conversaciones sostenidas con la Sociedad Chilena de Oftalmología. 


A continuación, el señor Ministro, explicó que el reconocimiento de la mención de oftalmología para la carrera de tecnología médica será otorgado por las universidades y no por la autoridad sanitaria. Aquéllas, dijo, serán las encargadas de determinar su capacidad. 


Recordó, también, que el tecnólogo médico debe remitir a un oftalmólogo al paciente que presente alguna enfermedad visual, como sería el caso de un glaucoma o de una retinoscopia diabética. 


Destacó que de aprobarse el proyecto con las modificaciones señaladas, a los oftalmólogos se les abre un campo laboral inmenso, dado que personas que desconocen el padecimiento de alguna enfermedad, al ser evaluadas previamente por tecnólogos, serán derivadas a sus consultas. 


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que, si bien está de acuerdo con el proyecto y con las indicaciones formuladas por el Ejecutivo, con algunas correcciones de redacción, le preocupa conocer cuál será la situación de aquellos profesionales optómetras extranjeros o chilenos que estudien dicha profesión en el extranjero, con la aprobación de una ley en los términos que hoy se está planteando. Al respecto, consultó si existe alguna forma de comparar las mallas curriculares para conocer si cuentan con los cursos que exige la mención de oftalmología, y si, de faltarles algún ramo, existe la posibilidad de realizarlo y de convalidar sus estudios sin tener que realizar nuevamente la totalidad de ellos, pues ya contarían con los conocimientos. 


La señora Armanet, Directora de la Carrera de Tecnología Médica de la Universidad de Chile, respondió que una vez que exista el marco legal y reglamentario que les otorgue las competencias, sus universidades se comprometen a incorporar en el pre grado los ramos respectivos, con el objeto de que se adecuen a la nueva regulación; en este contexto, podrán los tecnólogos que ya existan en el país una vez que se implemente esta medida, completar sus estudios de acuerdo al nuevo programa de estudio. Respecto de los profesionales cuya formación se haya realizado en el extranjero, recordó que la Universidad de Chile mantiene la tuición de los títulos profesionales que no son médicos y permite la convalidación de estudios realizados en el extranjero con los impartidos por nuestras casas de estudio. Debido a lo anterior, la Universidad de Chile, pueden revalidar u obtener el reconocimiento de sus títulos, a través de procedimientos idóneos y transparentes. 


La Honorable Senadora señora Matthei solicitó  incluir expresamente en la ley que los optómetras formados en países extranjeros podrán desempeñarse, también, en las competencias que se le están entregando al tecnólogo médico con mención en oftalmología, siempre y cuando cumplan los requisitos académicos que se exige para la homologación de estudios. 


El Honorable Senador señor Girardi manifestó su desacuerdo con lo planteado por Su Señoría, pues, dijo, los procedimientos para ello ya existen, por lo que debe seguirse su curso regular. 


Por otra parte, la señora Armanet expresó que las universidades están poniendo énfasis en la motivación de trabajar en la atención primaria.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que se deben instalar en todos los centros públicos, para que puedan otorgar atención a la gran cantidad de personas que se encuentra esperando una hora médica.


El Honorable Senador señor Chahuán  coincidió con lo expuesto por Su Señoría, y expresó que será una de las formas de terminar con las listas de espera de manera satisfactoria. Agregó que una vez aprobada la ley, una de las primeras medidas que se debería adoptar, sería dotar a los servicios públicos con dichos profesionales, pues ya contarán con el poder resolutivo que se requiere.


El señor Rodrigo Venegas expresó, que sin perjuicio de que tienen capacidad para diagnosticar la existencia de vicios de refracción; de determinar si alguna afección es normal o anormal o de si  existe una enfermedad visual que requiera la asistencia de un médico, se encuentran restringidos para actuar, por cuanto no existen oftalmólogos suficientes. Si bien, actualmente, existen las UAPO, ellas no dan una solución efectiva a la resolución del problema, dado que el tecnólogo médico está contratado por cuarenta y cuatro horas, mientras que el médico oftalmólogo sólo por once. 


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó su satisfacción por el reconocimiento explícito que esta ley hará  a la Carrera de Tecnología Médica, ya que hasta ahora, sólo se había reconocido otras carreras médicas, como kinesiología, matronas, entre otras.


Agregó, que lo anterior, conlleva una responsabilidad, cual es determinar que sea una carrera impartida por una universidad y no por institutos profesionales. Al mismo tiempo, expresó, que estos profesionales deben estar sometidos a un test, al igual que el exigido a los médicos, con la finalidad de que existan garantías de seriedad y calidad para los pacientes chilenos. Será un sistema eficiente, por el cual  al médico sólo le serán entregados los casos graves. 


El Honorable Senador señor Girardi señaló que el diagnóstico precoz es eficaz, por cuanto la medicina podrá actuar mostrando toda su capacidad desde el principio de la enfermedad, por lo que se podrá recuperar a los pacientes.


El Ministro de Salud puntualizó que el lugar obvio de trabajo para tecnólogos con esta mención es la salud primaria.


Informó que se estudia introducir una nueva prestación Auge, la que se denominará Programa Integral de Oftalmología Preventiva, donde se garantizará una consulta anual mínima con un tecnólogo médico con mención en oftalmología. En esta consulta se realizarán acciones mínimas como la medición de la presión ocular, la evaluación del fondo de ojo, la medición de la agudeza visual, la prescripción de lentes y la inter consulta con un médico oftalmólogo para el evento en que sea necesario. 


Explicó que se está analizando incluir una glosa en la ley de presupuestos del año 2011, para poder solventar esta nueva garantía Auge. Así como también, se espera que sea una prestación de Fonasa, para que las personas mediante un bono procedan de acuerdo a un sistema de libre elección.


Por todo lo anterior, solicitó votar el proyecto a la brevedad a fin de que contar, en enero o febrero del próximo año, con una solución generalizada. 

A continuación, se procedió a votar la idea de legislar, la que fue aprobada por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

DISCUSIÓN PARTICULAR


El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados está estructurado en un artículo único, desglosado en cuatro literales, y una disposición transitoria. 


En efecto, el artículo único propone modificar el Código Sanitario en los siguientes aspectos:

a) Intercala un artículo 113 bis.

La norma aprobada por la Cámara de Diputados precisa que los profesionales de colaboración médica indicados en el artículo 113 de la legislación vigente, pueden prescribir ayudas técnicas, fármacos de uso tópico, tratamientos básicos y otros que el reglamento establezca, siempre que sea efectuado en el marco de acción de un equipo de salud. 


Asimismo, el inciso segundo del nuevo artículo 113 bis establece que en aquellos casos en que dichos profesionales presten servicios a personas que presenten síntomas o antecedentes de patologías locales o sistémicas, deberán derivarlos de inmediato a un médico cirujano que haya certificado su especialidad correspondiente en conformidad con las normas legales vigentes, pudiendo colaborar con éste en la atención del enfermo para su rehabilitación si así se requiriese.  


Cabe señalar que el artículo 113 vigente, en su inciso primero, define por ejercicio ilegal de la profesión de médico cirujano, todo acto realizado con el propósito de formular diagnóstico, pronóstico o tratamiento en pacientes o consultantes, en forma directa o indirecta, por personas que no están legalmente autorizadas para el ejercicio de la medicina. A su vez, su inciso segundo permite que quienes cumplen funciones de colaboración médica, puedan realizar algunas de las actividades señaladas, siempre con indicación y supervigilancia médica, así como también atender enfermos en caso de situaciones extremas y siempre que no sea posible la asistencia de un profesional. Los incisos siguientes se refieren a la atención profesional del psicólogo y de la enfermera.


Sobre el particular, S. E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir la letra a) del texto aprobado por la Cámara de Diputados, que intercala el artículo 113 bis descrito en los párrafos precedentes, con el objeto de precisar, en el inciso primero, que será el tecnólogo médico con mención en oftalmología quien podrá detectar los vicios de refracción ocular a través de su medida instrumental, mediante la ejecución, análisis, interpretación y evaluación de pruebas y exámenes destinados a dicho fin, todo lo cual sujeto a los requisitos que contenga el reglamento dictado para tal efecto.


Del mismo modo, el inciso segundo de la norma de reemplazo contenida en la indicación del Ejecutivo, faculta al tecnólogo médico con mención en oftalmología para prescribir, adaptar y verificar lentes ópticos y controlar las ayudas técnicas destinadas a corregir vicios de refracción. También podrá detectar alteraciones del globo ocular y disfunciones visuales, con el objeto de derivar oportunamente al médico cirujano especialista que corresponda.


A su vez, su inciso final, dispone que cuando estos profesionales presten sus servicios a personas que, al ser examinadas, evidencien la presencia de patologías locales o sistémicas, deberán derivarlas de inmediato a un médico cirujano con especialización en oftalmología. Con todo, agrega, el tecnólogo médico podrá participar en la atención del enfermo para su rehabilitación, si así se requiriese.


Al respecto, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán y Ruiz-Esquide, formularon  indicación para agregar en el inciso segundo del artículo 113 bis propuesto por el Ejecutivo, luego de la palabra “ópticos”, la frase: “prescribir fármacos de uso tópico, tratamientos básicos y otros que el reglamento establezca”.


En cuanto a la indicación precedente, el Honorable Senador señor Girardi, hizo presente la conveniencia de señalar que los tecnólogos médicos podrá prescribir los “fármacos que el reglamento establezca” y no especificar que sean aquellos de “uso tópico”. Enfatizó, además, la importancia de incluir en la norma a los tratamientos básicos. 

La indicación del Ejecutivo que sustituye el artículo 113 bis contenido en la letra a) del artículo único del texto de la Cámara de Diputados, fue aprobada en los mismos términos descritos, con la sola enmienda de incorporar en el inciso segundo, a continuación de la palabra “ópticos” la frase “prescribir fármacos, tratamientos básicos y otros que el reglamento establezca”. Concurrieron a este acuerdo la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.

b) Incorpora un artículo 118 bis.


El artículo aprobado por la Cámara de Diputados, tiene por finalidad especificar los servicios profesionales del tecnólogo médico con mención en oftalmología y del optómetra.  En efecto, tales actividades comprenden la detección y compensación de los vicios de refracción ocular a través de su medida instrumental; la indicación, adaptación, verificación y control de las ayudas ópticas, la utilización de técnicas de reeducación, prevención e higiene visual, la evaluación, detección, tratamiento y prevención de las disfunciones visuales. Asimismo, faculta a dichos profesionales, cuando realicen un examen ocular, para utilizar aquellos fármacos de uso tópico para el diagnóstico.

En atención al acuerdo precedente, que aprueba un nuevo texto para el artículo 113 bis que recoge las actividades señaladas en esta letra para el tecnólogo médico, el presente literal fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.
c) Modifica el artículo 120.

El artículo 120 vigente prohíbe a los profesionales señalados en el artículo 112, ejercer su profesión y tener intereses comerciales que digan relación directa con su actividad, en establecimientos destinados a la importación, producción, distribución y ventas de productos farmacéuticos, aparatos ortopédicos, prótesis y artículos ópticos, a menos que el Colegio respectivo emita en cada caso un informe estableciendo que no se vulnera la ética profesional. Asimismo, exceptúa de esta prohibición a los químico-farmacéuticos y farmacéuticos.


El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, elimina la frase “a menos que el colegio respectivo emita en cada caso un informe estableciendo que no se vulnera la ética profesional”, con el objeto de suprimir la excepción que consagra el referido artículo.  


Con motivo de la supresión de la letra b) del texto aprobado por la Cámara de Diputados, S.E. el Presidente de la República formuló una nueva indicación al literal c) descrito, signada ahora con la letra b). La propuesta de reemplazo sustituye en el artículo 120 descrito, la frase “en el artículo 112” por “en los artículos 112 y 113 bis”, con el objeto de incluir a los tecnólogos médicos con mención en oftalmología en la prohibición señalada en dicha disposición legal, referida a ejercer la profesión y tener, a la vez, intereses comerciales que digan relación directa con su actividad. 

-La indicación del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.
° ° °

Letra c), nueva


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar en el artículo 124 del Código Sanitario, la frase “cirujanos-dentistas y matronas” por “cirujanos-dentistas, matronas y tecnólogos médicos con mención en oftalmología”.


La  indicación tiene por objeto facultar también a los tecnólogos médicos para que en el ejercicio de su profesión puedan mantener  existencia de productos farmacéuticos para ser administrados por ellos.

-La unanimidad de los miembros de la Comisión de Salud  Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide aprobaron la indicación.
° ° °


d) Modifica el artículo 128.


La norma aprobada por la Cámara de Diputados reemplaza, en su inciso primero, la frase “receta médica correspondiente”,  por “receta emitida por el profesional facultado para prescribir que corresponda”, con el objeto de precisar que la receta médica que prescribe lentes con fuerza dióptrica, puede ser emitida por el profesional facultado para ello. Lo anterior, es concordante con la propuesta del nuevo artículo 113 bis que incorpora a los tecnólogos médicos con mención en oftalmología en esta área.


-Fue aprobada por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide.
Artículo Transitorio


La norma aprobada por la Cámara de Diputados establece el plazo de entrada en vigor de la presente ley. Al efecto, dispone que comenzará a regir seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.


S. E. el Presidente de la República formuló indicación para agregar un inciso final del siguiente tenor:


“Para acogerse a lo establecido en esta ley, el Ministerio de Salud, dentro del plazo mencionado en el inciso anterior, deberá dictar un reglamento que señale las competencias mínimas que los tecnólogos médicos con mención en oftalmología deberán poseer, así como los procedimientos para su acreditación. Dicho reglamento indicará los requisitos y limitaciones a los que se encontrará sujeta la actividad de los referidos profesionales en materia de vicios de refracción y patologías del globo ocular.”.


El artículo fue aprobado por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, y con la misma votación se aprobó la indicación del Ejecutivo.


Finalmente, el Honorable Senador señor Girardi hizo presente la necesidad modificar el nombre en virtud del cual se titula el proyecto de ley en informe, pues la propuesta inicial era crear la profesión de optómetra; sin embargo, producto de las modificaciones acordadas por la Comisión, el proyecto define la competencia de los tecnólogos médicos en el campo de la salud visual. 


En razón de lo anterior, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadores señora Matthei y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide acordó reemplazar el título de la iniciativa en estudio por el siguiente: “proyecto de ley que modifica el Código Sanitario con el objeto de definir la competencia de los tecnólogos médicos en el campo de la oftalmología”.

 - - -

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Salud tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

MODIFICACIONES

ARTÍCULO ÚNICO

Letra a)

Sustitúyese por la siguiente:

“a) Incorpórase el siguiente artículo 113 bis:



Artículo 113 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el tecnólogo médico con mención en oftalmología podrá detectar los vicios de refracción ocular a través de su medida instrumental, mediante la ejecución, análisis, interpretación y evaluación de pruebas y exámenes destinados a ese fin. Dicha actividad deberá realizarla sujeto a los requisitos y limitaciones que contenga un reglamento dictado por el Ministerio de Salud.




En virtud de lo señalado en el inciso anterior, el tecnólogo médico con mención en oftalmología podrá prescribir, adaptar y verificar lentes ópticos, prescribir fármacos, tratamientos básicos y otros que el reglamento establezca, y controlar las ayudas técnicas destinadas a corregir vicios de refracción. Además, podrá detectar alteraciones del globo ocular y disfunciones visuales, a fin de derivar oportunamente al médico cirujano especialista que corresponda.




Cuando estos profesionales presten sus servicios a personas que, al ser examinadas, evidencien la presencia de patologías locales o sistémicas, deberán derivar de inmediato al paciente a un médico cirujano con especialización en oftalmología. Con todo, el tecnólogo médico podrá participar junto al referido médico cirujano en la atención del enfermo para su rehabilitación, si así se requiriese.”. (unanimidad, 5x0).





Letra b)




Suprimirla.

(unanimidad, 5x0).

Letra c)

Pasa a ser letra b), modificada por la siguiente:

“b) Reemplázase, en el artículo 120, la frase “en el artículo 112” por “en los artículos 112 y 113 bis”. (unanimidad, 5x0).

° ° °

Letra c), nueva



Consultar la siguiente letra c), nueva




c) Sustitúyese, en el artículo 124, la frase “cirujanos-dentistas y matronas” por “cirujanos-dentistas, matronas y tecnólogos médicos con mención en oftalmología”. (unanimidad, 5x0).

° ° °

Artículo transitorio


Agregar el siguiente inciso final:



“Para acogerse a lo establecido en esta ley, el Ministerio de Salud, dentro del plazo mencionado en el inciso anterior, deberá dictar un reglamento que señale las competencias mínimas que los tecnólogos médicos con mención en oftalmología deberán poseer, así como los procedimientos para su acreditación. Dicho reglamento indicará los requisitos y limitaciones a los que se encontrará sujeta la actividad de los referidos profesionales en materia de vicios de refracción y patologías del globo ocular.”. (unanimidad, 5x0).

- - -


En virtud de las modificaciones efectuadas, el texto del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario con el objeto de definir la competencia de los tecnólogos médicos en el campo de la oftalmología, queda como sigue:




“Artículo único.- Introdúcense, en el Código Sanitario, las modificaciones siguientes:

a) Incorpórase el siguiente artículo 113 bis:



“Artículo 113 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el tecnólogo médico con mención en oftalmología podrá detectar los vicios de refracción ocular a través de su medida instrumental, mediante la ejecución, análisis, interpretación y evaluación de pruebas y exámenes destinados a ese fin. Dicha actividad deberá realizarla sujeto a los requisitos y limitaciones que contenga un reglamento dictado por el Ministerio de Salud.




En virtud de lo señalado en el inciso anterior, el tecnólogo médico con mención en oftalmología podrá prescribir, adaptar y verificar lentes ópticos, prescribir fármacos, tratamientos básicos y otros que el reglamento establezca, y controlar las ayudas técnicas destinadas a corregir vicios de refracción. Además, podrá detectar alteraciones del globo ocular y disfunciones visuales, a fin de derivar oportunamente al médico cirujano especialista que corresponda.




Cuando estos profesionales presten sus servicios a personas que, al ser examinadas, evidencien la presencia de patologías locales o sistémicas, deberán derivar de inmediato al paciente a un médico cirujano con especialización en oftalmología. Con todo, el tecnólogo médico podrá participar junto al referido médico cirujano en la atención del enfermo para su rehabilitación, si así se requiriese.”.



b)  Reemplázase, en el artículo 120, la frase “en el artículo 112” por “en los artículos 112 y 113 bis”.

c) Sustitúyese, en el artículo 124, la frase “cirujanos-dentistas y matronas” por “cirujanos-dentistas, matronas y tecnólogos médicos con mención en oftalmología”.



d) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 128, la frase “receta médica correspondiente” por “receta emitida por el profesional facultado para prescribir que corresponda”.



Artículo transitorio.- Esta ley comenzará a regir seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.



Para acogerse a lo establecido en esta ley, el Ministerio de Salud, dentro del plazo mencionado en el inciso anterior, deberá dictar un reglamento que señale las competencias mínimas que los tecnólogos médicos con mención en oftalmología deberán poseer, así como los procedimientos para su acreditación. Dicho reglamento indicará los requisitos y limitaciones a los que se encontrará sujeta la actividad de los referidos profesionales en materia de vicios de refracción y patologías del globo ocular.”.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 1 de junio y 17 de agosto de 2010,con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet, Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Sala de la Comisión, a 30 de agosto de 2010. 

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretaria Accidental
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, SOBRE RECUPERACIÓN Y CONTINUIDAD EN CONDICIONES CRÍTICAS Y DE EMERGENCIA DEL SISTEMA PÚBLICO DE TELECOMUNICACIONES

(7029-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”, el 10 de agosto de 2010.
- - - - - - - -

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


En virtud de lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y siguientes de la Carta Fundamental y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vuestra Comisión envió oficio Nº 53/TT/2010, de fecha 18 de agosto del presente, a la Excma. Corte Suprema, con la finalidad de recabar su parecer respecto de las letras b) y c) del artículo 39 A contenido en el Nº 8 del artículo único, que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia.


Además acompañó el texto de esta iniciativa legal sobre recuperación y continuidad en condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones, con urgencia calificada de “simple”.

- - - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Son normas de rango orgánico constitucional las letras b) y c) del artículo 39 A contenido en el Nº 8 del artículo único, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77, inciso segundo y siguientes, de la Constitución Política de la República, y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, por cuanto se relacionan con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.


Por lo tanto, para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia que dichos preceptos requieren para su aprobación, de acuerdo con el artículo 66 de nuestra Carta Fundamental, del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

- - - - - - -


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton y de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Carolina Tagle.
- - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: números 3, 4, 5 y 6 del artículo único y artículo transitorio.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 14 y 15.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 4, 5, 8, 9, 10, 11, 12 y 13.

IV.- Indicaciones rechazadas: 1 y 6.

V.- Indicación retirada: 7.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 2 y 3.
- - - - - 

Exposición del Subsecretario de Telecomunicaciones



El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, inició su presentación reiterando que esta iniciativa legal obedece al establecimiento de una Mesa de Trabajo, entre los concesionarios de los servicios de telecomunicaciones y la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


En ese sentido explicó, que esta iniciativa legal recoge los acuerdos alcanzados y constituye un resguardo legal para que en el futuro, cuando se produzcan situaciones de emergencia derivadas de catástrofes, no existan problemas de implementación.


En la estructura de telecomunicaciones se ubican las estaciones que son las celdas de la red móvil y un sistema central de conmutación, que es la planta telefónica y sistemas que administran estas celdas, que son las torres o antenas.


Los puntos críticos de las redes de emergencia son todos desde el ámbito de la energía o de la congestión. Los puntos de congestión pueden presentarse desde el teléfono a la celda, por lo tanto, si se conectan 10 usuarios a una celda, los megaherz para banda ancha se comparten y si existen 40 canales y 100 personas conectadas, los canales se comparten entre todas las personas conectadas, con lo cual las capacidades de conectividad o de hablar en forma simultánea dependen de la capacidad de la red. De esta forma, se puede producir congestión en los distintos puntos en que existe concentración.


Lo mismo sucede con la energía, todos los puntos necesitan suministro de energía eléctrica, sea mediante una batería o grupo electrógeno, si cae una celda queda un sector aislado. Si cae una administradora de estaciones de celda, se afecta a un sector importante de la ciudad y en caso de una central, se afectan varias regiones, como fue el caso de la caída de la Central de Claro, que atiende a 5 regiones del centro sur del país y que quedaron sin servicio.


Es imposible dimensionar una red de telecomunicaciones para que todos los usuarios se comuniquen al mismo tiempo, por eso se buscan distintos tipos de respuestas para las medidas que contiene el proyecto de ley.


En un día de Año Nuevo, se cursan alrededor de 38.000.000 de comunicaciones y el día 1 de enero se siguen recibiendo llamadas. El 27 de febrero de 2010, las comunicaciones se multiplicaron por 24 veces a lo que sucede en un día normal y adicionalmente se debe considerar sólo el 60% de la demanda, porque un 40% del sistema durante las primeras 6 horas estaban fuera de servicio, por lo tanto, es imposible dimensionar una red para cursar ese tráfico y no existe en ningún país.


Con motivo del corte de energía del 14 de marzo del año en curso, se produjo una demanda de tráfico y una congestión en toda la red.


Las redes se dimensionan en función de la cantidad de consumo, el post pago, tiene una tarifa promedio mensual de $ 11.000 y el sistema de prepago, de $ 3.000. Ante una catástrofe todas las personas intentan llamar por teléfono, con lo cual es imposible dimensionar redes para esa situación.


Las redes se dimensionan para que puedan hablar entre un 15 y 18%, por celda, en forma simultánea, que es el estándar mundial y son las recomendaciones de la UIT.  Está establecido por estudios de comportamientos de las personas que no hablan más del 15% en forma simultánea en una celda. Chile se ubica dentro de los estándares mundiales para efectos de tráfico.


Ante la situación de corte de energía se pudo constatar que los tres principales operadores presentaron situaciones similares, en cuanto a fallas, celdas y antenas que cayeron como efecto del terremoto. Para el terremoto, el 40% de las estaciones bases quedaron fuera de servicio; el 35% cayeron a los 20 minutos por cortes de energía, con lo cual claramente se constata que existe un problema de respaldo de energía asociado y el 65% restante, cayó dentro del rango de 6 horas.


Durante el corte de energía de 14 de marzo de año en curso, cayeron 600 estaciones de 2.400, que quedaron fuera de servicio en los primeros 20 minutos.


De esta forma, se puede concluir que los tres operadores de telecomunicaciones tienen un comportamiento similar, los respaldos de energía son similares, la recuperación se asoció exactamente a la forma en que se recuperó la energía con las empresas eléctricas, lo que demuestra que existe una correlación directa entre energía y la falla.


Como consecuencia del terremoto, se pudo constatar que las 131 estaciones bases que supuestamente tenían 8 horas de autonomía, cayeron a los 20 minutos, con lo cual se deben analizar las prácticas de mantención y buscar una solución que se ha estimado que sería triplicar la mensajería de texto. Un minuto de comunicación equivale aproximadamente a 12 mensajes de texto y respaldos de energía.


En esa oportunidad, se constató que los respaldos de energía son poco confiables y que existe falta de coordinación entre las distintas instancias con las empresas. No llegó la energía eléctrica, no habían grupos electrógenos, porque las telecomunicaciones de esos sitios no están tipificados como situaciones críticas, no están dentro de las prioridades y falta una fiscalización y la normativa es insuficiente.


Las redes públicas no están preparadas para administrar y ser el soporte de redes de emergencia, por lo tanto, tiene que existir una red de emergencia con sus características y una red pública con respaldo para que la comunidad se pueda comunicar.


Las acciones comprometidas son: Identificar 506 sitios de emplazamientos críticos, que corresponden 273 a telefonía móvil y 233 a telefonía fija al mes de diciembre de 2011. Todos estos sitios deben contar con grupos electrógenos para 48 horas de energía, como mínimo. Además, deberán considerarse dentro del modelo de gestión de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI) tipificados como sitios críticos, que en caso de cualquier catástrofe o emergencia, tengan prioridad en la recuperación de energía o suministro de petróleo o combustible.


Para el resto de las estaciones se establece que tengan entre 2 a 4 horas, lo que está dentro de los procesos tarifarios, por lo tanto, están incorporados en las tarifas, situación que se debe fiscalizar y normar en forma más precisa en la iniciativa legal en estudio.


Respecto de la congestión, señaló que se triplicará la capacidad de los servicios de mensajería, que se pretende implementar en noviembre de este año, para que el próximo Año Nuevo los usuarios se puedan conectar, por lo menos, con mensajes de texto. 


En la actualidad, la ONEMI cuenta con un coordinador de telecomunicaciones que recoge de todos los servicios públicos el estado de las redes para saber qué celdas o sectores de la población cuentan con comunicación, por lo tanto, se requiere contar con la información en tiempo real, porque se usará un sistema central que mandará mensajes a través del sistema CBS, que se usa en Japón, en que se mandan mensajes diseccionados a cada celda, para que se tomen las acciones en situaciones de catástrofe o de emergencia.


Las indicaciones presentadas recogen el acuerdo alcanzado con los operadores de servicios de telecomunicaciones en el sentido de que las instalaciones centrales que están en la ONEMI corresponden a inversión estatal y se incorporará en el presupuesto para el año 2011 y las empresas pondrán a disposición su red completa y los puntos de conexión para poder transmitir los mensajes de alerta.


Los teléfonos celulares cuentan con tres vías de comunicación, la comunicación de voz normal, los sistemas de mensajería y un sistema de radio que recibe señales, que no se usa en la actualidad. Son 8 canales, por lo que se acordó con las empresas que se pusieran de libre disposición esos canales para recibir mensajes de 140 caracteres que son captados por estos sistemas de radio y tienen prioridad sobre el mensaje de texto normal del teléfono. Este sistema no afecta la actividad de las empresas concesionarias.


Es muy importante para el ente coordinador de la emergencia, conocer el estado real de la red telefónica en cualquier zona del país para poder mandar los mensajes. Si no sabe que hay celdas fuera de servicio y envía los mensajes éstos no serán recibidos por los usuarios, por lo tanto, debe buscar vías alternativas, televisión, radios, redes sociales o redes de emergencia.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 15 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, con 8 numerales que modifican la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones y un artículo transitorio.
ARTÍCULO ÚNICO
Nº 1

Artículo 3º


El artículo 3º de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones clasifica los servicios de telecomunicaciones.

Su letra e) define los servicios intermedios de telecomunicaciones, constituidos por los servicios prestados por terceros, a través de instalaciones y redes, destinados a satisfacer las necesidades de transmisión o conmutación de los concesionarios o permisionarios de telecomunicaciones en general, o a prestar servicio telefónico de larga distancia a la comunidad en general.

El artículo 3° del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado propone eliminar en la letra e) del artículo 3°, luego de las palabras "necesidades de" y antes de la palabra "de", las expresiones “transmisión o conmutación”.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 1.

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Longueira, para reemplazarlo por el siguiente:


“1.- Reemplázase la letra e) del artículo 3°, por la siguiente:


“e) Servicios intermedios de telecomunicaciones, constituidos por los servicios prestados por terceros, a través de instalaciones y redes, destinados a satisfacer las necesidades de transmisión o conmutación de los concesionarios o permisionarios de telecomunicaciones en general, o a prestar servicio telefónico de larga distancia a la comunidad en general. Adicionalmente, los proveedores de infraestructura física para telecomunicaciones podrán voluntariamente solicitar una concesión de servicio intermedio para facilitar el despliegue de su infraestructura y servicios.”.”.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, expresó que el Ejecutivo no comparte la indicación presentada puesto que la esencia del modelo de infraestructura se basa en la calidad de concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones. 


Respecto de las necesidades de transmisión o conmutación, manifestó que esos términos corresponden a la época de dictación de la ley de telecomunicaciones, en que sólo existían plantas telefónicas y sistemas de transmisión, sin embargo, en la actualidad se ha producido un gran avance, con lo cual esas necesidades han quedado obsoletas permitiéndose la existencia de los operadores de infraestructura de torres para poliductos, o para soterrar las instalaciones aéreas, incluso pueden ser proveedores de instalación de fibra óptica, como sucede en países desarrollados en que existe una instalación masiva en los hogares, con aportes privados y fiscales. En algunos casos, esos instaladores son operadores que sólo instalan fibra óptica oscura y no tienen ningún elemento electrónico para efectuar una transmisión.


Por otra parte, la calidad de proveedores de infraestructura física para las telecomunicaciones, constituye una categoría que no tiene definición legal, además, para prestar un servicio intermedio no se requiere solicitar una concesión de telecomunicaciones.


Junto con lo anterior, solicitó efectuar una modificación formal al texto del número 1, del artículo único, aprobado en general, por el Honorable Senado, sustituyendo el numeral 1, por el siguiente:


“1.- Elimínese en la letra e) del artículo 3°, luego de las palabras "necesidades de", las expresiones “transmisión o conmutación de”.


Esta enmienda se realizó con la aprobación de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.


- En votación la indicación Nº 1, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.
Nº 2
Artículo 7° bis


El numeral 2 del artículo único, del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, agrega el siguiente artículo 7° bis:


"Artículo 7° bis.- En situaciones de emergencia, resultantes de fenómenos de la naturaleza y/o fallas eléctricas generalizadas, u otras de riesgo colectivo, los concesionarios, permisionarios y/o licenciatarios de telecomunicaciones deberán transmitir sin costo, en la medida que sus sistemas técnicos así lo permitan y que no afecten la calidad de servicio definida en la normativa técnica bajo cuyo amparo se encuentran dichas concesiones, permisos y/o licencias, los mensajes de alerta que les encomienden determinados organismos públicos con competencia en esos casos. Lo anterior con el fin de permitir el ejercicio de las funciones gubernamentales de coordinación,  prevención y solución de los efectos que puedan producirse en situaciones de emergencia. Un reglamento definirá la interoperación entre estos sistemas de alerta y los concesionarios de telecomunicaciones.".


A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 2, 3, 4 y 5.

Indicaciones Nos 2 y3


2.- De los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Novoa, y 3.- de la Honorable Senadora señora Matthei, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 7° bis.- Con el fin de permitir el ejercicio de las funciones gubernamentales de coordinación, prevención y solución de los efectos que puedan producirse en situaciones de emergencia, la Subsecretaría de Telecomunicaciones estará facultada para celebrar con concesionarios, permisionarios o licenciatarios de telecomunicaciones, los convenios de transmisión de mensajes de alerta para utilizarse en situaciones de emergencia, resultantes de fenómenos de la naturaleza o situaciones de catástrofe de riesgo colectivo. El objeto de dichos convenios será la transmisión de los mensajes de alerta que les encomienden determinados organismos públicos con competencia en esos casos.”.


- Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi por recaer en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 65 de la Constitución Política; artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y 118 del Reglamento.

Indicaciones Nos 4 y 5

4.- De los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Novoa, y 5.- de la Honorable Senadora señora Matthei, en subsidio de la anterior, para sustituir la frase “determinados organismos públicos con competencia en esos casos” por “el o los órganos a los que la ley le encomiende esta facultad”, y agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La obligación contenida en este artículo se entenderá cumplida con la sola retransmisión del mensaje de alerta por parte del concesionario, permisionario o licenciatario, a los usuarios a quienes les presten el servicio de telefonía móvil.”.


El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que estas indicaciones tienen por finalidad abrir una discusión en el sentido de que en las situaciones de emergencia los concesionarios deberán transmitir sin costo los mensajes de alerta, por lo que es importante determinar si se puede imponer esta obligación por ley a las concesiones actuales.


En seguida, consultó si esta obligación se impondrá a todos los concesionarios de telecomunicaciones, sin discriminaciones, añadió que en caso que no exista facultad legal para establecer esta obligación debería celebrarse un convenio.


Recordó que después del terremoto se acordó con las empresas de telecomunicaciones la transmisión de mensajes de alerta, sin embargo, después de unos años se puede establecer que ese artículo es inaplicable por inconstitucional.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, reiteró que la presentación de esta iniciativa legal obedece a una larga negociación con los operadores de servicios de telecomunicaciones en que se adoptaron serios compromisos, como consecuencia de la situación producida por el terremoto de 27 de febrero del año en curso y la imagen que se tenía de las telecomunicaciones en el país.


De esta forma, se acordó que los concesionarios de los servicios de telecomunicaciones pongan a disposición la conectividad para poder irradiar los mensajes de alerta. En el caso de los teléfonos móviles, se hace uso de una infraestructura que no atenta en contra de los negocios básicos, lo hace a través de unas radios que tienen los equipos móviles en cada teléfono, son 8 canales de mensajería adicionales a la transmisión de voz.


Ante estas situaciones, existen dos tipos de experiencias internacionales, una lo constituye este modelo, que se usa en Israel y en varios países de Europa y otro sistema por convenio, vigente en Estados Unidos, sin embargo, en este caso la autoridad administrativa debe contar con grandes recursos para efectuar publicidad e informar a los usuarios que algunas compañías de telecomunicaciones no cuentan con el servicio de mensajes de alerta.


En opinión, del Ejecutivo la norma aprobada en general por el Senado, permite que se transmita el mensaje de alerta, sin costo, sin afectar la calidad del servicio, de la operación, sin causar perjuicios económicos y en la medida que los sistemas técnicos lo permitan.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que para analizar esta materia se debe partir de la base que las concesionarias de servicios de telecomunicaciones usan un espectro radioeléctrico que es público, por lo tanto, en situaciones de emergencia existe la obligación legal para establecer prestaciones públicas, se trata de situaciones de emergencia, circunstanciales.


El Honorable Senador señor Novoa solicitó fijar el alcance normativo de la ley común, porque en el futuro se podría establecer que se trata de una emergencia social y se podría obligar a transmitir los planes sociales del Gobierno. En Venezuela, se presenta esta situación y en algunos días hay 12 horas de cadena nacional.


Por lo que en su opinión, se debe acotar con precisión el concepto de “situaciones de emergencia” y solicitó dejar constancia que los concesionarios de servicios de telecomunicaciones no serán responsables del contenido de los mensajes de alerta. Sólo deben cumplir con la obligación de retransmitirlos.


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que el Ejecutivo comparte la indicación formulada puesto que próximamente se presentará a trámite legislativo una iniciativa legal tendiente a reformular la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI), en que se establecerá la facultad de enviar mensajes de alerta.


Para el Ejecutivo está claro que una vez que se retransmite el mensaje de alerta por parte del concesionario se acota su responsabilidad.


Como consecuencia de la discusión de estas indicaciones, la Comisión acordó modificar la redacción del artículo 7º, bis, aprobado en general por el Senado, sustituyéndolo por el siguiente:


“Artículo 7º bis.- En situaciones de emergencia, resultantes de fenómenos de la naturaleza o fallas eléctricas generalizadas o en situaciones de catástrofe, los concesionarios, permisionarios o licenciatarios de telecomunicaciones deberán transmitir sin costo, en la medida que sus sistemas técnicos así lo permitan y que no afecten la calidad de servicio definida en la normativa técnica bajo cuyo amparo se encuentran dichas concesiones, permisos o licencias, los mensajes de alerta que les encomienden el o los órganos a los que la ley le otorgue esta facultad. Lo anterior con el fin de permitir el ejercicio de las funciones gubernamentales de coordinación, prevención y solución de los efectos que puedan producirse en situaciones de emergencia. Un reglamento definirá la interoperación entre estos sistemas de alerta y los concesionarios de telecomunicaciones.


La obligación contenida en este artículo se entenderá cumplida con la sola retransmisión de los mensajes de alerta por parte del concesionario, permisionario o licenciatario, a los usuarios a quienes les presten servicios de telecomunicaciones de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3º, quedando eximida su responsabilidad en caso de fuerza mayor o hecho fortuito.


Los concesionarios, permisionarios o licenciatarios, no asumirán responsabilidad por el contenido del mensaje que deban retransmitir.”.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.
- - - - - - - - 

Artículo 8º


El artículo 8º de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, dispone que para todos los efectos de esta ley, el uso y goce de frecuencias del espectro radioeléctrico será de libre e igualitario acceso por medio de concesiones, permisos o licencias de telecomunicaciones, especialmente temporales, otorgadas por el Estado.


Se requerirá de concesión otorgada por decreto supremo para la instalación, operación y explotación de los siguientes servicios de telecomunicaciones: a) públicos; b) intermedios que se presten a los servicios de telecomunicaciones por medio de instalaciones y redes destinadas al efecto, y c) de radiodifusión sonora. Los servicios limitados de televisión se regirán por las normas del artículo 9° de esta ley.


Las concesiones se otorgarán a personas jurídicas. El plazo de las concesiones se contará desde la fecha en que el respectivo decreto supremo se publique en el Diario Oficial; será de 30 años para los servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, renovable por períodos iguales, a solicitud de parte interesada; y de 25 años para las concesiones de radiodifusión respecto de las cuales la concesionaria gozará de derecho preferente para su renovación, de conformidad a los términos de esta ley.


El decreto de concesión deberá publicarse en el Diario Oficial, a costa de la concesionaria, dentro del plazo de 30 días, contados desde que la Subsecretaría le notifique que el decreto fue totalmente tramitado por la Contraloría General de la República. La no publicación del decreto dentro del plazo indicado, producirá la extinción de la concesión por el solo ministerio de la ley.


A quien se le hubiere caducado una concesión o permiso, no podrá otorgársele concesión o permiso alguno dentro de los 5 años siguientes a la fecha en que quedó ejecutoriada la respectiva resolución.


Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones o terceros podrán dar prestaciones complementarias por medio de las redes públicas. Estas prestaciones consisten en servicios adicionales que se proporcionan mediante la conexión de equipos a dichas redes, los cuales deberán cumplir con la normativa técnica que establezca la Subsecretaría y no deberán alterar las características técnicas esenciales de las redes, ni el uso que tecnológicamente permitan, ni las modalidades del servicio básico que se preste con ellas. El cumplimiento de la norma técnica y el funcionamiento de los equipos, serán de la exclusiva responsabilidad de las prestatarias de estos servicios complementarios.


La prestación o comercialización de estos servicios adicionales no estará condicionada a anuencia previa alguna ni contractual de las concesionarias de servicios públicos de telecomunicaciones ni a exigencia o autorización de organismos o servicios públicos, salvo lo establecido en el inciso anterior respecto de los equipos. De igual manera, las concesionarias a que se refiere este inciso no podrán ejecutar acto alguno que implique discriminación o alteración a una sana y debida competencia entre todos aquellos que proporcionen estas prestaciones complementarias.


La instalación y explotación de los equipos para las prestaciones complementarias no requerirán de concesión o de permiso. La Subsecretaría en el plazo de 60 días de requerida para ello, adjuntándosele los respectivos antecedentes técnicos, se pronunciará sobre el cumplimiento de las exigencias que se establecen en el inciso séptimo de este artículo. Si transcurrido dicho plazo no se ha emitido pronunciamiento alguno, se entenderá que los equipos complementarios cumplen con la normativa técnica y se podrá iniciar la prestación de los servicios.

A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 6.
Indicación Nº 6


6.- Del Honorable Senador señor Longueira, para intercalar, a continuación del numeral 2.-, el siguiente, nuevo:


“….- Intercálase, en el inciso segundo del artículo 8°, luego de “al efecto,”, la frase “distintas de la infraestructura física contemplada en la parte final de la letra b) del artículo 31”.”.

Durante la discusión de esta indicación, se hizo presente que la referencia contenida en ella está mal formulada. 

- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.
- - - - - - - 
Artículo 36 B


El artículo 36 B de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, señala que comete delito de acción pública:


a) El que opere o explote servicios o instalaciones de telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión sin autorización de la autoridad correspondiente, y el que permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen tales servicios o instalaciones. La pena será la de presidio menor en sus grados mínimo a medio, multa de cinco a trescientas unidades tributarias mensuales y comiso de los equipos e instalaciones, y


b) El que maliciosamente interfiera, intercepte o interrumpa un servicio de telecomunicaciones, sufrirá la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados y el comiso de los equipos e instalaciones.


c) El que intercepte o capte maliciosamente o grave sin la debida autorización, cualquier tipo de señal que se emita a través de un servicio público de telecomunicaciones, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio y multa de 50 a 5.000 UTM.


d) La difusión pública o privada de cualquier comunicación obtenida con infracción a lo establecido en la letra precedente, será sancionada con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de 100 a 5.000 UTM.

A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 7.
Indicación Nº 7

7.- Del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar, a continuación del número 6.-, el siguiente, nuevo:


“….- Derógase la letra a) del artículo 36 B.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, explicó que resulta excesiva y desproporcionada la sanción propuesta por esta norma cuando se trata de transmisiones de organizaciones comunitarias.

El Honorable Senador señor Novoa hizo presente que esta indicación es ajena a las ideas matrices del proyecto de ley. 


El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, señaló que el artículo 36 B de la Ley General de Telecomunicaciones tiene una aplicación universal y la situación de las radios comunitarias debe regularse en su mérito.


Antiguamente, se entendía por “libre recepción” la transmisión radial, sin embargo, en la actualidad dentro del concepto de “libre recepción” se considera el wi fi y podría ocurrir que se otorgue un servicio público con redes de wi fi, por lo que esa materia debe regularse con mucha precisión. 

- Esta indicación fue retirada por su autor.

- - - - - -

Nº 7

Artículo 37


El artículo 37 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, indica que todo concesionario, permisionario o titular de licencia de servicios de telecomunicaciones deberá mantener, en un lugar visible dentro del local de la estación o a disposición de la autoridad, copia autorizada del decreto, permiso, o licencia correspondiente.


La Subsecretaría podrá requerir de los concesionarios o permisionarios de servicios de telecomunicaciones los antecedentes e informes que sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, quienes estarán obligados a proporcionarlos. La negativa injustificada a entregar la información o antecedentes solicitados o la falsedad en la información proporcionada será castigada con las penas del artículo 210 del Código Penal, con la salvedad que la multa no podrá ser inferior a cinco ni superior a quinientas unidades tributarias mensuales.

El numeral 7 del artículo único aprobado en general, propone incorporar en el inciso segundo del artículo 37°, a continuación del punto seguido y antes de donde dice “La negativa injustificada a entregar la información”, la siguiente frase:


“Los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, para los fines de lo dispuesto en el artículo 7° bis de la ley, deberán facilitar a la Subsecretaría o a cualquiera de los organismos públicos a que se refiere la citada disposición, la información sobre fallas significativas en sus sistemas de telecomunicaciones que puedan afectar el normal funcionamiento de los mismos. Dichos requerimientos podrán efectuarse por medios electrónicos y deberán entregarse en la forma y oportunidad que al efecto señale el reglamento que dicte el Ministerio.”

A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 8 y 9.

Indicaciones Nos 8 y 9

8.- De los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Novoa, y 9.- de la Honorable Senadora señora Matthei, para incorporar la siguiente frase inicial al inciso propuesto: “En situaciones de catástrofe colectiva,”; comenzar con minúscula el artículo “Los”, y suprimir la frase “o a cualquiera de los organismos públicos a que se refiere la citada disposición,”.

El Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, informó que mediante esta norma se pretende que cuando se produzcan fallas colectivas del sistema de telecomunicaciones, la autoridad pueda contar con la información con anticipación para evitar que se remitan mensajes de alerta a una zona que no tiene servicio, que fue uno de los problemas que afectó a la ONEMI después del terremoto de 27 de febrero de 2010, en que se ignoraba el estado de las redes de telecomunicaciones en el país.


En consecuencia, propuso que este artículo se apruebe en concordancia con los términos del artículo 7º bis, del proyecto de ley, aprobado en general por el Senado.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.

Nº  8

Artículos 39 A 

El numeral 8 del artículo único aprobado en general, incorpora a continuación del Título VII de la ley N° 18.168, un nuevo Título VIII del siguiente tenor:

"TÍTULO VIII

De las Infraestructuras Críticas de Telecomunicaciones


Artículo 39° A.- El Ministerio, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, desarrollará un plan de resguardo de la infraestructura crítica de telecomunicaciones del país, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en situaciones de emergencia resultantes de fenómenos de la naturaleza, fallas eléctricas generalizadas u otras situaciones análogas. Para este efecto, tendrá las siguientes atribuciones:


a) Coordinar con los diversos organismos e instituciones de gobierno y con los agentes privados el diseño, implementación, desarrollo y mantenimiento de la política y plan de resguardo de las infraestructuras críticas de telecomunicaciones.


b) Declarar, mediante resolución fundada, y de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento, como infraestructura crítica las redes y sistemas de telecomunicaciones cuya interrupción, destrucción, corte o fallo, generaría serio impacto en la salud, y seguridad de la población.


c) Establecer medidas de resguardo que deberán adoptar los concesionarios, permisionarios y/o licenciatarios para la operación y explotación de sus respectivas infraestructuras de telecomunicaciones que hayan sido declaradas como críticas. Lo anterior, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en los términos referidos en sus propios proyectos técnicos, en aquellas situaciones de emergencia descritas en el inciso primero de este artículo.


Al artículo 39 A de este numeral se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 10, 11, 12 y 13.
Indicaciones Nos 10 y 11

10.- De los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Novoa, y 11.- de la Honorable Senadora señora Matthei, para sustituir, en el encabezamiento, la frase “u otras situaciones análogas” por “u otras situaciones de catástrofe colectiva”.

La Comisión acordó eliminar el término “colectiva” para que sea coherente con las normas aprobadas anteriormente.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.

Indicaciones Nos 12 y 13

12.- De los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Novoa, y 13.- de la Honorable Senadora señora Matthei, para sustituir las letras b) y c) por las siguientes:


“b) Declarar como infraestructura crítica, mediante resolución fundada y de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento, las redes y sistemas de telecomunicaciones cuya interrupción, destrucción, corte o fallo, generaría serio impacto en la seguridad de la población afectada. El concesionario podrá reclamar de esta declaración ante el Ministro, dentro del plazo de diez días, acompañando los antecedentes que fundamenten la solicitud. Presentada la reclamación se dará traslado a la Subsecretaría, que deberá evacuar un informe dentro de los diez días siguientes a la recepción del oficio en que éste se le haya solicitado. Vencido este plazo, el Ministro resolverá dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de este informe o del transcurso del plazo, según corresponda. Esta resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de los diez días siguientes a la fecha de notificación. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. Vencido el plazo para apelar o ejecutoriada la resolución que resuelve la apelación, el Ministro procederá a dictar el decreto que declara o deniega la calidad de crítica de una determinada infraestructura.


c) Establecer medidas de resguardo que deberán adoptar los concesionarios, permisionarios o licenciatarios, para la operación y explotación de sus respectivas infraestructuras de telecomunicaciones que hayan sido declaradas como críticas. Lo anterior, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en los términos referidos en sus propios proyectos técnicos, en aquellas situaciones de emergencia descritas en el encabezamiento de este artículo. El concesionario podrá reclamar de una o más de las medidas decretadas ante el Ministro, dentro del plazo de diez días, acompañando los antecedentes que fundamenten la solicitud. Presentada la reclamación se dará traslado a la Subsecretaría, que deberá evacuar un informe dentro de los diez días siguientes a la recepción del oficio en que éste se le haya solicitado. Vencido este plazo, el Ministro resolverá dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de este informe o del transcurso del plazo, según corresponda. Esta resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de los diez días siguientes a la fecha de notificación. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. Vencido el plazo para apelar o ejecutoriada la resolución que resuelve la apelación, el Ministro procederá a dictar el decreto que declara o deniega la calidad de crítica de una determinada infraestructura.”.


El Honorable Senador señor Novoa explicó que estas indicaciones tienen por finalidad establecer el procedimiento de reclamo en la ley, para evitar que el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional determinen que no existe el debido proceso y las garantías para las personas.


Agregó que en esta materia, existe iniciativa parlamentaria.


La indicación presentada declara la infraestructura crítica y en caso que el concesionario estime que procede la reclamación está establecido el procedimiento. De otra forma, se podría considerar que la norma es inaplicable porque no existe el derecho a reclamar.


Respecto de la letra c) de estas indicaciones, se acordó sustituir la frase final que dice “la calidad de crítica de una determinada infraestructura”, por la siguiente: “las referidas medidas de resguardo”.


En consideración a los términos de estas indicaciones, que establecen un nuevo procedimiento judicial, vuestra Comisión acordó remitir oficio a la Excelentísima Corte Suprema para recabar su opinión.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas con modificaciones, con los votos de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán y Novoa, y con la abstención del Honorable Senador señor Girardi.

Artículo 39 B


Artículo 39° B.- Un reglamento contendrá las definiciones, procedimientos, medidas y requisitos para que la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro de la esfera de su competencia, implemente el plan de resguardo de la infraestructura crítica de telecomunicaciones del país.

Al artículo 39 B se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 14 y 15.
Indicaciones Nos 14 y 15

14.- De los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y Novoa, y 15.- de la Honorable Senadora señora Matthei, para incorporar las siguientes oraciones finales: “Las medidas de resguardo que se impongan en el reglamento deberán ser estrictamente proporcionales a la cobertura de servicio que preste dicha infraestructura, además de ser técnica y económicamente viables de implementar por parte de los operadores del servicio. Asimismo, deberá establecer un plazo dentro del cual los concesionarios implementen estas medidas en forma gradual, tomando en cuenta los factores técnicos de dicha implementación.”.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.
- - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:
MODIFICACIONES

En mérito de las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de recomendaros que aprobéis el proyecto de ley de su primer informe, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO
Nº 1

--- Sustituirlo, por el siguiente:


“1.- Elimínese en la letra e) del artículo 3°, luego de las palabras “necesidades de”, las expresiones “transmisión o conmutación de”.


(Unanimidad 5x0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.)

Nº 2

--- Reemplazarlo, por el siguiente:


“2.- Agréguese el siguiente artículo 7º bis:


“Artículo 7º bis.- En situaciones de emergencia, resultantes de fenómenos de la naturaleza o fallas eléctricas generalizadas o en situaciones de catástrofe, los concesionarios, permisionarios o licenciatarios de telecomunicaciones deberán transmitir sin costo, en la medida que sus sistemas técnicos así lo permitan y que no afecten la calidad de servicio definida en la normativa técnica bajo cuyo amparo se encuentran dichas concesiones, permisos o licencias, los mensajes de alerta que les encomienden el o los órganos a los que la ley le otorgue esta facultad. Lo anterior con el fin de permitir el ejercicio de las funciones gubernamentales de coordinación, prevención y solución de los efectos que puedan producirse en situaciones de emergencia. Un reglamento definirá la interoperación entre estos sistemas de alerta y los concesionarios de telecomunicaciones.


La obligación contenida en este artículo se entenderá cumplida con la sola retransmisión de los mensajes de alerta por parte del concesionario, permisionario o licenciatario, a los usuarios a quienes les presten servicios de telecomunicaciones de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3º, quedando eximida su responsabilidad en caso de fuerza mayor o hecho fortuito.


Los concesionarios, permisionarios o licenciatarios no asumirán responsabilidad por el contenido del mensaje que deban retransmitir.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 4 y 5.)

Nº 7

--- Incorporar la siguiente frase inicial al inciso propuesto: “En situaciones de catástrofe,”; comenzar con minúscula el artículo “Los”, y suprimir la frase “o a cualquiera de los organismos públicos a que se refiere la citada  disposición,”.


(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 8 y 9.)
Nº 8

--- Sustituir, en el inciso primero del artículo 39 A, la frase “u otras situaciones análogas” por “u otras situaciones de catástrofe”.


(Unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 10 y 11.)


--- Reemplazar las letras b) y c), por las siguientes:


“b) Declarar como infraestructura crítica, mediante resolución fundada y de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento, las redes y sistemas de telecomunicaciones cuya interrupción, destrucción, corte o fallo, generaría serio impacto en la seguridad de la población afectada. El concesionario podrá reclamar de esta declaración ante el Ministro, dentro del plazo de diez días, acompañando los antecedentes que fundamenten la solicitud. Presentada la reclamación se dará traslado a la Subsecretaría, que deberá evacuar un informe dentro de los diez días siguientes a la recepción del oficio en que éste se le haya solicitado. Vencido este plazo, el Ministro resolverá dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de este informe o del transcurso del plazo, según corresponda. Esta resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de los diez días siguientes a la fecha de notificación. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. Vencido el plazo para apelar o ejecutoriada la resolución que resuelve la apelación, el Ministro procederá a dictar el decreto que declara o deniega la calidad de crítica de una determinada infraestructura.


c) Establecer medidas de resguardo que deberán adoptar los concesionarios, permisionarios o licenciatarios, para la operación y explotación de sus respectivas infraestructuras de telecomunicaciones que hayan sido declaradas como críticas. Lo anterior, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en los términos referidos en sus propios proyectos técnicos, en aquellas situaciones de emergencia descritas en el encabezamiento de este artículo. El concesionario podrá reclamar de una o más de las medidas decretadas ante el Ministro, dentro del plazo de diez días, acompañando los antecedentes que fundamenten la solicitud. Presentada la reclamación se dará traslado a la Subsecretaría, que deberá evacuar un informe dentro de los diez días siguientes a la recepción del oficio en que éste se le haya solicitado. Vencido este plazo, el Ministro resolverá dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de este informe o del transcurso del plazo, según corresponda. Esta resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de los diez días siguientes a la fecha de notificación. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. Vencido el plazo para apelar o ejecutoriada la resolución que resuelve la apelación, el Ministro procederá a dictar el decreto que declara o deniega las referidas medidas de resguardo.”.


(4 votos a favor y 1 abstención. Indicaciones 
Nos 12 y 13.)


--- Agregar, al artículo 39 B, las siguientes oraciones finales: “Las medidas de resguardo que se impongan en el reglamento deberán ser estrictamente proporcionales a la cobertura de servicio que preste dicha infraestructura, además de ser técnica y económicamente viables de implementar por parte de los operadores del servicio. Asimismo, deberá establecer un plazo dentro del cual los concesionarios implementen estas medidas en forma gradual, tomando en cuenta los factores técnicos de dicha implementación.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones Nos 14 y 15.)
- - - - - - -

Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


1.- Elimínese en la letra e) del artículo 3°, luego de las palabras "necesidades de", las expresiones “transmisión o conmutación de”.

2.- Agréguese el siguiente artículo 7° bis:


“Artículo 7º bis.- En situaciones de emergencia, resultantes de fenómenos de la naturaleza o fallas eléctricas generalizadas o en situaciones de catástrofe, los concesionarios, permisionarios o licenciatarios de telecomunicaciones deberán transmitir sin costo, en la medida que sus sistemas técnicos así lo permitan y que no afecten la calidad de servicio definida en la normativa técnica bajo cuyo amparo se encuentran dichas concesiones, permisos o licencias, los mensajes de alerta que les encomienden el o los órganos a los que la ley le otorgue esta facultad. Lo anterior con el fin de permitir el ejercicio de las funciones gubernamentales de coordinación, prevención y solución de los efectos que puedan producirse en situaciones de emergencia. Un reglamento definirá la interoperación entre estos sistemas de alerta y los concesionarios de telecomunicaciones.


La obligación contenida en este artículo se entenderá cumplida con la sola retransmisión de los mensajes de alerta por parte del concesionario, permisionario o licenciatario, a los usuarios a quienes les presten servicios de telecomunicaciones de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3º, quedando eximida su responsabilidad en caso de fuerza mayor o hecho fortuito.

Los concesionarios, permisionarios o licenciatarios no asumirán responsabilidad por el contenido del mensaje que deban retransmitir.”.


3.- En el artículo 13° A de la ley:


A) En su inciso sexto, sustitúyase la frase "Ésta se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría, por una sola vez, en el Diario Oficial. Además, se publicará en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones y equipos técnicos de la emisora.", por la siguiente: "Ésta se notificará al o los interesados de conformidad a lo dispuesto en el artículo 16° Bis de la ley, tras lo cual se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría en el sitio web de dicho organismo, el que para tales fines mantendrá un link especial con acceso directo a todas las resoluciones publicadas, a lo menos, en el  mes anterior. En caso de declararse desierto el concurso por ausencia de postulantes, la resolución correspondiente se publicará en extracto en el sitio web de la Subsecretaría sin necesidad de notificación previa.".


B) Elimínase su inciso séptimo.


4.- Agréguese en el inciso cuarto del artículo 13°C de la ley, a continuación de la frase "Se aplicarán al concurso las normas que se establecen en los artículos 13 y 13A, en lo que les sea aplicable.", la siguiente frase: "Las publicaciones a que se refiere el artículo 13°A se harán en el Diario Oficial y en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones. En el caso de otorgamiento de la concesión o permiso las publicaciones serán de cargo del beneficiado y deberán realizarse dentro de los 10 días siguientes a la fecha de su notificación, bajo sanción de tenérsele por desistido de su solicitud, por el solo ministerio de la ley y sin necesidad de resolución adicional alguna. En caso de declararse desierto el concurso la publicación sólo se hará en el Diario Oficial, será de cargo de la Subsecretaría y deberá realizarse en igual plazo.".


5.- En el artículo 14° de la ley:


A) Agréguese al final del inciso cuarto del artículo 14° de la ley, a continuación de donde dice "en la medida que no modifiquen o alteren la zona de servicio.", la siguiente frase: "Las publicaciones previstas en las citadas disposiciones se harán en el sitio web de la Subsecretaría, conforme a lo dispuesto en el artículo 13° A de la ley.".


B) Agréguese a continuación del inciso quinto del artículo 14° de la ley, precedida de un coma, donde dice "se regirán por las normas establecidas en los artículos 15 y 16 de esta ley", lo que se señala a continuación: "con excepción de aquellas modificaciones que, no importando una alteración de la zona de servicio, de las frecuencias, del ancho de banda o de las potencias máximas ya autorizadas, se instalen sobre infraestructuras ya autorizadas, en cuyo caso la autorización se otorgará mediante resolución de la Subsecretaría.".


6.- En el artículo 27°:


A) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de donde dice “Toda suspensión, interrupción o alteración del servicio telefónico” y antes de donde dice “que exceda de”, la frase "e Internet".

B) Elimínase, en su inciso segundo, entre la expresión “deberá ser descontada de la tarifa mensual de servicio” y la expresión “a razón de un día por cada 24 horas”, la palabra “básico”.


C) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 27° de la ley, a continuación de donde dice "al usuario con el", la expresión “equivalente al".


D) Elimínase, en su inciso segundo, entre la expresión “valor de la tarifa” y la expresión “diaria por cada día de suspensión”, la palabra “básica”. 


7.- Incorpórase en el inciso segundo del artículo 37°, a continuación del punto seguido y antes de donde dice “La negativa injustificada a entregar la información”, la siguiente frase:


“En situaciones de catástrofe, los concesionarios de servicios públicos e intermedios de telecomunicaciones, para los fines de lo dispuesto en el artículo 7° bis de la ley, deberán facilitar a la Subsecretaría la información sobre fallas significativas en sus sistemas de telecomunicaciones que puedan afectar el normal funcionamiento de los mismos. Dichos requerimientos podrán efectuarse por medios electrónicos y deberán entregarse en la forma y oportunidad que al efecto señale el reglamento que dicte el Ministerio.”.

8.- Incorpórase a continuación del Título VII de la ley N° 18.168, un nuevo Título VIII del siguiente tenor:

"TÍTULO VIII

De las Infraestructuras Críticas de Telecomunicaciones


Artículo 39° A.- El Ministerio, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, desarrollará un plan de resguardo de la infraestructura crítica de telecomunicaciones del país, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en situaciones de emergencia resultantes de fenómenos de la naturaleza, fallas eléctricas generalizadas u otras situaciones de catástrofe. Para este efecto, tendrá las siguientes atribuciones:


a) Coordinar con los diversos organismos e instituciones de gobierno y con los agentes privados el diseño, implementación, desarrollo y mantenimiento de la política y plan de resguardo de las infraestructuras críticas de telecomunicaciones.

b) Declarar como infraestructura crítica, mediante resolución fundada y de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento, las redes y sistemas de telecomunicaciones cuya interrupción, destrucción, corte o fallo, generaría serio impacto en la seguridad de la población afectada. El concesionario podrá reclamar de esta declaración ante el Ministro, dentro del plazo de diez días, acompañando los antecedentes que fundamenten la solicitud. Presentada la reclamación se dará traslado a la Subsecretaría, que deberá evacuar un informe dentro de los diez días siguientes a la recepción del oficio en que éste se le haya solicitado. Vencido este plazo, el Ministro resolverá dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de este informe o del transcurso del plazo, según corresponda. Esta resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de los diez días siguientes a la fecha de notificación. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. Vencido el plazo para apelar o ejecutoriada la resolución que resuelve la apelación, el Ministro procederá a dictar el decreto que declara o deniega la calidad de crítica de una determinada infraestructura.


c) Establecer medidas de resguardo que deberán adoptar los concesionarios, permisionarios o licenciatarios, para la operación y explotación de sus respectivas infraestructuras de telecomunicaciones que hayan sido declaradas como críticas. Lo anterior, con el objeto de asegurar la continuidad de las comunicaciones en los términos referidos en sus propios proyectos técnicos, en aquellas situaciones de emergencia descritas en el encabezamiento de este artículo. El concesionario podrá reclamar de una o más de las medidas decretadas ante el Ministro, dentro del plazo de diez días, acompañando los antecedentes que fundamenten la solicitud. Presentada la reclamación se dará traslado a la Subsecretaría, que deberá evacuar un informe dentro de los diez días siguientes a la recepción del oficio en que éste se le haya solicitado. Vencido este plazo, el Ministro resolverá dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de este informe o del transcurso del plazo, según corresponda. Esta resolución podrá ser apelada para ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de los diez días siguientes a la fecha de notificación. La apelación deberá ser fundada y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. Vencido el plazo para apelar o ejecutoriada la resolución que resuelve la apelación, el Ministro procederá a dictar el decreto que declara o deniega las referidas medidas de resguardo.

Artículo 39° B.- Un reglamento contendrá las definiciones, procedimientos, medidas y requisitos para que la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dentro de la esfera de su competencia, implemente el plan de resguardo de la infraestructura crítica de telecomunicaciones del país. Las medidas de resguardo que se impongan en el reglamento deberán ser estrictamente proporcionales a la cobertura de servicio que preste dicha infraestructura, además de ser técnica y económicamente viables de implementar por parte de los operadores del servicio. Asimismo, deberá establecer un plazo dentro del cual los concesionarios implementen estas medidas en forma gradual, tomando en cuenta los factores técnicos de dicha implementación.

Artículo Transitorio.- Esta ley comenzará a regir 30 días después de su publicación. El reglamento será dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dentro de los 90 días siguientes a la entrada en vigencia de la misma.".

- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 17 de agosto de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 27 de agosto de 2010.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA UN ORGANISMO ADMINISTRADOR PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LA PORTABILIDAD NUMÉRICA

(6964-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 17 de agosto de 2010.
- - - - - - - -


Dejamos constancia que esta iniciativa legal se discutió sólo en general, en conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.

- - - - - - - - -

Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Jefe de la División Política Regulatoria y Estudios de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Cristian Núñez y de la Asesora Legislativa del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Carolina Tagle.
- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Incorporar un nuevo artículo 25 bis en la Ley General de Telecomunicaciones, con el fin de crear un organismo administrador de la portabilidad numérica, que se hará cargo de la administración de datos centralizada, sobre la que funcionará el sistema de portabilidad numérica, para lo cual se establecen las características fundamentales relativas a las funciones y financiamiento del citado organismo, así como los principios a que deberá sujetarse en su ejercicio, entregando a la potestad reglamentaria la definición de los elementos complementarios, relativos a tales aspectos y otros que puedan resultar necesarios para su debida ejecución.
ANTECEDENTES JURÍDICOS.

Tienen incidencia, en este proyecto de ley, las siguientes normas jurídicas:


- Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


Se modifica esta ley, incorporándosele un artículo 25 bis, nuevo, que consta de ocho incisos.


El artículo 25 bis que se introduce otorga a los usuarios la posibilidad de cambiar su proveedor de servicio telefónico, manteniendo su número, lo que permite aumentar la competencia, entre los concesionarios e Internet, de telefonía fija y celular, por cuanto el número se podrá llevar a cualquiera de estas plataformas, debido a que disminuye la barrera de salida desde el punto de vista regulatorio, con lo que obliga a los operadores a aumentar la eficiencia en la atención y retención de sus usuarios.


- Resolución 686/2003, emanada de la Comisión Resolutiva del Tribunal de la Libre Competencia.


- Resolución Nº 4.249 de 2009, de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que estableció los principios básicos en los que se basará la portabilidad del número en el país. 



- Resolución Nº 340 de 2010, de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que establece los códigos adicionales a la actual señalización de cada llamada, que los concesionarios deberán incorporar para lograr el correcto enrutamiento de las llamadas.

- Informe N° 2/2009, del Tribunal de la Libre Competencia, que concluye con la liberación de las tarifas a público de las concesionarias de telefonía local, declaradas como dominantes.

- Decreto Nº 746, de 1999, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, artículos 30 y 31 sobre Plan Técnico Fundamental de Encaminamiento.
ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que dio origen a esta iniciativa legal señala como antecedentes de hecho contenidos en el presente proyecto de ley los siguientes:

La normativa de telecomunicaciones en vigor establece en favor de los suscriptores del servicio público telefónico y otros servicios del mismo tipo, el derecho a que se les otorguen dichos servicios de manera regular y continua,  sin detrimento del mismo, aunque se produzcan circunstancias tales como el cambio de empresa suministradora, el cambio de domicilio del suscriptor u otras semejantes, pero resulta indispensable en determinadas circunstancias el impulso legislativo conducente a garantizar la materialización efectiva de tal derecho en toda su extensión.


Es el caso de la portabilidad numérica, lo que parece altamente conveniente para que los suscriptores dispongan de este sistema que les permita mantener su número telefónico, favoreciendo tanto a los usuarios que no se ven perjudicados por el cambio de número y sus costos asociados, como la libre competencia en el sector.


Entendiendo los beneficios de la portabilidad numérica, no sólo la mayoría de los países desarrollados la han implementado, sino también otros de nuestra región, entre ellos, Brasil, México, República Dominicana, Ecuador y Perú. 


Por todo lo anterior, y luego de efectuados estudios y consultas durante un largo proceso de evaluación y discusión, se ha dictado la normativa técnica necesaria para la implementación de la portabilidad numérica en nuestro país.


Dicha normativa contempla como eje de funcionamiento un sistema de portabilidad numérica sustentado en una base de datos única administrada de una manera centralizada.


Lo anterior, en atención a que de esta manera se minimizan los costos de enrutamiento técnico y de transacción para todas las compañías y usuarios.


Asimismo, desde el punto de vista de la protección de una libre y sana competencia para el mercado de las telecomunicaciones, la opción por un sistema de portabilidad numérica sustentado en una base de datos centralizada resulta también crucial, toda vez que se evitan dificultades y costos de coordinación entre los diferentes operadores y, más aún, se evita el comportamiento estratégico perjudicial que cualquiera de ellos pudiera desarrollar, dado el impacto en la rivalidad competitiva que importa la ejecución de la portabilidad.


Para asegurar el funcionamiento regular del sistema centralizado de administración de la portabilidad numérica y para asegurar la plena operatividad de la portabilidad en su conjunto, resulta indispensable considerar en la Ley General de Telecomunicaciones un Organismo Administrador específico, que actúe con independencia de cada uno de los concesionarios considerados éstos individualmente, a fin de administrar la base de datos que operará como núcleo técnico del sistema, asegurando los principios de no discriminación, mínimo costo, colaboración y celeridad respecto de los usuarios, que son esenciales para la consecución de los objetivos asociados a la portabilidad.


En lo que se refiere a los costos, cabe señalar que una proporción de los costos físicos y lógicos asociados a la implementación de la portabilidad numérica, han sido ya considerados en los decretos que regulan las tarifas de los concesionarios respectivos, fundamentalmente en lo concerniente a costos de inversión y explotación correspondientes a inversiones en diseño o adecuaciones de red y de sistemas informáticos, que cada empresa eficiente debe asumir internamente para operar con portabilidad numérica.


Finalmente, el Mensaje dejó constancia de que esta iniciativa legal consideró mociones parlamentarias que versan sobre la misma materia.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


Se encuentra estructurado en un artículo único y dos artículos transitorios.


El artículo único, incorpora un artículo 25 bis, nuevo, en la ley Nº  18.168, General de Telecomunicaciones, que consta de ocho incisos.

Su inciso primero establece que todo concesionario de servicio público telefónico, del mismo tipo, y suministrador de servicios complementarios conectados con la red pública telefónica, se encuentra obligado a la implementación del sistema de portabilidad, debiendo mantener una conexión con la base de datos que opere centralizadamente y sujetarse a las obligaciones que, mediante reglamento, se establezcan para el adecuado funcionamiento del sistema.


Su inciso segundo, señala que la implementación técnica de la portación de los números telefónicos por parte de los suscriptores y usuarios de concesionarios de servicio público telefónico, del mismo tipo, y de los suministradores de servicios complementarios conectados con la red pública telefónica, se efectuará a través de la implementación de una base de datos, única y centralizada, de números portados. La base de datos deberá contar con la información necesaria y actualizada para su correcta operación, concerniente a la numeración telefónica asignada. Esta base de datos podrá, en todo caso, contemplar categorías diferenciadas para el servicio público telefónico local, móvil y del mismo tipo, de modo de circunscribir el ejercicio de la portabilidad a cada uno de dichos servicios. Reglamentariamente se establecerán las condiciones de funcionamiento del sistema y de interoperación entre el organismo administrador a que se refiere el inciso siguiente y los concesionarios de servicio público telefónico, del mismo tipo y portadores, así como aquellas condiciones necesarias relativas a su financiamiento.


Su inciso tercero dispone que la administración de la base de datos estará a cargo de un Organismo Administrador de la Portabilidad, persona jurídica constituida en Chile y con domicilio en el país, cuyo financiamiento será definido en el reglamento antes indicado, en base a un sistema proporcional y mixto que considere las siguientes fuentes: a) los costos de inversión necesarios para prestar los servicios relacionados con la operación de la portabilidad numérica, se financiarán en virtud de los aportes que deberán efectuar los concesionarios de servicio público telefónico y del mismo tipo, en función de su participación en la numeración asignada a nivel nacional, y b) los costos de explotación se financiarán en base a las transacciones de portabilidad realizadas por suscriptores y usuarios.


Su inciso cuarto preceptúa que el Organismo Administrador de la Portabilidad proveerá los mecanismos de consulta a la base de datos de forma eficiente y no discriminatoria, de modo que el costo de la operación de la portabilidad numérica sea el mínimo posible que permitan los parámetros de calidad establecidos por el reglamento y la normativa técnica correspondiente.


Su inciso quinto indica que el Organismo Administrador de la Portabilidad deberá ser designado mediante una licitación efectuada por los concesionarios antes descritos, previa aprobación de las bases de dicha licitación por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Su inciso sexto señala que un reglamento establecerá el procedimiento de la licitación que deberá llevarse a cabo para designar al Organismo Administrador de la Portabilidad, así como todos los demás aspectos relativos a su instalación, organización, funcionamiento y condiciones económicas de los servicios concernientes directamente a las transacciones de portabilidad, sin perjuicio de aquellas materias entregadas a las bases de la licitación pública correspondiente.


Su inciso séptimo se refiere a las infracciones a las obligaciones legales o reglamentarias asociadas a la implementación y operación de la portabilidad numérica, que impidan o dificulten su funcionamiento o el legítimo ejercicio de los derechos que de ella derivan, en que incurran tanto los concesionarios de servicio público telefónico y del mismo tipo como el Organismo Administrador, se sancionarán de conformidad a lo dispuesto en el título VII de la presente ley, particularmente de acuerdo a lo previsto en el artículo 36 bis y en el inciso primero del artículo 38. Lo anterior es sin perjuicio de las medidas provisionales que, con el solo objeto de resguardar la continuidad del servicio y previa calificación de la Subsecretaría, corresponda adoptar a la autoridad de telecomunicaciones en caso que el Organismo Administrador de la Portabilidad deba ser cesado en sus funciones por incurrir en estado de insolvencia o infracción grave a sus obligaciones.


Finalmente, su inciso octavo dispone que la implementación y operación del sistema de portabilidad numérica no admitirá discriminaciones de ninguna especie, que impidan la incorporación de nuevos concesionarios de servicio público telefónico y del mismo tipo al sistema, asegurando así la existencia de condiciones objetivas y transparentes de acceso al mismo.


El artículo 1º transitorio establece un plazo de 60 días, contado desde la entrada en vigencia de la ley, para que la propuesta de bases para la licitación sea entregada a la Subsecretaría de Telecomunicaciones para su aprobación o rechazo. Una vez aprobadas las bases, las concesionarias tendrán un plazo máximo de 60 días para llamar a licitación.


El artículo 2º transitorio indica que en el caso que venza el plazo sin que las concesionarias hayan llamado a licitación, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá realizar el llamado a nombre de las concesionarias, las que serán responsables de adjudicar, contratar y financiar la puesta en marcha y operación del Organismo Administrador de la Portabilidad, en los términos planteados en esta ley.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Durante la discusión en general de esta iniciativa legal se escuchó la exposición del Jefe de Regulación de la División Política Regulatoria y Estudios de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Cristián Núñez, quien informó que la portabilidad del número es la posibilidad para que los usuarios puedan cambiar su proveedor de servicio telefónico, utilizando el mismo número. Desde el punto de vista regulatorio, constituye una herramienta que permite aumentar la competencia, debido a que baja la barrera de salida y obliga a los operadores a mejorar la eficiencia en la atención y retención de sus usuarios. 


La portabilidad numérica se ha implementado en alrededor de 60 países, ya sea en telefonía local o móvil, o en ambas, sin embargo, en Chile no es posible efectuarla porque existe una barrera de salida que redunda en la falta de una mayor competencia en este mercado.


La portabilidad del número local se implementó, por primera vez, en el año 1996 en Hong Kong y la portabilidad del número móvil, en Singapur, en el año 1997. Por su parte, en Latinoamérica ya la han implementado Brasil, México, Perú y Ecuador, encontrándose en proceso República Dominicana, Colombia y Panamá. 


La experiencia internacional indica que las tasas promedio de portación en régimen son inferiores a 5% al año y los valores de salida varían entre US$ 1 y US$ 7.


En la situación actual, sin portabilidad numérica, cuando un usuario quiere llamar a otro, la empresa que origina la llamada analiza el número “discado”, y según el bloque de numeración asignado a cada operadora, resuelve el destino de la llamada.


Con portabilidad, cuando un usuario quiera llamar a otro, si éste último se cambió de proveedor de telefonía, el operador que origina la llamada no puede saber dónde se encuentra el usuario llamado, vale decir, cuál es el operador de destino. Para ello, es necesario realizar una consulta a una base de datos de números que le informe en qué operador se encuentra el usuario en cuestión.


Mediante el establecimiento de la portabilidad numérica, la base de datos de números deberá ser administrada por un Organismo Administrador de la Portabilidad, denominado genéricamente OAP. Esta base de datos de números deberá ser única y centralizada, con el propósito de disminuir los riesgos de integridad de la información. Contendrá el listado de números, tanto de redes de telefonía local como de telefonía móvil, además de los números de servicios complementarios.


En la base de datos, se le asociará a cada número un código numérico que identificara de manera inequívoca a cada operador. Esta asociación representa, en cada instante de tiempo, la relación entre el número portado y el operador que tiene el usuario de dicho número como cliente.


El OAP deberá preocuparse de mantener la base de datos de números perfectamente actualizada y libre de fallas, según los procedimientos que se establezcan en la normativa. Administrará la base de datos, que es la fuente de información disponible para determinar el destino de las llamadas, para cada llamada se consulta en la base de datos, para conocer el código del operador de destino y encaminar correctamente la llamada.


Por su parte, los concesionarios, deberán implementar una base de datos local “espejo” o copia de la base de datos de portabilidad del OAP, la cual será consultada en cada llamada para determinar la ruta correcta. Esta base de datos “espejo” se actualizará periódicamente, según se establezca en la normativa.


Cuando el usuario se cambia de operador, portando su número, esta información es actualizada en la base de datos, con lo cual cada llamada se encamina al operador que efectivamente se encuentra atendiendo al usuario.


La ley vigente no incluye el concepto de portabilidad numérica. En el año 1999 se incorporó el derecho a la portabilidad en el Plan Técnico Fundamental de Encaminamiento, según lo establece el decreto Nº 746, de 1999, artículos 30 y 31 y en el Plan Técnico Fundamental de numeración, contenido en el decreto Nº 747, de 1999, Título VIII. Desde esa fecha se han realizado diversos estudios tendientes a determinar si la portabilidad es viable técnica y económicamente, decidiéndose en el año 2007 iniciar el proceso de implementación.


Los costos relacionados para implementar la portabilidad, al interior de los operadores, se han ido incorporando paulatinamente en los procesos tarifarios en la proporción que atañe a los servicios regulados.


Respecto del avance de la portabilidad numérica, informó que se encuentra vigente la Resolución Nº 4.249 de 2009, que estableció los principios básicos en los que se basará la portabilidad del número en el país. Asimismo, se encuentra vigente la Resolución Nº 340 de 2010, que establece los códigos adicionales a la actual señalización de cada llamada, que los concesionarios deberán incorporar para lograr el correcto enrutamiento de las llamadas y se encuentra en desarrollo un reglamento que establecerá las obligaciones y deberes de los concesionarios y usuarios en el marco de la portabilidad.


El proyecto de ley, en estudio, establece que la portabilidad será tanto para la telefonía local como para la telefonía móvil y propone la creación de un Organismo Administrador de la Portabilidad (OAP) que gestionará la base de datos de números telefónico, como también otra información esencial para la correcta operación del sistema.


Indicó que la inversión del OAP se financiará a partir de los aportes de los operadores en función de la numeración asignada. EL OAP se ocupará de proveer los mecanismos de consulta a la base de datos de forma eficiente y no discriminatoria.


La designación del OAP se efectuará vía licitación por parte de los operadores, previa aprobación de las bases por la Subsecretaría de Telecomunicaciones y corresponderá a ésta la elaboración de un reglamento que norme el procedimiento de licitación y todo lo relativo a la instalación, funcionamiento y financiamiento del OAP.


En las disposiciones transitorias se establece que una vez entrada en vigencia esta iniciativa legal, la industria deberá dentro del plazo de 60 días entregar las Bases de Licitación a la Subsecretaría de Telecomunicaciones y una vez aprobadas, se consulta un plazo de 60 días para que las operadoras llamen a licitación, vencido ese plazo la Subsecretaría podrá llamar a licitación a nombre de las operadoras.


Finalizada la exposición anterior los señores Senadores formularon los siguientes planteamientos y observaciones:


1.- El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, consideró positivo este proyecto de ley que favorece la competencia en la industria de las telecomunicaciones y elimina las barreras de entrada a dicho mercado y anunció su voto a favor de esta iniciativa legal.


2.- La Honorable Senadora señora Rincón manifestó su voluntad en orden a aprobar  esta iniciativa legal que representa un anhelo de los usuarios, no obstante, señaló que debe regularse la tuición sobre la base de datos. En ese sentido, recordó que hace algunos años se estableció que todas las bases de datos que se crearán, para cualquier efecto, serían administradas por el Registro Civil. En este caso, tratándose de una base de datos que sólo contiene información de números sería preferible regularla, de manera general, mediante un reglamento.


3.- El Honorable Senador señor Novoa informó que la Comisión de Economía del Senado se encuentra estudiando una normativa tendiente a perfeccionar y regular la existencia de las bases de datos personales.
VOTACIÓN EN GENERAL


Luego de escuchar la exposición anterior sobre este proyecto de ley y de efectuarse los planteamientos y observaciones consignadas, los Honorables Senadores votaron en general la idea de legislar sobre esta materia.


- Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó el proyecto de ley, en general, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Girardi y Novoa.
- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A continuación se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Incorpórase el siguiente artículo 25 bis, nuevo, en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


"Artículo 25 bis.- Todo concesionario de servicio público telefónico, del mismo tipo, y suministrador de servicios complementarios conectados con la red pública telefónica, se encuentra obligado a la implementación del sistema de portabilidad, debiendo mantener una conexión con la base de datos que opere centralizadamente y sujetarse a las obligaciones que, mediante reglamento, se establezcan para el adecuado funcionamiento del sistema.


La implementación técnica de la portación de los números telefónicos por parte de los suscriptores y usuarios de concesionarios de servicio público telefónico, del mismo tipo, y de los suministradores de servicios complementarios conectados con la red pública telefónica, se efectuará a través de la implementación de una base de datos, única y centralizada, de números portados. La base de datos deberá contar con la información necesaria y actualizada para su correcta operación, concerniente a la numeración telefónica asignada. Esta base de datos podrá, en todo caso, contemplar categorías diferenciadas para el servicio público telefónico local, móvil y del mismo tipo, de modo de circunscribir el ejercicio de la portabilidad a cada uno de dichos servicios. Reglamentariamente se establecerán las condiciones de funcionamiento del sistema y de interoperación entre el organismo administrador a que se refiere el inciso siguiente y los concesionarios de servicio público telefónico, del mismo tipo y portadores, así como aquellas condiciones necesarias relativas a su financiamiento.


La administración de la base de datos estará a cargo de un Organismo Administrador de la Portabilidad, persona jurídica constituida en Chile y con domicilio en el país, cuyo financiamiento será definido en el reglamento antes indicado, en base a un sistema proporcional y mixto que considere las siguientes fuentes: a) los costos de inversión necesarios para prestar los servicios relacionados con la operación de la portabilidad numérica, se financiarán en virtud de los aportes que deberán efectuar los concesionarios de servicio público telefónico y del mismo tipo, en función de su participación en la numeración asignada a nivel nacional, y b) los costos de explotación se financiarán en base a las transacciones de portabilidad realizadas por suscriptores y usuarios.


El Organismo Administrador de la Portabilidad proveerá los mecanismos de consulta a la base de datos de forma eficiente y no discriminatoria, de modo que el costo de la operación de la portabilidad numérica sea el mínimo posible que permitan los parámetros de calidad establecidos por el reglamento y la normativa técnica correspondiente.


El Organismo Administrador de la Portabilidad deberá ser designado mediante una licitación efectuada por los concesionarios antes descritos, previa aprobación de las bases de dicha licitación por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.


Para ello, un reglamento establecerá el procedimiento de la licitación que deberá llevarse a cabo para designar al Organismo Administrador de la Portabilidad, así como todos los demás aspectos relativos a su instalación, organización, funcionamiento y condiciones económicas de los servicios concernientes directamente a las transacciones de portabilidad, sin perjuicio de aquellas materias entregadas a las bases de la licitación pública correspondiente.


Las infracciones a las obligaciones legales o reglamentarias asociadas a la implementación y operación de la portabilidad numérica, que impidan o dificulten su funcionamiento o el legítimo ejercicio de los derechos que de ella derivan, en que incurran tanto los concesionarios de servicio público telefónico y del mismo tipo como el Organismo Administrador, se sancionarán de conformidad a lo dispuesto en el título VII  de la presente ley, particularmente de acuerdo a lo previsto en el artículo 36 bis y en el inciso primero del artículo 38. Lo anterior es sin perjuicio de las medidas provisionales que, con el solo objeto de resguardar la continuidad del servicio y previa calificación de la Subsecretaría, corresponda adoptar a la autoridad de telecomunicaciones en caso que el Organismo Administrador de la Portabilidad deba ser cesado en sus funciones por incurrir en estado de insolvencia o infracción grave a sus obligaciones.


La implementación y operación del sistema de portabilidad numérica no admitirá discriminaciones de ninguna especie, que impidan la incorporación de nuevos concesionarios de servicio público telefónico y del mismo tipo al sistema, asegurando así la existencia de condiciones objetivas y transparentes de acceso al mismo.".

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo 1°.- La propuesta de bases para la licitación a que se refiere esta ley deberá ser remitida a la Subsecretaría, para su aprobación o rechazo, en un plazo de 60 días contado desde su publicación en el Diario Oficial. Una vez aprobadas las bases, las concesionarias tendrán un plazo máximo de 60 días para llamar a licitación.


Artículo 2°.- Vencido el plazo para llamar a licitación sin que ésta se haya convocado, la Subsecretaría de Telecomunicaciones deberá realizar el llamado a nombre de las concesionarias. En cualquier caso, las concesionarias serán las responsables de adjudicar, contratar y financiar la puesta en marcha y operación del Organismo Administrador de la Portabilidad, en los términos planteados en la presente ley.”.

- - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 17 de agosto de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 27 de agosto de 2010.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR ORPIS, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE PORCENTAJE DE GENERACIÓN DE ELECTRICIDAD MEDIANTE ENERGÍAS RENOVABLES NO CONVENCIONALES

(7163-08)

Honorable Senado:

Fundamentos:

Recientemente el Presidente de la República ha anunciado que en materia de ERNC espera alcanzar una meta del 20% para el año 2020.

Para hacer realidad tal propósito resulta fundamental modificar el Art. 150 bis de la ley 20.257 toda vez que en dicho cuerpo legal sólo se establece la obligación de acreditar como ERNC solo un 10% en su norma permanente y en el artículo 1 transitorio señala que este 10% debe cumplirse al año 2024.

Por lo tanto resulta fundamental no solo aumentar los porcentajes establecidos en dicho cuerpo legal, sino que adicionalmente reducir los plazos.

La ley 20.257 en su artículo 1 transitorio estableció una gradualidad hasta el año 2024, con un 5% para este año en los distintos sistemas eléctricos.

Difícilmente se alcanzará este porcentaje si en definitiva no se traduce en una obligación legal. El 20% para el 2020 es una meta alta que no puede estar sujeta a la mera liberalidad de los actores en el sector eléctrico.
De hecho en la información mas reciente que aparece en la página Web de la CNE actualizada al año 2008 la capacidad instalada total de los cuatro sistemas eléctricos alcanza a 13.137 MW. De esta capacidad el 96,3% corresponde a energías convencionales y un 3,4% a ERNC.

Por esta razón, para alcanzar el 20% se hace más indispensable que nunca modificar la gradualidad en forma inmediata.

No establecerlo como obligación legal sólo implicaría una aspiración programática sin que tengamos la certeza que se pueda cumplir. Llegar al 20% de ERNC el año 2020 en los sistemas eléctricos, implica fuertes inversiones y desarrollo de una serie de nuevas tecnologías que para lograrlo necesitan de certeza jurídica. Sólo con un marco jurídico claro es posible lograrlo.

PROYECTO DE LEY.

Para reemplazar en el numeral 2 artículo único de la ley 20.257 que modifica la ley de servicios eléctricos agregando al Art. 150 bis, el guarismo “10%” por 20%.
Para reemplazar en el artículo 1 transitorio de la ley 20.257 los guarismos “0,5% anual” por 2,5% anual; donde dice 5,5% reemplazarla por 8%; donde dice 6% reemplazarlo por 10,5%; donde dice 10% por 20% y donde dice año 2024 reemplazarlo por 2020.

(Fdo.): Jaime Orpis Bouchón, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES CHAHUÁN, PÉREZ (DOÑA LILY), LAGOS Y WALKER (DON IGNACIO), CON EL QUE INSTAN POR UN ACUERDO, DE ALCANCE NACIONAL, EN MATERIA DE PROBIDAD Y TRANSPARENCIA

(S 1291-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.- Que con fecha 12 de agosto recién pasado, se suscribió en Valparaíso, un Acuerdo Regional para la promoción de la Probidad y Transparencia, impulsado por su Intendente Regional y al cual adhirieron con sus firmas, los máximos representantes del sector público y del mundo privado, empresarial y académico, en el cual se comprometieron a ejecutar, promover y/o apoyar las siguientes medidas:

a) Promover una cultura de la rectitud, probidad y transparencia en la comunidad regional, como base de una convivencia y orden social orientados al bien común.

b) Incluir en los planes de estudio de todos los niveles del sistema educacional, programas que permitan a los alumnos asimilar e internalizar valores y principios antagónicos a la corrupción.

c) Convocar a los agentes económicos a unirse para crear una economía más transparente y competitiva, generando una cultura empresarial que reconozca en la corrupción un antivalor.

d) Promover sistemáticamente en los funcionarios públicos el autocontrol, la cultura de la legalidad y los valores éticos como fundamentos del uso adecuado de los recursos públicos.

e) Aumentar el nivel de transparencia en los órganos de gobierno regional, provincial y municipal, para reducir al máximo la discrecionalidad en la toma de decisiones y facilitar el control social.

f) Mejorar la disponibilidad de información pública y su acceso, desarrollando a su vez, mecanismos que permitan a los ciudadanos canalizar sus comentarios, quejas y denuncias.

g) Reconocer el desempeño laboral en todas las instituciones públicas, privilegiando la experiencia profesional y cerrando espacios a operadores y activistas que representan o privilegian intereses partidistas o sectoriales.

h) Fortalecer la coordinación interinstitucional para lograr mayor eficacia en la investigación, juzgamiento y sanción de actos de corrupción.

i) Establecer la necesidad de reformas normativas para fortalecer la eficacia en materia de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción, y

j) Formular un plan de acción de la política regional en materia de lucha contra la corrupción que establezca responsables, metas, indicadores y resultados en el corto, mediano y largo plazo.

2.- Que quienes tuvimos el privilegio de concurrir a este Acuerdo, no podemos sino congratularnos de haberlo logrado ya que, como se señala en su exordio, estamos convencidos de que la corrupción socava la legitimidad de sus instituciones, atenta contra el bien común, el orden moral y la justicia, así como contra el desarrollo regional.

3.- Que el Acuerdo suscrito entre todos los representantes de las fuerzas vivas de la región de Valparaíso, cobra particular importancia si se considera que en el último tiempo se han descubierto diversos hechos constitutivos de corrupción, flagelo que es necesario erradicar de nuestro seno social, para cuyo efecto es indispensable generar conciencia en la comunidad sobre la existencia y gravedad de esta situación, desde la etapa escolar, así como de la necesidad de fortalecer la participación de la sociedad en la prevención y combate contra esta verdadera lacra.

4.- Que estimamos que un Acuerdo de similar naturaleza debe ser adoptado por los sectores más representativos de todas las regiones del país, para lo cual todo los miembros de esta Corporación, debemos hacer nuestras estas medidas contra la corrupción, a fin de promover entre las autoridades de las respectivas regiones, la suscripción de un documento similar, única forma de lograr un combate efectivo contra la corrupción.

En mérito de lo expuesto,

El Senado de la República, acuerda:
Asumir íntegramente el compromiso, por parte de todos los miembros de esta Corporación, de ejecutar, promover y /o apoyar las medidas que se mencionan en el Considerando 1° de este documento, asumiendo asimismo el compromiso de promover la suscripción de un documento similar entre las autoridades y personeros del mundo público, privado y académico de las diversas regiones del país, a cuyos Intendentes Regionales, le será remitido este Acuerdo.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- 
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE DECLARA FERIADO OBLIGATORIO E IRRENUNCIABLE EL 19 DE SEPTIEMBRE DE 2010, PARA TRABAJADORES DEPENDIENTES DEL COMERCIO

(7066-13)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Agrégase en la ley N° 19.973, que establece feriados, el siguiente artículo transitorio:

"Artículo transitorio.- De forma excepcional, el día 19 de septiembre de 2010 será feriado obligatorio e irrenunciable para los trabajadores dependientes del comercio, con la excepción de aquellos señalados en el artículo 2° de este cuerpo legal.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE, POR UNA SOLA VEZ, COMO FERIADOS OBLIGATORIOS E IRRENUNCIABLES, LOS DÍAS 19 Y 20 DE SEPTIEMBRE DE 2010, PARA TODOS LOS TRABAJADORES DEPENDIENTES DEL COMERCIO

(7082-13)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Los días 19 y 20 de septiembre de 2010 serán feriados obligatorios e irrenunciables para todos los trabajadores dependientes del comercio, con la excepción de aquellos señalados en el artículo 2° de la ley N° 19.973.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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